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Se considera y aprueba el proyecto de comunicación referido al Programa de Reformas y Desarrollo de Municipios Argentinos.

Orden del Día Nº 5:

13 - 
Se considera y aprueba el proyecto de resolución, por el cual se dispone la construcción de una rampa para ingreso de discapacitados en este Poder Legislativo.

14 - 
 Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la concreción de la obra de pavimentación de la Ruta Provincial Nº 32 - S.

15 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la realización de los estudios necesarios para la construcción de un acueducto entre las ciudades de Santa Fe y Esperanza.

16 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la repavimentación del acceso a la localidad de Maciel.

17 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicitan informes referidos a la reparación integral de la Ruta Provincial Nº 90.

18 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la provisión de mesas y sillas para la Escuela Nº 292 “Sebastián Gaboto” de la localidad de Puerto Gaboto.

19 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita, dictar cursos de carácter permanente a los alumnos de todos los niveles para la educación contra la adicción a las drogas, alcohol y tabaco.

20 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicitan informes sobre las causas que motivaron la cesantía del Sr. Pablo Santiago Piñero, en el cargo de celador del comedor de la Escuela Nº 27 Dr. José M. Gálvez, de Santa Fe.

21 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la provisión de computadoras a la Escuela Nº 6060 de la localidad de Coronel Domínguez, departamento Rosario.

22 - 
Se considera y aprueba el pase al Archivo del proyecto de comunicación, referido a las inscripciones tardías de nacimientos.

 23 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación, por el cual se solicita la inclusión del Expte Nº 6611, en el actual período extraordinario de sesiones.

24 - 
Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre aspectos vinculados al Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo.

25 - 
Inasistencias.

-
Siendo las 15 y 29, dice la:

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Señores diputados: próximo a vencer el término reglamentario para iniciar la sesión, la Presidencia informa que no hay número en el recinto.

SR. BARRERA.- Pido la palabra.


Solicito que se continúe llamando hasta lograr el quórum.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Así se hará, señor diputado.

-
Eran las 15 y 30.

1

izamiento de la bandera nacional

-
En la ciudad de Santa Fe, a los dieciséis días del mes de marzo de 2000, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

-
Siendo las 16, dice la:

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Con quórum legal, declaro abierta la sesión.


Invito a los señores diputados Dolly Cavigiuri y Juan Carlos Cardelli a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

-
Así se hace. (Aplausos.)

2

versión taquigráfica

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se encuentran a consideración del Cuerpo las versiones taquigráficas correspondientes a las sesiones especial y extraordinaria de fecha 9 de marzo del corriente año.


Si no se formulan observaciones se darán por aprobadas.

-
Resultan aprobadas.

3

asuntos entrados

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 9.

-
Se lee:

I

Comunicaciones Oficiales

La Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, da a conocer sus autoridades. ( Nº 3417/00).-

- Al Archivo -

El H. Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite por nota 6466/00 copia del decreto 3979/99 que insiste en el cumplimiento del decreto 2585/98, observado legalmente bajo el N° 020/98 – T.C.P.. (Nº 3418/00).-

- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

La Comisión de Industria y Comercio, da a conocer sus autoridades. (Nº 3419/00).-

- Al Archivo -

El señor diputado de la Nación, Carlos Iparraguirrre remite copia del Proyecto de Declaración, donde solicita el inmediato giro de las partidas correspondientes al Programa de Emergencia para la Recuperación de zonas afectadas por inundaciones. (Nº 3423/00).-

- Al Archivo -

La Cámara de Diputados de la Provincia del Chaco, remite copia de las resoluciones de fecha 21-10-98 y 08-03-00, (solicita medidas de urgente auxilio a las pequeñas y medianas empresas (PyMES) radicadas en la Provincia. (Nº 3424/00).-

- Al Archivo -

La Cámara de Diputados de la Provincia del Chaco, remite copia de la resolución de fecha 01-03-00, por la cual solicitan a las Autoridades del Banco Hipotecario S.A. den cumplimiento total y cabal de la Ley 24.855 de privatización del Banco Hipotecario Nacional. (Nº 3425/00).-

- Al Archivo -

El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a la siguiente minuta de comunicación :

Expte. Nº 5177 – U.C.R. :
Proceda a la designación de un Juez Comunal en la localidad de Recreo. (Nº 3426/00).-

- A sus Antecedentes -

II

Dictámenes de Comisión :

De la de Salud Pública y Asistencia Social, expidiéndose en los siguientes proyectos:

De Resolución :

De la señora diputada Pinasco de Julierac (MC); adhiriendo a la Resolución 870/99, del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, por la que se impone la denominación “Rosa Cármen All”, a la Escuela Superior de Enfermería de Santa Fe. (Expte. N° 6696 – U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De Declaración :

Del señor diputado Giorgetti; declarando su preocupación ante la reducción presupuestaria, para el Programa Nacional de Sida. (Expte. N° 6723 – C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

De Comunicación :

Del Bloque FREPASO; solicitando informe la cantidad de casos de meningitis, hepatitis y fiebre hemorrágica argentina, que se produjeron desde 1996 a 1999 inclusive. (Expte. N° 6790 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Giorgetti; solicitando incremente los controles de los Bancos de Sangre y las condiciones en que se realizan las transfusiones y en Especial los test relacionados con el HIV. (Expte. N° 6321 – C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

Del mismo señor diputado; solicitando garantice la realización de exámenes oftalmológicos a los recien nacidos, en hospitales y maternidades públicas. (Expte. N° 6426 – C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

Del mismo señor diputado; solicitando garantice las prestaciones a los pacientes de Diálisis bajo cobertura del Programa Federal (PROFE). (Expte. N° 6483 – C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

De la señora diputada Pinasco de Julierac (MC); solicitando otorgue un subsidio a la Liga Argentina de Lucha contra el Cáncer (LALCEC) Filial Santa Fe. (Expte. N° 6702 – U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De la de Presupuesto y Hacienda, expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

Del Bloque FREPASO; solicitando en relación al impuesto inmobiliario, informe respecto de los montos de las valuaciones fiscales y de emisión, por departamento, para los años 1999 y 2000, y de emisión y recaudación de 1998 y 1999. (Expte. N° 6793 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

Del mismo Bloque; solicitando informe respecto al monto total de la deuda pública provincial al 31-12-99. (Expte. N° 6795 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

Del Bloque FREPASO; solicitando a través de la A.P.I. conecte a la Sub-Delegación API-Firmat al Sistema Provincial de Informática. (Expte. N° 6797 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

De la de Seguridad Social, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

De los señores diputados Alvarez y Ugalde; solicitando proceda a la reapertura de la Oficina de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, que funcionaba en Casilda, departamento Caseros. (Expte. N° 6813 – D.B.).-

- Al Orden del Día -

De la de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

Del señor diputado Giorgetti; solicitando garantice el cumplimiento de la Ley 24557 (exámenes médicos periódicos a trabajadores). (Expte. N° 6725 – C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

De la de Asuntos Constitucionales y Legislación General; expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

Del Bloque FREPASO; solicitando a través del P.E.N. se transfiera a los Gobiernos Municipales, la titularidad de las Seccionales de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios, radicados en la Provincia. (Expte. N° 6788 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

Del mismo Bloque; solicitando informe si en la actual política salarial, con respecto a la Policía de la Provincia, se aplican las Leyes 9134 y 9561. (Expte. N° 6796 – F.P.S.).-

- Al Orden del Día -

MENSAJE Nº 2243

SANTA FE, 14 de marzo de 2000.

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de “Ley Orgánica de Administración y Control”.


Al propiciar el dictado de la mencionada ley, es importante destacar la necesidad de adecuar normativas hoy dadas por la Ley de Contabilidad que fuera aprobada en el año 1956 y que por la extensión temporal de su vigencia obligó al dictado de modificaciones expresas o tácitas, realizándose oportunamente un único ordenamiento legal del texto original, el referido a la incorporación en el Título XI del Tribunal de Cuentas de la Provincia.


Es así que, a la fecha, se tiene un instrumento confuso, que origina indefiniciones de roles en algunos aspectos que es preciso ordenar como también en otros, adecuarlo al Estado de hoy. Se agrega a ello, el contenido excesivamente reglamentarista de la actual ley que torna demasiada rígida su aplicación.


No obstante, no fueron dejadas totalmente de lado las disposiciones de la Ley de Contabilidad que, a pesar de su antigüedad, contiene algunas normas que no han perdido vigencia y fueron incluidas en este proyecto.


Es necesario lograr un nuevo modelo de gestión administrativa que involucre al sector público no financiero integrado por los tres poderes del Estado. Las decisiones y actos de gobierno deben ser aptos, oportunos y nutridos de la información suficiente que los sustenten adecuadamente en metodologías, tiempos, y controles que evalúen no sólo el cumplimiento de normas específicas, desvíos de objetivos o conductas dolosas sino, también, que involucre en su análisis el criterio de las demandas de decisiones cambiantes e inmediatas que llevan al dinamismo como su mayor expresión y al sentido común como su mejor evaluación.


Por ello, se propone incrementar los sistemas de control dotándolos de la posibilidad de evaluar eficacia y eficiencia. Se crea por estas exigencias de dinámica y precisión en la toma de decisiones de la Sindicatura General de la Provincia como órgano de control interno y de la cual dependerán las unidades de iguales misiones de las distintas jurisdicciones y entidades y, se establece la organización y funcionamiento del Tribunal de Cuentas como órgano de control externo posterior en el marco de las atribuciones establecidas por el artículo 81 de la Constitución Provincial como control jerárquico de la gestión del mismo ejercido por el Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta que se constituya.


Tender a la desmaterialización de los trámites de la Administración Financiera mediante  su informatización, mejorar el sistema decisional del sector público provincial, hacer pública la información, integrar sus sistemas con los sistemas administrativos conexos, de control interno y externo, constituyen la base de este nuevo ordenamiento de gestión que se propone. Para ello, la gestión en la administración de recursos debe tender a producirse descentralizadamente, el responsable de la ejecución de programas debe asumir su rol de gerente público, es necesario que los órganos rectores lleven a cabo, en forma progresiva, un proceso de descentralización de controles en la administración de medios priorizando los que permitan evaluar el cumplimiento de los fines por parte de las instituciones públicas todo, amparado por una centralización normativa a cargo de las unidades rectoras centrales. Paralelamente, se requiere la existencia de un órgano central responsable de dirigir y coordinar la administración financiera hasta la redefinición de roles de las unidades de servicios administrativos  institucionales como apoyo técnico-administrativo a los niveles de decisión.


Bajo este modelo de gestión, los cuatro agentes que  intervienen en la administración financiera son: Políticos, Responsables de Programa, responsable de los órganos rectores y jefes de unidades de Gestión Administrativa Institucional en el marco de una organización sistémica que a continuación se expone:

SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

- Presupuesto 

- Tesorería y Gestión Financiera

- Crédito Público 

- Contabilidad

- Ingresos Públicos y Relaciones con Administraciones Locales

SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

- Administración de Bienes y Servicios

- Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa

- Inversión Pública

SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS INFORMÁTICOS


Como órgano coordinador de estos sistemas administrativos se propone al Ministerio de Hacienda y Finanzas y, como integrantes de cada sistema a los:

ÓRGANOS RECTORES

- Dirección General de presupuesto

- Tesorería General de la Provincia

- Dirección General de Crédito Público

- Contaduría General

- Dirección General de Ingresos Públicos y Coordinación Fiscal con Administraciones Locales

- - Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes

- Dirección General de Recursos Humanos, Función pública y Organización Administrativa

- Dirección General de inversión Pública

- Dirección General de Informática

UNIDADES INSTITUCIONALES:   Servicios administrativos financieros en cada Poder, jurisdicción y entidad con la responsabilidad de dirigir y coordinar a las unidades que funcionalmente se relacionan con los respectivos órganos rectores.


En síntesis, este proyecto, concibe a la administración financiera como un sistema integrado, debidamente interrelacionado con los sistemas de administración y de control -interno y externo- que permite realizar la verificación del cumplimiento de las etapas de cada trámite, la aplicación de la normativa vigente, el costo de las acciones, la necesidad de la realización de cada transacción y la responsabilidad de quienes intervinieron en la gestión generando información sistemática y homogénea para los tres poderes del estado y su ciudadanía. La organicidad del mismo concentra en un único instrumento toda la legislación para la gestión administrativa y de control de la hacienda pública, abroga como la Ley de Contabilidad, leyes permanentes en materia presupuestaria, leyes anuales complementarias y, deroga otras para evitar dispersión normativa.


Dios guarde a V.H.

        JUAN CARLOS MERCIER                 CARLOS A. REUTEMANN

Ministro de Hacienda y Finanzas             Gobernador de Santa Fe

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN Y CONTROL

TITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º: La presente Ley regirá los actos, hechos y operaciones relacionados con la Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no financiero.

Artículo 2º: La Administración de la Hacienda Pública comprende el conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos aplicados al cumplimiento de los objetivos del Estado.

Artículo 3º: El control en el Sector Público Provincial comprende la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa de las que deriven transformaciones o variaciones en la Hacienda Pública y el régimen de responsabilidad basado en la obligación de los funcionarios de lograr los resultados previstos y rendir cuentas de su gestión.

Artículo 4º: Comprende el Sector Público Provincial no financiero:

A - Administración Provincial


1. Poder Ejecutivo



I. Centralizado




a) Ministerios.




b) Fiscalía de Estado




c) Secretarías de Estado



II. Descentralizado




a) Organismos esencialmente erogativos





I) Seguridad Social






- Salud






- Previsión Social.





II) Servicios y Obras Públicas





III) Otros organismos




b) Organismos esencialmente recaudadores




c) Entes reguladores de organismos y servicios privatizados y de control


2. Poder Legislativo



I. Centralizado



II. Descentralizado


3. Poder Judicial

B. Empresas y otros entes públicos


1. Empresas públicas 



a) Con administración provincial



b) Concesionadas


2. Sociedades Anónimas con Participación Estatal


3. Sociedades Anónimas del Estado



a) Participación Mayoritaria del Capital



b) Participación Mayoritaria de la voluntad societaria


4. Sociedades de economía mixta


5. Sociedades del estado

6. Entes interestatales e interjurisdiccionales.


7. Empresas y Entes residuales.

8. Otros Entes Estatales

El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional que podrá tener variaciones en la medida que responda globalmente a la apertura aquí enunciada siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como “Administración Provincial” y “Empresas y Otros Entes Públicos” y en tanto permita individualizar cada Jurisdicción y Organismos a los efectos de aplicarle la clasificación antes expuesta.

En el contexto de esta Ley se entenderá por entidad u organismo a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio; por jurisdicción a los Ministerios, Secretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo; Tribunal de Cuentas; y por Poder a los Poderes enumerados en los Artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial.

Queda reservada a la Legislatura la decisión de descentralizar el Sector Público Provincial, cuando el Organismo a crear deba adquirir el carácter de Entidad según los términos de esta Ley.

Artículo 5º: Esta Ley es aplicable a todos los organismos o entidades citados en el Artículo anterior componentes del sector público provincial no financiero.

Para las Empresas y Otros Entes Públicos esta Ley se aplicará en lo que específicamente a ella se refiere y en forma supletoria, en tanto sus Leyes orgánicas o estatutos no prevean expresamente otras disposiciones, a menos que el Tesoro deba prestar asistencia financiera, en cuyo caso quedará a consideración del ejecutivo la metodología a adoptar.

Para las Empresas Concesionadas esta Ley será aplicable solamente cuando lo indique expresamente, teniendo además prelación las normas contractuales que regulan la concesión de las mismas.

Asimismo serán aplicables las normas de esta Ley, en lo relativo a la rendición de cuentas de las personas físicas o jurídicas a las que se hayan acordado subsidios o aportes, y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Provincial a través de sus Jurisdicciones o Entidades.

Sin perjuicio de lo expuesto, las entidades que componen el Sector Público Financiero están obligadas a someterse al control jerárquico de la Administración Provincial de acuerdo a lo que dispongan sus Leyes orgánicas y la Ley de Ministerios y tienen el deber de información sobre su situación económica, financiera y patrimonial de acuerdo a la reglamentación que disponga el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Artículo 6º: La Administración de la Hacienda del Sector Público Provincial no financiero estará compuesta por los siguientes sistemas:

A- Sistemas de Administración Financiera.


I. Presupuesto


II. Tesorería y Gestión Financiera


III Crédito Público


IV. Contabilidad.


V. Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales.

B. Sistemas de Administración de Bienes y Servicios.


I. Administración de Bienes y Servicios.


II. Recursos Humanos, Función Pública y organización administrativa.


III. Inversión Pública.

C. Sistemas de Administración de recursos informáticos


Los subsistemas estarán a cargo de Unidades Rectoras Centrales que dependerán directamente del órgano que ejerza la fijación de políticas, la coordinación y supervisión de los mismos.

Artículo 7º: El Ministerio de Hacienda y Finanzas será el responsable de la coordinación, supervisión y mantenimiento de los sistemas y subsistemas contemplados en el artículo 6 de esta Ley y que integran la Administración de la Hacienda Pública.

Artículo 8º: El control interno de la Hacienda Pública estará a cargo de la Sindicatura General de la Provincia y el externo corresponderá al Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 9º: Los criterios metodológicos básicos de esta Ley, que deben tenerse presente para su interpretación y reglamentación son las siguientes:

a)
Interrelación sistémica

b)
Centralización normativa a cargo de las Unidades Rectoras Centrales, mediante la definición de objetivos, elaboración de pautas, metodología y procedimientos generales. Las Unidades Rectoras Centrales actuarán bajo la supervisión de la autoridad mencionada en el art.7.

c)
Descentralización operativa, asignando a las unidades operativas periféricas de cada Poder, Jurisdicción y Entidad la ejecución de los subsistemas que establece la presente Ley de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo y la consiguiente responsabilidad para todas ellas de cumplir con esta Ley, su reglamentación y las normas técnicas que emitan los respectivos órganos rectores.

Artículo 10º: En cada uno de los Poderes, Jurisdicciones y Entidades funcionará un Servicio Administrativo-Financiero cuya organización, competencia y unidades dependientes serán establecidas por el reglamento de esta Ley. Las unidades operativas periféricas que integren dicho Servicio mantendrán relación directa y funcional con las Unidades Rectoras Centrales de los respectivos subsistemas, a través de la máxima autoridad del mencionado Servicio y serán responsables de cumplimentar con la descentralización operativa de los subsistemas normados. Cuando las características del Organismo así lo requiera se podrá crear más de un Servicio Administrativo-Financiero en un determinado Poder, Jurisdicción o Entidad.

Artículo 11º: La denominación otorgada en la presente Ley a las Unidades Rectoras Centrales de los Subsistemas podrá modificarse en el futuro, por el Poder Ejecutivo, siempre que responda a las competencias específicas de cada uno.

TÍTULO II: SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA.

CAPÍTULO I - PRESUPUESTO

SECCIÓN I - Definición del Subsistema

Artículo 12º: El presente capítulo establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de los Poderes, Jurisdicciones y Entidades que conforman la Hacienda Pública. 

El Presupuesto es el instrumento constitucional de órdenes, límites, garantías, competencias y responsabilidades de toda la Hacienda Pública, que expone los recursos calculados y su correspondiente aplicación, mostrando los resultados económicos y financieros esperados, la producción de bienes y servicios a generar y los recursos humanos a utilizar.

SECCIÓN II - Normas Técnicas Comunes

Artículo 13º: El ejercicio económico-financiero del Sector Público Provincial comenzará el primero de enero y terminará el treinta y uno de diciembre de cada año.

Artículo 14º: El Presupuesto de Recursos contendrá la enumeración de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital representen o no entradas de dinero efectivo al Tesoro.

El presupuesto de gastos contendrá todos los gastos corrientes y de capital a ser financiados mediante impuestos tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, endeudamiento público y precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios de la Administración Provincial. Utilizará la técnica más adecuada para formular y exponer la producción pública.

Para la Administración Central, se considerarán como recursos del ejercicio todos aquellos que se prevén recaudar durante el período en cualquier organismo, oficina o agencia autorizadas a percibirlos, con independencia de la fecha en que se origine la obligación de pago o la liquidación.

Para los Organismos Descentralizados la reglamentación determinará el criterio para el cálculo del presupuesto de ingresos, el que deberá ser determinado según el tipo de recursos que perciba.

El sector empresas y otros entes seguirán el criterio de lo devengado para el cálculo de los recursos.-

Todo gasto que se devengue en el período deberá contar previamente con el registro de su respectivo compromiso, salvo en aquellos casos en donde ambas etapas se registren en forma simultánea. A los fines de la presente ley se consideraran gastos del ejercicio todos aquellos créditos que se devenguen en el período, se traduzcan o no en salidas efectivas de dinero.-

Las operaciones de financiamiento comprenderán todas las fuentes y aplicaciones financieras que se originen durante el ejercicio financiero.

Son fuentes financieras las que provengan de la disminución de activos financieros y de incrementos de pasivos.

Por aplicaciones se entenderá los incrementos de activos financieros y la disminución de pasivos, tales como la amortización de la deuda pública.

Artículo 15º: Cuando en los presupuestos de las Jurisdicciones y Entidades Públicas se incluyan créditos para contratar obras o adquirir bienes y servicios, cuyo plazo de ejecución exceda al ejercicio financiero, se deberá incluir en los mismos información sobre los recursos invertidos en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y sobre el monto total del gasto, así como los respectivos cronogramas de ejecución física.

La aprobación legislativa del presupuesto que contenga esta información implicará la autorización expresa para contratar hasta su monto total, de acuerdo a las modalidades vigentes.

SECCIÓN III - Organización

Artículo 16º: La Dirección General de Presupuesto será la Unidad Rectora Central del Subsistema "Presupuesto" de la Hacienda Pública del Sector Público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director y Subdirector General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas, una antigüedad en la Administración Pública no inferior a siete años y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la Administración Pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 17º: La Dirección General de Presupuesto tendrá las siguientes competencias:

a)
Participar en la formulación de las pautas presupuestarias basadas en la política financiera que, para el Sector Público, elabore el Poder Ejecutivo;

b)
Dictar las normas técnicas para la formulación, programación de la ejecución, modificaciones y evaluación de los presupuestos de la Administración Provincial, en forma conjunta con los demás órganos creados por la presente Ley cuando corresponda,

c)
Analizar los anteproyectos de presupuesto y proponer los ajustes que considere necesarios;

d)
Formular, en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del sistema de Inversión Pública, y proponer al Órgano Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera los aspectos financieros del Plan Provincial de Inversión Pública;

e)
Preparar el proyecto de Ley del presupuesto general y fundamentar su contenido;

f)
Formular la programación de la ejecución presupuestaria en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Tesorería y Gestión Financiera

g)
Intervenir en las modificaciones al presupuesto, mediante el análisis y evaluación de la ejecución y del avance físico;

h)
Evaluar la ejecución de los presupuestos, aplicando las normas y criterios establecidos por esta Ley, su reglamentación y las normas técnicas respectivas;

i)
Asesorar, en materia presupuestaria, a todos los organismos del sector público regidos por esta Ley y difundir los criterios básicos para compatibilizar el sistema presupuestario de los municipios y comunas.

j)
Las demás que le confiera la presente Ley y su reglamento.

SECCIÓN IV –Estructura de la Ley de Presupuesto

Artículo 18º: El presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos comprenderá a los Poderes, Jurisdicciones, Entidades y Organismos que integran la Administración Provincial y contendrá todos los ingresos y gastos previstos para el ejercicio, así como las operaciones de financiamiento por sus montos íntegros, sin compensaciones, fijará el número de cargos de planta de personal, horas cátedras y contendrá los resultados físicos y financieros esperados.

Como información adicional en su anexo incorporará los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, cuando estos requieran para su financiamiento de aportes del Tesoro, con la finalidad de someterlos a consideración y aprobación del Poder Legislativo. Asimismo cuando se lo considere oportuno el Poder Legislativo podrá solicitar que en el mencionado anexo se incluya a las empresas y otros entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.

La metodología de elaboración y exposición en el mencionado anexo deberá respetar las previstas en la presente ley en su Sección IX .

Artículo 19º: La Ley de Presupuesto no podrá contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar Leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos; ni cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por Leyes específicas.

Las disposiciones contenidas en la presente Ley no serán alteradas por la Ley de Presupuesto, constituyendo estas últimas, normas complementarias que regirán para cada ejercicio financiero.

Artículo 20º: El presupuesto adoptará la estructura que demuestre el cumplimiento de las funciones del Estado, políticas, planes, programas de acción y producción de bienes y servicios de los Organismos de la Hacienda Pública, así como la incidencia económica y financiera de los gastos y recursos, la vinculación de los mismos con sus fuentes de financiamiento y la distribución geográfica de los gastos previstos .

El mismo deberá contener, como mínimo, las siguientes informaciones:

a)
Cálculo de recursos de la Administración Central y de cada uno de los Organismos Descentralizados, clasificados por rubros;

b)
Presupuesto de gastos de cada una de las Jurisdicciones y de cada Organismo Descentralizado, los que identificarán la producción de bienes y servicios y los créditos presupuestarios;

c)
Créditos presupuestarios asignados a cada uno de los proyectos de inversión que se prevén ejecutar;

d)
Resultados de las cuentas de ahorro e inversión para la Administración Central, para cada Organismo Descentralizado y para el total de la Administración Provincial.

e)
Expondrá el déficit o superávit del ejercicio.

f)
La reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias que serán utilizadas como así también el alcance y la modalidad de la información de producción de bienes y servicios.

SECCIÓN V - Formulación y Aprobación

Artículo 21º: El Poder Ejecutivo fijará anualmente los lineamientos generales para la formulación del proyecto de Ley de Presupuesto en el marco de los planes y políticas provinciales.

Sobre la base de los anteproyectos preparados por las unidades operativas periféricas presupuestarias y elevados a la Dirección General de Presupuesto por los titulares de las Jurisdicciones y Entidades, el Organo Rector confeccionará el proyecto, previa realización de los ajustes que resulte necesario introducir.

El Poder Ejecutivo remitirá el proyecto definitivo a la Legislatura, aprobado por decreto dictado en acuerdo de ministros.

Artículo 22º: El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones. La distribución analítica del presupuesto de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiera su ejecución, estará a cargo del Poder Ejecutivo.

Artículo 23º: El Poder Ejecutivo presentará, conjuntamente con el proyecto de presupuesto, proyecciones de recursos y gastos para, por lo menos, los próximos 3 (tres) años. Dichas proyecciones contendrán como mínimo:

a)
Programa de inversiones del período.

b)
Programación de operaciones de crédito provenientes de organismos multilaterales.

Artículo 24º: Presentado el proyecto de Presupuesto General a la Legislatura, cualquier modificación que se conceptúe indispensable introducir desde la fecha de su remisión y antes de su sanción, motivará un pronunciamiento expreso del Poder Ejecutivo, que será comunicado a la Legislatura.

Artículo 25º: Si al comenzar el año financiero no se hubiera sancionado el presupuesto general, regirá el que estaba en vigencia al cierre del ejercicio anterior, con excepción de los créditos y recursos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha. Deberán incluirse los créditos indispensables para el servicio de la deuda del nuevo ejercicio y el saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el presupuesto prorrogado.

El Poder Ejecutivo podrá limitar el uso de determinados créditos, sin que se resientan los servicios, hasta la sanción del nuevo presupuesto. Dicha limitación deberá ser realizada en base a la proyección de recursos para el nuevo ejercicio.

Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto o fueran insuficientes, se dispondrán las modificaciones pertinentes para su regularización.

Las jurisdicciones y entidades del Sector Público Provincial quedan obligadas a ejecutar el gasto desagregándolo hasta el nivel que contempla el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado, aunque la distribución analítica de créditos prevea un nivel más agregado de asignación de crédito.

La metodología para introducir ajustes por parte del Poder Ejecutivo al presupuesto que estuvo en vigencia el año anterior, para la administración central y de los organismos descentralizados, debe prever como mínimo: 

1. ­En los presupuestos de recursos: 

a) Eliminar los rubros de recursos que no puedan ser recaudados nuevamente; 

b) Suprimir los ingresos provenientes de operaciones de crédito publico autorizadas, en la cuantía en que fueron utilizadas; 

c) Excluirá los excedentes de ejercicios anteriores correspondientes al ejercicio financiero anterior, en el caso que el presupuesto que se está ejecutando hubiera previsto su utilización; 

d) Incluirá los recursos provenientes de operaciones de crédito público en ejecución, cuya percepción se prevea ocurrirá en el ejercicio. 

2. En los presupuestos de gastos: 

a) Eliminará los créditos presupuestarios que no deban repetirse por haberse cumplido los fines para los cuales fueron previstos; 

b) Incluir los créditos presupuestarios indispensables para el servicio de la deuda y las cuotas que se deban aportar en virtud de compromisos por mutuos preexistentes. 

c) Incluirá los créditos presupuestarios indispensables para asegurar la continuidad y eficiencia de los servicios; 

La reglamentación determinará criterios metodológicos adicionales a los expuestos.

Artículo 26º: A los fines de interpretar lo dispuesto por el último párrafo del Artículo 55, inciso 8º de la Constitución Provincial, deberá entenderse por partidas ordinarias a las autorizaciones de gastos para atender la continuidad de los servicios que impliquen habitualidad y permanencia o la continuación de obras en curso de ejecución.

SECCIÓN VI - Normas de Modificaciones Presupuestarias

Artículo 27º: Toda ley que autorice gastos no previstos en la Ley de Presupuesto deberá señalar sus fuentes específicas de financiamiento o la pertinente autorización para la utilización del crédito. La ejecución del gasto autorizado por dicha ley sólo podrá hacerse efectiva desde el momento en que se produzca la efectiva recaudación del recurso.

Si el recurso creado para financiar dicho crédito no se recaudara antes del cierre del ejercicio siguiente al de su sanción, la Ley caducará.

Artículo 28º: El Poder Ejecutivo podrá disponer la incorporación al presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o emergencia social que requieran la inmediata atención del Estado.

Estas disposiciones deberán ser comunicadas a la Legislatura con los antecedentes que sustentan la decisión adoptada.

Artículo 29º: Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer:

a)
La distribución analítica de los créditos del presupuesto sancionado;

b)
La habilitación de los créditos cuando se correlacionen con la incorporación de recursos que surjan de aplicación de Leyes provinciales;

c)
La habilitación de los créditos para la atención de Leyes, decretos y convenios que adhiera o formalice con el Estado Nacional y hasta los montos que este último disponga;

d)
La habilitación de los créditos para atender servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, hasta las sumas que se perciben como retribución de los mismos;

e)
La modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados, siempre que no aumente el aporte de la administración central para cubrir su déficit;

f)
La transferencia de horas cátedra a cargos docentes y viceversa, siempre que no se altere la relación de costos.

Artículo 30º: Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar la decisión de efectuar modificaciones presupuestarias compensadas entre los créditos asignados en la clasificación programática y en las distintas funciones dentro de la respectiva finalidad. Esta facultad se hace extensiva al momento en el cual se distribuye el crédito del presupuesto aprobado por ley anual de presupuesto, el cual puede ser distribuido a las Jurisdicciones y entidades a un nivel más agregado al que el clasificador de cuentas presupuestarias contempla para su ejecución.

El régimen de modificaciones solo corresponderá aplicarlo cuando sea necesario modificar créditos por sobre el límite aprobado por el decreto analítico de distribución del presupuesto, aunque la ejecución deba realizarse respetando el máximo nivel de desagregación que contemple el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado.

Artículo 31º: Autorízase a los Presidentes de ambas Cámaras de la Legislatura Provincial para reajustar los créditos de sus presupuestos jurisdiccionales, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo Provincial, las modificaciones que dispusieran. Tales modificaciones sólo podrán autorizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados, sin más restricciones que las que determina esta Ley en forma expresa.

Artículo 32º: Autorízase al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia para reajustar los créditos de su presupuesto jurisdiccional debiendo comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados sin más restricciones que las que esta Ley les asigne y sin originar aumentos automáticos para ejercicios futuros ni incrementos en las remuneraciones individuales, sobreasignaciones u otros conceptos análogos de gastos en personal o compensaciones o reintegros en favor del mismo, excepto cuando el Poder Ejecutivo Provincial le otorgue un refuerzo presupuestario para financiar mejoras salariales o para creación de cargos por un período menor a doce (12) meses.

El Poder Ejecutivo Provincial, junto con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial enviará a la Legislatura el anteproyecto preparado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, acompañando los antecedentes respectivos cuando las estimaciones efectuadas por dicha Corte no coincidan con las del proyecto general.

Artículo 33º: No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos, con excepción de:


a) los provenientes de operaciones de crédito público,


b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado 
Provincial con destino específico,


c) los que por Leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan 
afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del 
recurso.


d) los que por Leyes especiales de carácter provincial sean extraordinarios y 
estén destinados a atender gastos de carácter no permanente, o aquellos 
destinados a dar participación a Municipalidades y Comunas.


e) los que constituyan recursos propios de los organismos descentralizados y 
empresas y otros entes públicos.

Quedarán derogadas de las disposiciones legales vigentes, las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las Leyes Anuales de Presupuesto cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente.

No podrán funcionar bajo el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales, desde la puesta en vigencia de la presente ley.

Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la apropiación durante el ejercicio al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que excedan los gastos que se preveía atender con ellos, en el período mencionado, en caso que no exista la necesidad de incrementar tales gastos.

Artículo 34º: Queda reservada a la Legislatura la decisión de modificar el presupuesto cuando afecte:

a)
El monto total del presupuesto, salvo las excepciones contempladas en esta Ley;

b)
El monto total del endeudamiento previsto, salvo las excepciones contempladas en esta Ley;

c)
La reasignación del crédito destinado a la inversión real para incrementar gastos corrientes;

d)
El monto total de los créditos autorizados a los Poderes, Jurisdicciones y entidades, salvo cuando se distribuyan créditos globales de refuerzo y por aplicación del Artículo 28 de la presente Ley;

e)
El monto total de las finalidades, salvo las excepciones contempladas en esta Ley y cuando las modificaciones no afecten un aumento en la finalidad en un margen de un 5 % (cinco por ciento);

f)
La cantidad máxima de cargos de planta permanente y temporaria y de horas cátedra;

g)
La cantidad de cargos previstos en los agrupamientos docentes, seguridad y servicios penitenciarios, para transferirlos a otros o entre sí.

Artículo 35º: Las facultades conferidas al Poder Ejecutivo en este Capítulo alcanzan a los Poderes Legislativo y Judicial excluidas las excepciones previstas en el Artículo precedente y en al Artículo 28 de la presente Ley.

Artículo 36º: En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas, siempre que los recursos se recauden y figuren en su totalidad.

Siempre que existan mayores ingresos que los calculados en rubros de recursos previstos en clasificador de cuentas presupuestarias, autorízase a incrementar el presupuesto vigente de forma compensada con tal nivel de aumento.

SECCIÓN VII: Programación de la ejecución presupuestaria

Artículo 37º: A los fines de garantizar una correcta ejecución de los presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todos los Poderes, jurisdicciones y entidades deberán programar, para cada ejercicio, la ejecución financiera y física ( entendida esta última como la de objetivos y metas), cuando así correspondiere, de los presupuestos, siguiendo las normas que fijará la reglamentación y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten las Unidades Rectoras Centrales de los subsistemas presupuestario y de tesorería.
El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por las Unidades Rectoras Centrales en la forma y para los períodos que se establezcan, no podrá ser superior al nivel de los ingresos previstos durante el ejercicio. 

El Poder Ejecutivo podrá limitar la ejecución de los créditos presupuestarios disponiendo para todo el sector público provincial la fijación de limites de autorización de los créditos vigentes.

SECCIÓN VIII: Evaluación presupuestaria

Artículo 38º: La Dirección General de Presupuesto evaluará la ejecución de los presupuestos de la administración provincial, tanto en forma periódica durante el ejercicio, como al cierre del mismo de acuerdo a lo que establezca la reglamentación. 

Con base en la información que señala el párrafo anterior, en la que suministre el sistema de Contabilidad y otras que se consideren pertinentes, la Dirección General de Presupuesto realizará un análisis crítico de los resultados financieros y físicos, cuando así correspondiere, obtenidos y de los efectos producidos por los mismos, interpretarán las variaciones operadas con respecto a lo programado, procurarán determinar sus causas y prepararán informes con recomendaciones para las autoridades superiores y los responsables de los organismos afectados.

SECCION IX: DEL PRESUPUESTO DE EMPRESAS PUBLICAS y OTROS ENTES

Artículo 39º: Los directorios o máxima autoridad ejecutiva de las empresas y otros entes públicos, aprobarán el proyecto de presupuesto anual de su gestión y lo remitirán a la Dirección General de Presupuesto, en la fecha que estipule la reglamentación. Los proyectos de presupuesto deberán expresar:

a)
Las políticas generales y los lineamientos específicos que, en materia presupuestaria, establezca el órgano coordinador de los sistemas de administración financiera y la autoridad de la jurisdicción correspondiente;

b)
Contendrán los planes de acción, las estimaciones de gastos y su financiamiento, el presupuesto de caja y los recursos humanos a utilizar y permitirán establecer los resultados operativo, económico y financiero previstos para la gestión respectiva.

Artículo 40º: Los proyectos de presupuesto de financiamiento y de gastos deben estar formulados utilizando el momento del devengado de las transacciones como base contable.

Artículo 41º: La Dirección General de Presupuesto analizará los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes y preparará un informe destacando si los mismos encuadran en el marco de las políticas, planes y estrategias fijados para este tipo de instituciones, aconsejando los ajustes a practicar en el proyecto de presupuesto si, a su juicio, la aprobación del mismo sin modificaciones puede causar un perjuicio patrimonial al Estado o atentar contra los resultados de las políticas y planes vigentes.

Artículo 42º: Los proyectos de presupuesto, acompañados del informe mencionado en el artículo anterior, serán sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial, ad referéndum del Poder Legislativo Provincial, de acuerdo con las modalidades y los plazos que establezca la reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial aprobará, en su caso con los ajustes que considere convenientes, previo a su inclusión en el anexo de ley respectivo, los presupuestos de las empresas y otros entes públicos.

Si las empresas y otros entes públicos no presentaren sus proyectos de presupuesto en el plazo previsto, la Dirección General de Presupuesto elaborará de oficio los respectivos presupuestos, los someterá a consideración del Poder Ejecutivo Provincial, antes de la remisión del anteproyecto de ley a las cámaras.

Artículo 43º: Los representantes estatales que integran los órganos de las empresas y otros entes públicos, estatutariamente facultados para aprobar los respectivos presupuestos, deberán proponer y votar el presupuesto aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 44º: El Poder Ejecutivo Provincial elevará para su aprobación al Poder Legislativo Provincial los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que señala el artículo 39.

Los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo, cuando el Tesoro deba financiar su déficit o cuando el mencionado cuerpo solicite que se las incluya en el anexo del proyecto de ley. En todos los otros casos será obligación del Poder Ejecutivo aprobarlos.

Artículo 45º: El Poder Ejecutivo Provincial hará publicar en el Boletín Oficial una síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que establezca la reglamentación.

Artículo 46º: Las modificaciones a realizar a los presupuestos de las empresas y otros entes públicos durante su ejecución y que impliquen el deterioro de los resultados operativo o económico previstos, alteración sustancial de la inversión programada, o el incremento del endeudamiento autorizado, deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo Provincial, previa opinión de la Dirección General de Presupuesto.

Artículo 47º: En el marco del artículo anterior y con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto, las empresas y otros entes públicos establecerán su propio sistema de modificaciones presupuestarias.

Artículo 48º: Al finalizar cada ejercicio financiero, las empresas y sociedades procederán al cierre de cuentas de su presupuesto de financiamiento y de gastos e informaran al Poder Ejecutivo.

Artículo 49º: Se prohibe a las entidades del Sector Público realizar aportes o transferencias a empresas y otros entes públicos cuyo presupuesto no esté aprobado en los términos de esta ley, requisito que también será imprescindible para realizar operaciones de crédito público.

CAPÍTULO II - TESORERÍA Y GESTIÓN FINANCIERA

SECCIÓN I - Definición del Subsistema

Artículo 50º: "Tesorería y Gestión Financiera" es el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos por medio de los cuales se llevan a cabo los procesos de recaudación, planificación y ejecución de ingresos y efectivización de pagos que conforman el flujo financiero del sector público provincial. Comprende asimismo la tenencia y custodia de las disponibilidades que resulten.

SECCIÓN II - Normas Técnicas Comunes

Artículo 51º: Facúltase al Poder Ejecutivo a emitir letras, pagarés o medios sucedáneos de pago cuyo reembolso se produzca dentro del ejercicio, hasta el monto que para operaciones de corto plazo fije anualmente la Ley de Presupuesto.

Las operaciones que superen el ejercicio financiero, sin ser reembolsadas, se considerarán operaciones de crédito público y deberá cumplirse con los requisitos previstos en el Capítulo III de este Título.

Artículo 52º:
Los Poderes, jurisdicciones y entidades que conforman la hacienda pública, podrán autorizar el funcionamiento de fondos rotatorios y/o cajas chicas, con el régimen y los límites que establezca la reglamentación, previa intervención de la Contaduría General de la Provincia y de la Tesorería General de la Provincia. A estos efectos, las unidades periféricas operativas de tesorería correspondientes podrán entregar los fondos necesarios con carácter de anticipo, formulando el cargo correspondiente a sus receptores conforme la reglamentación que establezca la Unidad Rectora Central del sistema.

Artículo 53º: El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera instituirá un sistema de cuenta única o mantendrá el fondo unificado, según lo estime conveniente, que le permita disponer de las existencias de caja de todos los Poderes, Jurisdicciones y Entidades de la Hacienda Pública en el porcentaje que determine la reglamentación el que no podrá ser menor al que establece la Ley 8973.

Artículo 54º: El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera dispondrá la devolución a la Tesorería General de la Provincia de las sumas acreditadas en las cuentas de los Poderes, jurisdicciones y entidades del sector público no financiero, cuando éstas se mantengan sin utilización por un período no justificado. Las instituciones financieras en las que se encuentren depositados los fondos deberán dar cumplimiento a las transferencias que ordene el referido órgano.

Artículo 55º: Los depósitos existentes en el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., o en su caso el agente financiero oficial, a la orden de los jueces de jurisdicción penal en concepto de fianzas cumplidas o prescriptas y demás importes que no tengan un destino especial, deberá el Poder Judicial transferirlos a rentas generales al finalizar cada ejercicio financiero.

Artículo 56º: No podrán abrirse cuentas al margen del presupuesto con excepción de las "Cuentas de Terceros" que registrarán los ingresos y egresos por depósitos, pagos o devoluciones en los que la hacienda pública actúa como agente de retención, intermediario o depositario.

Artículo 57º: Prohíbese a los agentes pagadores a efectuar descuentos, quitas o retenciones que no hubieren sido autorizadas por el Poder Ejecutivo.

Artículo 58º: En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuere obligado a pagar, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del Tesoro sin requerir previamente el pago a la Fiscalía de Estado. Este órgano deberá responder al juzgado dentro del término de 30 (treinta) días, informando la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida de acuerdo a las previsiones presupuestarias y a lo que disponga la Ley de Presupuesto.

En caso que la partida presupuestaria del ejercicio haya sido totalmente comprometida la deuda será presupuestada total o parcialmente en el ejercicio siguiente.

SECCIÓN III - Organización

Artículo 59º: La Tesorería General de la Provincia será la Unidad Rectora Central del Subsistema "Tesorería y Gestión Financiera" de la hacienda del sector público provincial no financiero.

Para ejercer el cargo de Tesorero y Subtesorero General de la Provincia se requerirá título universitario en algunas de las ramas de las ciencias económicas, una antigüedad en la administración pública no inferior a siete años y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Tesorero y el Subtesorero General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 60º: La Tesorería General de la Provincia tendrá las siguientes competencias:

a)
Normatizar los procedimientos de la administración de fondos de la Administración Provincial, implementando un sistema de registración de cargos y descargos que deban formularse a los responsables y a sí mismo, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 209 y concordantes.
b)
Elaborar conjuntamente con la Dirección General de Presupuesto la programación de la ejecución del presupuesto de la Administración Provincial;

c)
Programar el flujo de fondos y elaborar el presupuesto de caja de la Administración Provincial;

d)
Centralizar los recursos de la administración central aplicando el criterio de la unidad de caja;

e)
Disponer los pagos en base a los cronogramas establecidos;

f)
Administrar el Fondo Unificado de Cuentas Oficiales; o el sistema de Cuenta Unica

g)
Emitir letras a corto plazo, pagarés u otros medios sucedáneos de pago en las condiciones previstas en el art. 51 de la ley;

h)
Ejercer la supervisión de las unidades operativas periféricas de tesorerías centralizadas y descentralizadas, sus registros y los movimientos bancarios de sus cuentas;

i)
Custodiar los títulos, fondos y valores;

j)
Proponer medios de pago y evaluar alternativas de cancelación de obligaciones;

k)
Disponer inversiones temporarias de fondos inmovilizados; e intervenir, emitiendo opinión técnica previa, en las inversiones temporarias de fondos inmovilizados de las diferentes jurisdicciones y entidades;

l)
Normar sobre las condiciones de titularidad y uso de las cuentas bancarias oficiales, autorizar la apertura de las mismas, revisar la validez y uso de las existentes, y ordenar su cierre cuando corresponda;

m)
Controlar la emisión, distribución e inutilización de los valores fiscales; 

n)
Conformar el presupuesto de caja de las entidades, supervisar su ejecución y asignar las cuotas de transferencias que éstos perciban de acuerdo con la Ley de Presupuesto;

o)
Todas las demás funciones que en el marco de la presente Ley le adjudique la reglamentación.

CAPITULO III – Subsistema de Crédito Público

SECCIÓN I - Definición del Subsistema

Artículo 61º: Se entiende como Subsistema de “ Crédito Público” al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan las acciones y operaciones tendiente a la obtención y cancelación de financiamiento interno y externo, incluido el proceso previo de evaluación y dictamen de factibilidad para la concreción y aplicación de la toma de créditos internos y externos en el marco expresado en la Constitución Provincial.

Artículo 62º: El endeudamiento resultante de las operaciones de crédito público deberá estar destinado exclusivamente a la realización de inversiones reproductivas, para atender casos excepcionales de evidente necesidad o gravedad o emergencia financiera extraordinaria, para refinanciar los pasivos existentes del sector público provincial o para programas de transformación de su administración.

SECCIÓN II - Normas Técnicas Comunes

Artículo 63º: El endeudamiento que resulte de las operaciones de crédito público se denominará deuda pública y puede originarse en:
a)
La emisión y colocación de títulos, bonos u obligaciones de largo y mediano plazo, constitutivos de un empréstito;

b)
La emisión y colocación de letras de Tesorería y la emisión de pagarés u otros medios sucedáneos de pago, cuyo vencimiento supere el ejercicio financiero.

c)
La contratación de préstamos con instituciones financieras nacionales, extranjeras o internacionales; u otras instituciones u organismos que tengan facultad para realizar estas operaciones;

d)
La contratación de obras, servicios o bienes cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente; siempre y cuando los conceptos que se financien se hayan devengado anteriormente y documentado a través de los medios de pago que se establecen en los incisos a), b), o c) del presente Artículo;

e)
El otorgamiento de avales, fianzas y garantías, cuyo vencimiento supere el período del ejercicio financiero; la que no se considerará a los efectos del cómputo del Artículo 73.

f)
La consolidación, conversión y renegociación de deudas.


No se considera deuda pública:

a)
La deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio, 

b)
La emisión de letras, pagarés u otros medios sucedáneos de pago cuando se cancelen dentro del ejercicio.

Artículo 64º: A los efectos de esta Ley, sin perjuicio de otras clasificaciones que a los fines de una mejor exposición a juicio de la Unidad Rectora Central se adopte en cada caso, la deuda pública se clasificará en directa e indirecta. La presente diferenciación deberá ser considerada a los efectos de la clasificación presupuestaria.
Deuda pública directa es aquella asumida por la administración provincial en calidad de deudor principal. Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública, distinta de la administración provincial, pero que cuenta con su aval, fianza o garantía.

Queda expresamente prohibido garantizar operaciones de personas físicas o jurídicas privadas.

Artículo 65º: Ningún Poder, jurisdicción o entidad del sector público provincial no financiero podrá iniciar trámites para realizar operaciones de crédito público sin la autorización previa del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Artículo 66º: Los Poderes, jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial no podrán formalizar ninguna operación de crédito público que no esté contemplada en la Ley de Presupuesto del año respectivo o en una Ley específica salvo, el caso establecido en el art.69

La Ley Anual de Presupuesto o la Ley específica debe indicar como mínimo las siguientes características de las operaciones de crédito público autorizadas:


Tipo de deuda; discriminando en directa o indirecta;


Monto máximo autorizado para la operación;


Plazo mínimo de amortización;

Destino del financiamiento.

El Poder Ejecutivo podrá efectuar modificaciones a las características detalladas en la Ley de Presupuesto a los efectos de adecuarlas a las condiciones imperantes en los mercados y/ o mejorar el perfil de la deuda pública. Dichas modificaciones deberán ser comunicadas al Poder Legislativo en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 67º: El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera fijará las características y condiciones no previstas en esta Ley, para las operaciones de crédito público que se realicen en la hacienda pública.

Artículo 68º:
Los avales, fianzas o garantías de cualquier naturaleza, que el Poder Ejecutivo otorgue a personas físicas o jurídicas ajenas a este sector, deberán contar con autorización legislativa en la Ley de Presupuesto o por Ley específica.

Iguales requisitos legales regirán para la Cesión en Garantía de recursos propios o provenientes del Régimen de Coparticipación Federal Ley 23.548, o el que en el futuro lo reemplace, cuando el Estado se garantice a sí mismo.

Artículo 69º: El Poder Ejecutivo podrá realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública mediante su consolidación, conversión o renegociación, en la medida que ello no implique un incremento del monto adeudado.

Artículo 70º: Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente Ley son nulas y sin efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal de quienes las realicen.

Artículo 71º: El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera tendrá la facultad de redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público, siempre que así lo permitan las condiciones de operación respectiva y las normas presupuestarias.

Artículo 72º: Los presupuestos de las entidades deberán formularse previendo los créditos necesarios para atender el servicio de la deuda. El Poder Ejecutivo debitará de las cuentas bancarias de las entidades que no cumplan en término el servicio de la deuda pública, el monto de dicho servicio y procederá al pago directamente.

SECCIÓN III - Reglamentación del Precepto Constitucional del Artículo 55 inciso 12º

Artículo 73º: Se entenderá como "servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos" a la sumatoria de la amortización del capital, interés, eventuales actualizaciones del capital y comisiones provenientes del endeudamiento contraído en el marco de esta Ley.

Inicialmente se considerarán en el concepto precedente los servicios provenientes de deudas similares contraídas con anterioridad a la vigencia de esta Ley.

Se entenderá como "no puede comprometer más de la cuarta parte de la renta provincial" a la relación existente al cierre del ejercicio financiero anterior entre los conceptos involucrados en el primer párrafo y el conjunto de los recursos recaudados, excluidos los de capital y los obtenidos del financiamiento, de la totalidad de la Administración Provincial.

SECCIÓN IV - Organización

Artículo 74º: La Dirección General de Crédito Público será la Unidad Rectora Central del Subsistema de "Crédito Público" de la hacienda público del sector público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director y Subdirector General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas, una antigüedad en la administración pública no inferior a siete años y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 75º: La Dirección General de Crédito Público tendrá las siguientes competencias:

a)
Participar administrativamente en la elaboración de las políticas de financiamiento del gasto público en base a técnicas de crédito público, endeudamiento u otras;

b)
Organizar un sistema de información sobre el mercado de capitales y las ofertas de financiamiento disponibles;

c)
Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar las operaciones de endeudamiento cierto (títulos, bonos, préstamos, empréstitos), cuya exigibilidad exceda el ejercicio financiero en el que se generan;

d)
Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar las operaciones de endeudamiento potencial (fianzas, avales y garantías);

e)
Dictaminar la factibilidad y, en su caso, concretar la consolidación, novación y compensación de la totalidad de los pasivos. Involucra también la compensación de créditos con organismos provinciales, nacionales y municipales;

f)
Normar y participar en los procedimientos de emisión, colocación y rescate de empréstitos;

g)
Participar en la negociación, contratación y amortización de préstamos;

h)
Supervisar que los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de créditos, se apliquen a los fines específicos;

i)
Mantener un registro actualizado del estado del crédito público, incluyendo las operaciones de financiamiento indirecto y las cesiones de derechos del Estado frente a terceros, incluida la coparticipación federal y de recursos propios, debidamente integrado al Subsistema de contabilidad;

j)
Supervisar el cumplimiento de las obligaciones asumidas;

k)
Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación del recupero de las obligaciones asumidas por el Tesoro Provincial en calidad de deudor indirecto;

l)
Intervenir en todo lo referido a aportes reintegrables y no reintegrables y otros medios de financiamiento;

m)
Efectuar las estimaciones y proyecciones presupuestarias del servicio de la deuda pública y ordenar su cumplimiento;

n)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

CAPITULO IV- SUBSISTEMA DE CONTABILIDAD

SECCIÓN I - Definición del Subsistema

Artículo 76º: Se entiende como Subsistema de " Contabilidad" al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos técnicos utilizados para exponer los hechos y actos económicos y financieros que afecten o puedan afectar patrimonialmente al sector público, y que permitan medir el cumplimiento de los objetivos y metas de la administración.

SECCIÓN II - Normas Técnicas Comunes

Artículo 77º: El método de registración contable estará fundamentado en los principios de contabilidad generalmente aceptados adaptados al sector público y. basado en el principio de la partida doble.

El registro contable de las transacciones económicas y financieras del Sector Público Provincial será común, único, uniforme e integrado 

Toda operación deberá estar debidamente registrada y documentada. La reglamentación establecerá los criterios para la conservación y seguridad de los documentos.

Por medios informáticos se podrán generar comprobantes, procesar y transmitir documentos e informaciones y producir los libros Diario, Mayor y demás auxiliares.

Podrá acreditarse la veracidad de la instrumentación de la transacción pertinente y de la información registrada a través de la presentación de los archivos digitalizados o procesada por medios informáticos. El reglamento establecerá los requisitos de seguridad y control del sistema, el que deberá ser supervisado por la Contaduría General.

Artículo 78º: Se entenderá por ente contable:

1.
a la Administración Central 

2.
a cada una de los organismos o entidades con personalidad jurídica y patrimonio propio.
Se entenderá por Administración Central, a los Poderes del Estado Provincial enumerados en los art. 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y a las Jurisdicciones que la integran, excepto los Organismos y Entidades contemplados en el art. 4 inc. A.1.II y B, de la presente Ley.

Se entenderá que una entidad u organismo posee personalidad jurídica y patrimonio propio aunque dependa funcionalmente de una Jurisdicción o un Poder.

La Administración Descentralizada se compone por todas las Entidades u Organismos con personalidad jurídica, patrimonio propio e individualización presupuestaria, comprendiendo a los fines de esta Ley los enunciados en el Art. 4 inc.) A.1.II y A.2.II.

A los fines de esta ley se entiende por Administración Provincial a la Administración Central, integrada por los Poderes del Estado Provincial enumerados en los art. 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y las Jurisdicciones que la integran, y a cada uno de las Entidades y Organismos dependientes de las Jurisdicciones y Poderes que integran el Estado Provincial.

SECCIÓN III - Organización

Artículo 79º: La Contaduría General de la Provincia será la Unidad Rectora Central del Subsistema "Contabilidad" de la hacienda pública del sector público no financiero.

Para ejercer el cargo de Contador y Subcontador General se requerirá título universitario en ciencias económicas, una antigüedad en la administración pública no inferior a siete años y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Contador y Subcontador General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 80º: La Contaduría General de la Provincia tendrá las siguientes competencias:
a)
Prescribir la metodología contable a aplicar y la periodicidad, estructura y características de los estados contables que deba producir la hacienda pública del sector público no financiero, contemplando la naturaleza jurídica de cada ente;

b)
Cuidar que los sistemas contables que prescriba puedan ser desarrollados e implantados por las entidades, conforme a su naturaleza jurídica, características operativas y requerimientos de información de su dirección.

c)
Entender en la aplicación e interpretación de las normas relativas a la ejecución del presupuesto;

d)
Asesorar y asistir a las entidades de la hacienda pública del sector público no financiero en la aplicación de las normas y metodologías que dicte;

e)
Consolidar e integrar la contabilidad de la Administración Provincial.

f)
Coordinar el funcionamiento de las unidades contables operativas periféricas de la administración central y de la entidades que integran el sector público provincial no financiero;

g)
Realizar las operaciones de ajuste y cierre necesarias para producir anualmente los estados contables financieros que integran la Cuenta de Inversión; 

h)
Elaborar anualmente la Cuenta de Inversión del ejercicio anterior, que deberá presentarse por el Poder Ejecutivo a la Legislatura y en forma simultánea al Tribunal de Cuentas antes del 30 de junio, del año inmediato siguiente a su ejecución;

i)
Administrar el sistema de información financiera, que permita conocer la gestión de caja, financiera y patrimonial, así como los resultados operativos, económico y financiero de la Administración Central de cada entidad descentralizada y del sector público no financiero en su conjunto;

j)
Coordinar con el órgano que resulte responsable del manejo de las relaciones con los Municipios y Comunas la elaboración del sistema de cuentas provinciales en lo pertinente a este Subsistema;

k)
Entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera de la hacienda pública del sector público no provincial;

l)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Artículo 81º: La Contaduría General de la Provincia organizará y mantendrá en operación un sistema permanente de compensación de deudas intergubernamentales, que permita reducir al mínimo posible los débitos y créditos existentes entre las entidades de la hacienda pública.

SECCIÓN IV - Normas para la Ejecución Presupuestaria y Cierre de Cuentas para la Administración Provincial

Artículo 82º: Los créditos del presupuesto de gastos, con los niveles de agregación aprobados por la Ley pertinente, constituyen el límite máximo de las autorizaciones disponibles para gastar.

Artículo 83º: El resultado financiero de la ejecución presupuestaria, se determinará comparando los gastos devengados con los recursos efectivamente recaudados. En función del signo negativo o positivo de esta ecuación se denominará déficit o superávit financiero respectivamente.

Artículo 84º: Los estados de ejecución presupuestaria de gastos deberán exponer las transacciones programadas en sus etapas del compromiso, devengado y pagado.

Artículo 85º: En materia de ejecución del presupuesto de gastos:, el compromiso implica: 

1.
El origen de una relación jurídica con terceros, que pueda dar lugar, en el futuro, a una eventual salida de fondos.
2.
La aprobación, por parte de un funcionario competente, de la aplicación de recursos por un concepto e importe determinado y la tramitación administrativa cumplida.

No se podrá adquirir compromisos para los cuales no queden saldos disponibles de créditos presupuestarios, ni disponer de créditos para una finalidad distinta a la prevista.

La reglamentación establecerá los alcances, la modalidad y la unidad responsable del registro de la ejecución de créditos presupuestarios.

Los Poderes del Estado determinarán, para cada uno de ellos, los límites cualitativos y cuantitativos, dentro de los cuales podrán contraer compromisos por sí, o por la competencia específica que asignen al efecto a los funcionarios de sus respectivas dependencias o entidades. La competencia así establecida será indelegable.

Artículo 86º: En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el devengado implica:

a) La afectación definitiva de los créditos presupuestarios producida por una modificación cuantitativa y/o cualitativa en la composición del patrimonio, de la respectiva Jurisdicción o Entidad.

b) El surgimiento de una obligación de pago por la recepción en conformidad de bienes o servicios oportunamente contratados por haberse cumplido los requisitos administrativos dispuestos para los casos de gastos sin contraprestación.

En ningún caso se podrá devengar un gasto que no haya sido comprometido salvo los casos en que la naturaleza del procedimiento haga ambas etapas simultáneas y la reglamentación así lo establezca.

Artículo 87º: A los fines de esta ley, se considera gastado un crédito y por lo tanto ejecutado el presupuesto de dicho concepto cuando queda afectado definitivamente al devengarse un gasto.

Artículo 88º: El pago refleja la cancelación de las obligaciones asumidas con terceros.

Artículo 89º: Los estados de ejecución presupuestaria de los recursos deberán exponer las transacciones programadas en sus etapas del devengado y recaudado, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 90º: En materia de ejecución del cálculo de recursos, el devengado es cuando por una relación jurídica se establece un derecho de cobro a favor de la administración provincial y simultáneamente una obligación de pago por parte de personas físicas o jurídicas.

Artículo 91º: Se produce la percepción o recaudación de recursos en el momento en que los fondos se ponen a disposición de una oficina recaudadora, de un agente del Tesoro o de cualquier funcionario facultado a recibirlos.

Artículo 92º: El presupuesto de recursos se considerará ejecutado en el momento en que se perciben o recaudan los mismos.

Artículo 93º: Las cuentas del presupuesto de recursos y gastos se cerrarán el 31 de diciembre de cada año. Después de esa fecha los recursos que se recauden se consideran del presupuesto vigente, con independencia de la fecha con la cual se origine la obligación de pago o liquidación de los mismos.

Con posterioridad al 31 de diciembre no pueden asumirse compromisos ni devengarse gastos con cargo al ejercicio que se cierra en esa fecha.

Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre se afectarán al ejercicio siguiente, imputando los mismos a los créditos disponibles para ese ejercicio.
El Poder Ejecutivo dispondrá como Obligación a Cargo del Tesoro de un crédito global de uso excepcional para financiar compromisos no devengados que carezcan de créditos presupuestarios en el nuevo ejercicio el que para su ejecución deberá ser apropiado de acuerdo a la clasificación presupuestaria vigente para el ejercicio. Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el presupuesto con el objeto de dar cumplimiento a las disposiciones precedentes. La modificación de créditos a que de lugar la utilización de dicha partida deberá ser informada al Poder Legislativo. La Dirección General de Presupuesto de la provincia será la responsable de establecer los plazos para dar cumplimiento a la reapropiación y fijar los procedimientos para hacerla efectiva.

Artículo 94º: El Poder Ejecutivo deberá presentar ante la Legislatura en forma trimestral, estados demostrativos de la ejecución del presupuesto general de la Administración Provincial, siguiendo las clasificaciones y niveles de autorización incluidos en la ley exponiendo los créditos originales y sus modificaciones, explicitando la motivación de los desvíos y los alcances logrados en los aspectos de esta ley.

Artículo 95º: El Poder Ejecutivo podrá declarar, previo dictamen de la Fiscalía de Estado, la incobrabilidad de los créditos a su favor, excepto los de naturaleza tributaria, que se regirán por las normas del Código Fiscal.

Artículo 96º: Las deudas de la hacienda pública del sector público provincial no financiero que tengan diez o más ejercicios financieros concluidos, no podrán reclamarse administrativamente y por lo tanto deberán darse de baja de los registros contables, salvo disposición judicial en contrario. 

SECCIÓN V - CUENTA DE INVERSIÓN

Artículo 97º: La Cuenta de Inversión contendrá como mínimo:

a)
Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada de la Administración Provincial del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores;

b)
Estados financieros y físicos:

Ejecución del presupuesto de recursos de la Administración Provincial 
desagregados por ente hasta el nivel previsto en la Ley de Presupuesto;


Ejecución del presupuesto de gastos de la Administración Provincial, 
mostrando el compromiso y el devengado, desagregados por ente hasta el 
nivel previsto en el texto de la Ley de presupuesto;

Cuenta ahorro–inversión-financiamiento de la Administración Provincial, 
desagregados por ente;


Los estados que demuestren los movimientos situación del Tesoro de la 
Administración Provincial, desagregados por ente;


Situación de la deuda pública de la Administración Provincial, desagregada 
por ente, título y préstamo;

Estados de recursos y gastos corrientes de la Administración Central; 


Estado de origen y aplicación de fondos de la Administración Central;


Balance de sumas y saldos y Balance General de la Administración Central 
que integre los patrimonios netos de los Organismos Descentralizados, 
Empresas y otros entes públicos;


Estado de Resultado, Balance de sumas y saldos, Balance General, de las 

entidades descentralizadas, empresas y otros entes públicos


Cumplimiento de metas y objetivos previstos en el presupuesto, 
desagregados por entidad, por cada uno de los programas presupuestarios e 
integrado para la Administración Provincial.

Artículo 98º: La Cuenta ahorro–inversión–financiamiento, deberá desagregarse por entidad, de modo tal, que integre a todo el Sector Público Provincial, apuntando a una integración progresiva y paulatina de la presente Ley.
Una vez remitida a la legislatura la Cuenta de Inversión del ejercicio cerrado y en forma previa al envío de proyecto de presupuesto del próximo ejercicio el Ministro de Hacienda concurrirá a una sesión conjunta de las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de las H. Cámaras de Diputados y Senadores, para presentar un informe global que contenga:

La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior, comparando con el presupuesto aprobado por la legislatura y la ejecución informada en la Cuenta de Inversión, explicando las diferencias ocurridas en materia de ingresos, gastos y resultados financieros

La estimación del presupuesto del año en curso, comparándolo con el presupuesto aprobado por la legislatura explicando las diferencias que ocurran en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

Artículo 99º: La Cuenta de Inversión será presentada por el Poder Ejecutivo conforme lo establece el Artículo 80 inc. h) de la presente Ley. Aquellas Cuentas de Inversión que fueran remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Honorable Legislatura no se hubiese pronunciado dentro del año correspondiente a su presentación, se consideran aprobadas.

CAPÍTULO V - INGRESOS PÚBLICOS Y RELACIONES FISCALES CON ADMINISTRACIONES LOCALES.

SECCIÓN I: Definición del Subsistema

Artículo 100º: El Subsistema "Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales" comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de fuentes de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica y/o financiera en el presupuesto del Estado Provincial y que exigen la concreción de políticas y la ejecución y supervisión coordinada y racional de las mismas con el objeto de que su captación se concilie con sus aplicaciones y las relaciones fiscales que surjan entre el Estado Provincial y las Administraciónes Locales en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos.

SECCIÓN II: Normas Técnicas Comunes

Artículo 101º: El Poder Ejecutivo determinará y fijará los valores y demás condiciones de los aranceles correspondientes a las prestaciones de los servicios especiales que efectúen las distintas jurisdicciones a terceros.

Artículo 102º: El Poder Ejecutivo podrá autorizar a retener de los montos que le corresponda a las Municipalidades y Comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con el Tesoro Provincial o cualquier entidad de la hacienda pública, cuando fueran exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que coparticipan automáticamente.

Artículo 103º: La modificación de los índices de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales a Comunas en virtud de ser declaradas Ciudad, se producirá a partir del 1° de enero del año siguiente al de vigencia de la Ley respectiva.

SECCIÒN III: Organización

Artículo 104º: La “Dirección General de Ingresos Públicos y Coordinación Fiscal con Administraciones Locales” será la Unidad Rectora Central del Subsistema "Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales" de la hacienda pública del sector público no financiero.

Para ejercer el cargo de Director General y Subdirector General se requerirá título universitario en ciencias económicas, una antigüedad en la administración pública no inferior a siete años y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco años.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 105º: La Unidad Rectora Central del Subsistema tendrá las siguientes competencias:

a)
Proponer metodologías orientadas a la concreción de políticas para la obtención de fuentes de ingresos y/u optimizar las existentes;

b)
Participar en lo concerniente a la legislación sobre los recursos provinciales, propiciando y coordinando modalidades uniformes de tributación y recaudación;

c)
Realizar los estudios, análisis y relevamientos pertinentes de la evolución de los distintos tipos de recursos e ingresos públicos; 

d)
Participar en los organismos interjurisdiccionales responsables de las relaciones fiscales entre provincias y con el gobierno nacional y realizar los estudios pertinentes;

e)
Analizar y evaluar las normas de regulación del régimen impositivo provincial y de administración tributaria, los procedimientos generales utilizados y los resultados obtenidos en las recaudaciones provinciales;

f)
Investigar la incidencia económica-financiera del sistema tributario sobre los grupos sociales, regiones, sectores productivos, etc.;

g)
Evaluar la incidencia sobre las finanzas provinciales de los regímenes de incentivo fiscal, promociones y exenciones, emergencia y desastre económico y cualquier otra situación que modifique la expectativa de recaudación prevista; 

h)
Intervenir en la evaluación y seguimiento de los sistemas financieros de los municipios y comunas orientados a permitir la elaboración de políticas integradas;

i)
Entender en todo lo concerniente a la legislación sobre coparticipación de impuestos a Municipios y Comunas y cualquier otra que tenga incidencia económica o financiera para el sector público provincial;

j)
Supervisar las operaciones de transferencias de fondos a municipios y comunas provenientes de la coparticipación impositiva;

k)
Intervenir en las cuestiones objeto de controversia en temas económicos, financieros y/o impositivos entre la Provincia y los municipios y comunas;

l)
Participar en los convenios de compensación de créditos y deudas entre la Provincia y los municipios y comunas, y de estos con la Nación.

m)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO III: SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS 

CAPITULO I - ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS 

SECCIÓN I - Integración

Artículo 106º: El subsistema " Administración de Bienes y Servicios " comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos destinado a la Gestión de Bienes muebles e inmuebles del Patrimonio del Estado y al Régimen de Contrataciones que regirá al sector público provincial.

Este subsistema está destinado a lograr la optimización en la incorporación, mantenimiento y adquisición o contratación de bienes, obras y servicios de terceros, para el patrimonio estatal o que el Sector Público Provincial requiera consumir para cumplir sus fines.

La "Gestión de Bienes" está destinada a regular la incorporación, mantenimiento, registración, identificación, control y baja de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del sector público provincial.

El “Régimen de Contrataciones” es el conjunto de principios, normas y procedimientos destinado a cubrir las necesidades del sector público provincial en materia de provisión de bienes, obras y servicios de terceros, utilizando la mejor tecnología, el momento oportuno y el costo más racional.

SECCIÓN II: Organización

Artículo 107º: La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes será la Unidad Rectora Central del subsistema "Administración de Bienes y Servicios " de la hacienda pública del sector público provincial no financiero.

Para ejercer el cargo de Director y Subdirector General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas, o jurídicas, y una antigüedad en la Administración Pública y/o en el ejercicio de la profesión liberal o en relación de dependencia no inferior a cinco años.
El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 108º: La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tendrá las siguientes competencias:

1. En materia de gestión de bienes:

a)
Proponer y aplicar las políticas y normas sobre la administración de bienes de la hacienda pública;

b)
Determinar los bienes muebles e inmuebles objeto de los relevamientos; 

c)
Confeccionar los nomencladores y clasificadores adecuados de los bienes; 

d)
Ejecutar, controlar y evaluar la implementación del sistema de relevamiento y su permanente actualización;

e)
Diseñar un sistema de información ágil y oportuno en concordancia con la Contaduría General de la Provincia;

f)
Supervisar la organización de las Unidades Operativas Periféricas patrimoniales;

g)
Implementar un sistema de verificaciones físicas y realizar los controles necesarios;

h)
Proponer se declaren innecesarios a ciertos bienes participando en su venta y/o donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente;

i)
Proponer la asignación o reasignación de bienes vacantes o sin afectación específica;

j)
Ejercer la representación legal en las situaciones que corresponda;

k)
Dictar normas sobre mantenimiento, conservación y asignación de responsabilidades en la tenencia de los bienes;

l)
Diseñar, conjuntamente con la Contaduría General de la Provincia, pautas referidas a valuaciones, amortizaciones, devalúos, revalúos, actualizaciones, etc., de los bienes relevados;

m)
Proponer e implementar eventuales aseguramientos de bienes y bajo las condiciones que especifique la reglamentación;

n)
Proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes culturales de acuerdo a sugerencias que sobre el particular reciba, los cuales no podrán enajenarse, cederse o gravarse;

o)
Efectuar el saneamiento y perfeccionamiento dominial, catastral y registral de los títulos inmobiliarios estatales y requerir al organismo técnico competente las acciones judiciales necesarias para la preservación del patrimonio inmobiliario estatal.

2. En materia de contrataciones:

a)
Proponer políticas y procedimientos y dictar las normas necesarias para la implementación y funcionamiento del sistema;

b)
Administrar un sistema de información que permita la elaboración de políticas, programación y gestión de las contrataciones;

c)
Controlar la aplicación de las normas vigentes en la materia;

d)
Mantener el Registro Único de Proveedores y Contratistas del sector público provincial otorgando las altas, penalizaciones y bajas del mismo;

e)
Aprobar pliegos tipo de licitación y resolver impugnaciones según los montos que establezca la reglamentación;

f)
Controlar selectivamente las contrataciones que se realicen por procedimientos distintos a la licitación o concurso;

g)
Intervenir en la contratación de concesiones;

h)
Intervenir en las compras, contrataciones y gestiones en excepción al trámite licitatorio conforme lo disponga la reglamentación;

i)
Elaborar y actualizar un sistema de precios de referencia para uso de las Unidades Operativas Periféricas;

j)
Proponer la modificación de los valores que contribuyen a determinar el procedimiento de selección del proveedor o contratista;

k)
Intervenir en las controversias derivadas de las contrataciones que se susciten durante el trámite o con posterioridad a la misma;

l)
Aplicar penalidades por incumplimiento de contratos y órdenes de provisión;

m)
Coordinar su accionar con los organismos correspondientes del Poder Legislativo y Judicial;

n)
Asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de los programas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información presupuestaria básica en materia de gastos;

o)
Organizar el sistema estadístico de contrataciones;

p)
Todas las demás facultades necesarias para el cumplimiento de su función.

SECCIÓN III - Normas Técnicas Comunes aplicables a la Gestión de Bienes

Artículo 109º: Todos los bienes que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, deben considerarse de propiedad provincial, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a un Poder, jurisdicción o entidad en particular.

Las normas del presente capítulo son aplicables a las empresas y servicios concesionados respecto de los bienes de dominio del Estado.

Artículo 110º: La administración de los bienes estará bajo la responsabilidad de los Poderes, jurisdicciones y entidades que los tengan asignados o los hayan adquirido para su uso, a través de las Unidades Periféricas Operativas patrimoniales.

Los Poderes, jurisdicciones y entidades deberán prever en sus presupuestos los créditos para atender los gastos de conservación necesarios para su mantenimiento.

Artículo 111º: Los bienes deberán destinarse al uso o consumo para el que fueron adquiridos. Toda transferencia posterior o cambio de destino deberá formalizarse mediante acto administrativo en las condiciones que establezca la reglamentación. Aquellos bienes que quedaren sin destino, pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas y le alcanzará lo dispuesto en el Artículo precedente.

Artículo 112º: El Poder Ejecutivo podrá autorizar la permuta de bienes con terceros o entregar los mismos en compensación de pago de otros para similar uso, en las condiciones que establezca la reglamentación, con las restricciones establecidas en el Artículo 114 en materia de bienes inmuebles.

Artículo 113º: Debe ser objeto de relevamiento e inventario la totalidad de los bienes excepto los del dominio público, registrando de éstos solamente las inversiones en ellos realizadas.

Artículo 114º: Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:

- ALTAS:


a) Voluntarias:


Onerosas: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto. Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo.


Gratuitas: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo.


b) Forzosas: 


Las expropiaciones deben ser dispuestas por Ley.


BAJAS:


Bienes muebles: por decreto del Poder Ejecutivo.


Bienes inmuebles: por Ley.

SECCIÓN IV: Normas Técnicas comunes aplicables al Régimen de Contrataciones

Artículo 115º: El régimen de contrataciones regulará todos los procesos de adquisición de bienes y servicios de terceros que el sector público provincial adquiera para su consumo o uso. Incluye asimismo las contrataciones por ventas y concesiones, y todos aquellos contratos no excluidos expresamente.

La contratación de obras públicas se regirá por su Ley específica, siendo la presente Ley de aplicación supletoria cuando aquella norma no lo prevea.

Quedan excluidos los siguientes contratos, los que se regirán por sus respectivas normas y supletoriamente por la presente Ley:

a)
los de empleo público.

b)
las compras menores por Caja Chica.

c)
los que se celebren con Estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, o con instituciones multilaterales de crédito.

d)
los que se financien con recursos provenientes de los Estados o de las Entidades a que se hace mención en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades de fiscalización sobre este tipo de contratos que la presente Ley confiere a los Organismos de Control.

e)
los que celebren las empresas y sociedades del Estado Provincial cuya actividad habitual y específica sea comercial, industrial, financiera u otra, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social.

f)
Los que celebren las entidades financieras y aseguradoras del Estado Provincial con sus clientes y con las demás entidades financieras públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social y constituyan su actividad habitual.

Artículo 116º: Las contrataciones deberán ajustarse a las siguientes premisas:

Optimización del poder de compra del Estado.

a)
Razonabilidad objetiva del proyecto y de la contratación para cumplir con el interés público comprometido.

b)
Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, dirijan o ejecuten las contrataciones. 

c)
Promoción de la concurrencia y competencia;

d)
Publicidad del requerimiento a contratar;

e)
Igualdad de posibilidades para los interesados oferentes con el objeto de promover la competencia;

f)
Flexibilidad y transparencia en los procedimientos;

g)
Economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos públicos;

h)
Utilización de precios de referencia como parámetro de comparación y garantía de la eficiencia en la utilización de recursos públicos y gestión.

SECCIÓN V: Normas Técnicas particulares aplicables al Régimen de Contrataciones

Procedimientos de selección

Artículo 117º: La selección del proveedor o contratista podrá realizarse de acuerdo con los siguientes procedimientos:


a) licitación o concurso.


b) contratación directa.


c) subasta o remate públicos.

La reglamentación establecerá las distintas modalidades de contratación y
especificará las condiciones y requisitos particulares de cada una de las 
mismas.

Artículo 118º: La elección del procedimiento de selección, así como de las modalidades del llamado, según lo previsto por el artículo 117º de la presente Ley, estará determinada por una o más de las siguientes circunstancias, sin perjuicio de otras no previstas expresamente:

a)
contribución al cumplimiento de las premisas previstas en el artículo 116º de la presente Ley.

b)
características de los bienes o servicios a contratar.

c)
monto estimado del contrato.

d)
condiciones de comercialización y configuración del mercado.

e)
razones de urgencia o emergencia.

En todos los casos se deberá utilizar el procedimiento más apropiado y conveniente, en función de los intereses públicos.

Artículo 119º: El Poder Ejecutivo reglamentará la escala que se aplicará para la elección del procedimiento de selección según el monto estimado del contrato.

Artículo 120º: - Los procedimientos de licitación y concurso serán aplicables de acuerdo con los criterios dispuestos en el artículo 118 de la presente Ley.

La licitación se realizará cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores económicos. El procedimiento de concurso se hará conforme con los mismos montos previstos para la licitación, cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos.

Artículo 121º: Podrán efectuarse licitaciones y concursos de las siguientes clases:


a) públicos o privados.


b) de etapa única o múltiple.


c) nacionales o internacionales.

Artículo 122º: La licitación o concurso es público cuando el llamado a participar esté dirigido a una cantidad indeterminada de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y será aplicable cuando el monto estimado de la contratación supere el mínimo que, a tal efecto, determinará la reglamentación, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan el Pliego de Bases y Condiciones Particulares y el Pliego Unico de Bases y Condiciones Generales.

Artículo 123º: La licitación o concurso es privado cuando se invita a participar a una determinada cantidad de posibles oferentes y será procedente cuando el monto estimado de la contratación no exceda del establecido para la licitación o concurso públicos.

En todos los procedimientos de selección del cocontratante en que la invitación a participar se realice a un determinado número de personas físicas o jurídicas, se deberán considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados.

Artículo 124º: La licitación o concurso es de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de las calidades de los oferentes se realiza en un mismo acto.

Artículo 125º: Cuando el grado de complejidad del objeto o el dilatado horizonte temporal del contrato lo justifiquen, la licitación o el concurso deberá instrumentarse bajo la modalidad de etapa múltiple.

La licitación o concurso es de etapa múltiple cuando se realiza en DOS (2) o más fases la evaluación y comparación de las calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico - financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las ofertas, mediante preselecciones sucesivas.

En los casos en que se utilice esta variante, la recepción de los sobres respectivos será simultánea para todos los oferentes. Sólo se procederá a abrir los correspondientes a las ofertas económicas de aquellos oferentes que hubieran sido precalificados.

Artículo 126º: La licitación o concurso es nacional cuando la convocatoria está dirigida a interesados y oferentes del país.

Artículo 127º: La licitación o concurso es internacional cuando, por las características del objeto o la complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior.

Artículo 128º: Podrá realizarse el concurso de proyectos integrales cuando la jurisdicción o entidad solicitante no hubiera determinado detalladamente en el llamado las especificaciones del objeto del contrato, o se tratare de una iniciativa privada y aquella deseare obtener propuestas sobre los diversos medios posibles para satisfacer sus necesidades.

En tales casos, la jurisdicción o entidad solicitante deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a)
consignar previamente los factores que habrán de considerarse para la evaluación de las propuestas, y determinar el coeficiente de ponderación relativa que se asignará a cada factor y la manera de considerarlos.

b)
efectuar la selección del proveedor o contratista, tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta como de su precio.

Artículo 129º: El procedimiento de contratación directa se utilizará en los siguientes casos y bajo las condiciones que se establecen a continuación: 

a)
Entre organismos oficiales del sector público nacional, provincial y/o municipal.

b)
Obras de arte, científicas o de interés histórico y la contratación de profesionales de reconocida capacidad. 
Se deberá fundar la necesidad de la especialización y los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica, técnica o artística de las empresas, artistas o especialistas a quienes eventualmente se les encomiende la ejecución de la obra o trabajo.

Las contrataciones respectivas deberán establecer la responsabilidad propia y exclusiva del cocontratante, quien actuará inexcusablemente sin relación de dependencia con el Estado Provincial.

c)
Exclusividad comprobada del oferente y carencia de bienes sustitutos.

Cuando la contratación se fundamente en esta disposición deberá quedar documentada en el expediente la demostración de tal exclusividad.

La marca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que no haya sustitutos convenientes.

En todos los casos, la determinación de que no existen sustitutos convenientes deberá basarse en los correspondientes informes técnicos, en los que expresamente se consignen las razones de la conveniencia.

La contratación directa con un fabricante exclusivo sólo corresponderá cuando éste documente que se ha reservado el privilegio de la venta del bien que elabora.

Se incluye en este apartado la adquisición de material bibliográfico en el país o en el exterior a editoriales o personas físicas o jurídicas especializadas en la materia.

d)
Adquisición en remate público con precio máximo previamente tasado.

e)
Compras de productos perecederos debidamente comprobados y directamente a los usuarios.

El carácter perecedero no justifica por sí solo, la contratación directa. Sólo la existencia de circunstancias imprevistas hace procedente este procedimiento.

f)
Urgencias o emergencias originadas en circunstancias imprevisibles plenamente justificadas por el Poder Ejecutivo.

La urgencia deberá responder a circunstancias objetivas y su magnitud deberá ser tal que impida la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno.

g)
Cuando por el escaso monto, según lo fije la reglamentación, resulte inconveniente otro procedimiento. 

h)
Cuando la licitación o concurso haya resultado desierto por ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan, para la contratación directa, exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas en la licitación o concurso desiertos.

i)
Cuando la reparación de equipos, maquinarias o motores, cuyo desarme, traslado o examen previo sea imprescindible para determinar la reparación necesaria y resultare más oneroso en caso de adoptarse otro procedimiento de contratación. No podrá aplicarse a reparaciones comunes de mantenimiento.

Artículo 130º: En las contrataciones directas, si el monto previsto del contrato fuera inferior al que determine la reglamentación, las invitaciones a participar podrán efectuarse por cualquier medio y las ofertas podrán presentarse mediante correo electrónico, facsímil u otros medios similares que disponga la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. El titular de la unidad operativa de contrataciones será depositario de las propuestas que se reciban —sean abiertas o cerradas—. Dicho funcionario tendrá la responsabilidad de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. En esta oportunidad todas las ofertas que se hubieren presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde constará lo actuado.

En estos casos, una vez vencido el plazo para la presentación de las propuestas, la elección de la oferta más conveniente podrá resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar, sobre la base de las constancias del expediente, debiendo requerir la opinión de la unidad operativa de contrataciones.

Artículo 131º: El Poder Ejecutivo o el funcionario que éste designe, podrá reconocer las erogaciones emergentes de la publicación de avisos oficiales, siempre que los medios a quienes se ordenen las publicaciones cuenten con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y se hubiese imputado previamente el crédito específico con el que se deberá atender la erogación.

Pliegos de bases y condiciones

Artículo 132º: Los instrumentos de convocatoria o contratación deberán dejar expresamente a salvo la potestad del titular del Poder Ejecutivo y Presidentes de las Cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, o de los que éstos designen para revocarlos en sede administrativa cuando se comprobare administrativamente la existencia de graves irregularidades que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del cocontratante, o la existencia de vicios conocidos por el contratante particular que afectarán originariamente al contrato, susceptibles de acarrear su nulidad; o que el contrato fue celebrado mediando prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta que diera lugar a la acción penal o que fuere objeto de condena penal. El ejercicio de dicha facultad dará lugar al inicio de una acción directa por parte del Estado.

Artículo 133º: La reglamentación especificará los requisitos que contendrán los pliegos de bases o documentación que haga sus veces, debiendo contener mínimamente:

a)
Descripción del objeto;

b)
Especificaciones técnicas;

c)
Factores de evaluación;

d)
Moneda de cotización y tipo de conversión;

e)
Clase y monto de las garantías a constituir;

f)
Plazos;

g)
Condiciones económico - financieras.

Artículo 134º: Autorízase al Poder Ejecutivo a proceder a la venta de los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos procesos de selección.

Publicidad y difusión

Artículo 135º: El trámite que decide la contratación y establece el procedimiento de selección a utilizar, en todos los casos, deberá ser debidamente motivado y causado.

Las contrataciones directas solo podrán ser autorizadas en los casos previstos por esta Ley, en las condiciones que disponga la reglamentación.

En los casos de licitación y concurso públicos se deberá cumplir con el requisito de la publicidad que establezca la reglamentación, la que deberá efectuarse en el Boletín Oficial y en los medios de comunicación que se estimen pertinentes, tanto sean regionales, nacionales y/o internacionales de acuerdo a la índole de la contratación.

La totalidad de las compras o contrataciones que no se realicen a través de la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes deberán ser comunicadas a la misma conforme lo establezca la reglamentación. 

Artículo 136º: El acto de apertura de las ofertas deberá ser público.

Artículo 137º: Con posterioridad a la apertura de las ofertas, el organismo contratante podrá negociar con el oferente mejor colocado, o simultáneamente con los oferentes mejor colocados que hubieren presentado ofertas similares, con el fin de obtener condiciones más ventajosas para el interés público. Las mejoras pretendidas deberán ser requeridas a todos los oferentes llamados a mejorar, en las mismas condiciones y no podrán ser diferentes para ninguno de ellos.

Las mejoras en las ofertas se harán por escrito y dentro del plazo común que se les fije. Estas propuestas serán abiertas de acuerdo con las formalidades previstas por la reglamentación. El silencio por parte del oferente invitado a mejorar, se considerará como que mantiene su oferta.

Si una vez realizado el procedimiento antes dispuesto, las mejores ofertas fueran igualmente convenientes, se procederá al sorteo de las mismas. Para ello se deberá fijar día, hora y lugar del sorteo y notificarse por medio fehaciente a los oferentes que las hubieren formulado. El sorteo se realizará en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente.

Adjudicación

Artículo 138º: La adjudicación deberá realizarse en favor de la oferta más conveniente para el organismo contratante, teniendo en cuenta la calidad, el precio, la idoneidad del oferente y demás condiciones de la oferta.

Será resuelta en forma fundada por la autoridad competente para aprobar la contratación y notificada fehacientemente al adjudicatario y al resto de los oferentes e incorporada a la base de datos pública que se instrumentará a tal efecto, de acuerdo a la reglamentación respectiva. Podrá resolverse la adjudicación aún cuando se haya presentado una sola oferta.

La reglamentación establecerá los criterios a ser tenidos en cuenta para la adjudicación, impugnación, planteamiento del pertinente recurso y los requisitos del contrato a celebrarse entre las partes, como asimismo, las responsabilidades que se deriven si el mismo, por causas imputables a cualquiera de ellas, no lograra firmarse.

Los oferentes radicados en la Provincia de Santa Fe tendrán preferencia en las adjudicaciones cuando sus ofertas no superen en más del 1% (uno por ciento) a las restantes.

Es siempre facultativo del contratante dejar sin efecto el llamado en cualquier momento anterior a la adjudicación o rechazar total o parcialmente todas las propuestas. El rechazo de las propuestas no dará lugar a indemnización alguna.

Garantías

Artículo 139º: Los oferentes y los adjudicatarios deberán constituir garantías; de mantenimiento de la oferta, de fiel cumplimiento de las obligaciones emergentes del contrato y de impugnación. Se constituirá contragarantía por anticipo cuando el adjudicatario reciba adelantos en aquellas contrataciones en que los pliegos lo previesen.

La reglamentación determinará las excepciones a la obligación de presentar garantías y fijará las alícuotas y formas de constitución de las mismas, siendo el valor mínimo de la garantía de mantenimiento de oferta el 1% del mayor valor propuesto, el 7% del valor total de la adjudicación en la garantía de fiel cumplimiento, y el 3 % sobre el monto de la oferta del impugnante, o del valor determinado en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares, en la garantía de impugnación.

La reglamentación establecerá las formas de constitución de las garantías y los plazos en que se devolverán.

La Provincia no abonará intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía en tanto que los que devengaren los mismos pertenecerán a sus depositantes.

El organismo contratante tendrá derecho a intimar al oferente, adjudicatario o proveedor incumplidor el depósito en efectivo del importe de la multa o garantía perdida, en la cuenta bancaria que indique y dentro del plazo que a tal efecto le fije.

La ejecución de las garantías o la iniciación de las acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas tendrán lugar sin perjuicio de la aplicación de las multas que correspondan o de las acciones que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los incumplimientos de los oferentes o proveedores hubieren ocasionado.

Artículo 140º: La presentación por el proponente de la oferta sin observaciones a esta Ley o su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, implica la aceptación y sometimiento a las cláusulas de esta documentación básica, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.

Artículo 141º: El contrato no podrá ser transferido ni cedido por el adjudicatario sin la previa autorización de la autoridad que resolviera la adjudicación. Si así se hiciere, se podrá dar por rescindido de pleno derecho.

Artículo 142º: La reglamentación establecerá las modalidades que se arbitrarán para el seguimiento de la ejecución de los contratos, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones asumidas o la revisión de las mismas.

El organismo contratante, con aprobación de la autoridad competente de acuerdo con el nuevo monto, tendrá derecho a aumentar el total adjudicado hasta un VEINTE POR CIENTO (20 %) o disminuirlo hasta un DIEZ POR CIENTO (10 %) de su valor original en uno y otro caso, en las condiciones y precios pactados y con adecuación de los plazos respectivos. Ese porcentaje podrá incidir tanto en las entregas totales, como en las entregas parciales.

Artículo 143º: Los precios pactados son invariables, excepto que ello signifique una economía para el Estado.

Artículo 144º: La reglamentación establecerá las responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato.

Locación de inmuebles

Artículo 145º: La nueva locación de inmuebles para uso del Estado provincial, se efectuará previo pedido de propuestas, con sujeción al trámite de precios, conforme al monto de erogación anual, debiendo en todos los casos publicarse en el Boletín Oficial y un diario de la localidad.

Al vencimiento de un contrato de locación anterior, la entidad responsable de la contratación, previa intervención de la Unidad Rectora Central, podrá proceder según convenga; a su renovación o reconducción o a un nuevo llamado a licitación o concurso de precios para ocupar otro local. No obstante haber llamado a licitación o concurso de precios, podrá resolver la renovación del contrato anterior o su reconducción, si no se presentasen propuestas o éstas resultaran inconvenientes. La contratación de nuevos alquileres esta sujeta a las disposiciones en materia de adjudicaciones, en lo atinente a responsabilidad de aprobación.

Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones, por parte del propietario del inmueble, la presentación de libre deuda del impuesto inmobiliario correspondiente a la propiedad en trámite de arrendamiento, la verificación de la titularidad del bien y la inspección del estado del mismo.

En ningún caso se incluirá en los contratos cláusulas que obliguen al Estado al pago de tasas, contribuciones, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza, existentes o futuras que incidan sobre el bien arrendado, los que serán por cuenta exclusiva de su propietario, a excepción de los servicios que por razones de uso que diera al inmueble la repartición locataria, deben ser atendidos por el fisco.

La Provincia se reserva el derecho de rescindir el contrato sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario, si durante su vigencia el local fuera desocupado por la dependencia respectiva por haberse suprimido o refundido el servicio prestado por ella, o cuando se hubiese instalado en un edificio del Estado o cedido gratuitamente a éste.

Proveedores

Artículo 146º: Podrán contratar con el sector público provincial todas las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse y que no se encuentren alcanzadas por las causales previstas a continuación:

a)
las personas físicas o jurídicas que se encontraren suspendidas o inhabilitadas.

b)
los agentes y funcionarios del sector público provincial y las empresas en las cuales aquellos tuvieren una participación suficiente para formar la voluntad social.

c)
los fallidos, concursados e interdictos.

d)
los condenados por delitos dolosos.

e)
las personas que se encontraren procesadas por delitos contra la propiedad, o contra la Administración Pública Provincial, o contra la fe pública.

f)
las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido con sus obligaciones impositivas y previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación.

g)
las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias establecidas por el artículo 5°, penúltimo párrafo de la presente Ley.

Artículo 147º: Para poder contratar con el sector público provincial es necesario estar inscripto en el Registro Único de Proveedores y Contratistas.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior podrán presentar ofertas personas físicas o jurídicas no inscriptas en el Registro, implicando la sola presentación una solicitud tácita de inscripción. En este último caso los oferentes, en el momento de presentar la oferta y formando parte de la misma, deberán proporcionar la información que establezca la reglamentación. Si el proponente que resulte adjudicatario no cumple con todos los requisitos exigidos para la inscripción definitiva, la autoridad competente aplicará las sanciones correspondientes.

La reglamentación determinará las excepciones y condiciones para inscribirse en el Registro Único, como asimismo los motivos que darán lugar a apercibimientos, suspensiones, inhabilitaciones o bajas de proveedores y contratistas, debiendo contar con una situación fiscal regularizada ante la Provincia.

Artículo 148º: El Poder Ejecutivo instrumentará un Registro Público Único de Contratos Administrativos donde se asentarán la totalidad de las contrataciones que realice el Sector Público Provincial. El Registro deberá ser de acceso libre, irrestricto y gratuito, y en él deberá anotarse el contrato suscripto por completo en copia especial para dicho registro.

Artículo 149º: El Poder Legislativo y el Poder Judicial dictarán sus propios reglamentos dentro del marco establecido en la presente y su decreto reglamentario.

Artículo 150º: Los valores en las contrataciones de compras o venta deberán estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes, debiendo establecer la reglamentación las incompatibilidades o limitaciones que deban regir para los funcionarios del Estado.

Artículo 151º: Para los contratos de suministro la reglamentación establecerá los modos y tiempos de entrega, sea ésta total o de tracto sucesivo. Asimismo establecerá los controles sobre cantidad y calidad que deberán efectuarse previo a la liquidación y pago.

Artículo 152º: Los valores de los contratos de locación de inmuebles deberán ser acordes a los fijados en negociaciones inmobiliarias que operen en condiciones similares de mercado.

Concesión

Artículo 153º: La concesión de obra y servicios públicos aprobada por Ley, podrá ser asignada por el Poder Ejecutivo a personas físicas o jurídicas, en forma onerosa o gratuita, pudiendo ser:

a)
Para proyectar, construir, conservar, mantener u operar una obra pública nueva o preexistente o realizar un trabajo público;

b)
Para prestar un servicio público.

Artículo 154º: Los concesionarios podrán percibir de los usuarios y/o beneficiarios, durante el plazo de la concesión, la contraprestación que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable.

Artículo 155º: En las contrataciones de las concesiones de obras y servicios públicos deberá incluirse en la documentación lo siguiente:

a)
Base de cálculo, modos y tiempos de revisión de las tarifas;

b)
Plan de inversiones a efectuar por el concesionario;

c)
Garantías y canon a cargo del concesionario;

d)
Obligaciones recíprocas durante y al finalizar la concesión;

e)
Causales y efectos de modificaciones contractuales, determinación del resarcimiento y penalidades;

f)
Derechos de los usuarios en lo concerniente al costo, calidad y oportunidad de las prestaciones.

Artículo 156º: Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar prestaciones de servicios a terceros con contraprestación económica de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 157º: Las reparticiones públicas harán ejecutar los trabajos de impresión, encuadernación o cualquier otro relacionado con las artes gráficas exclusivamente en los talleres gráficos de la Provincia. 

No obstante y cuando por razones debidamente fundamentadas, las imprentas oficiales no pudieran cumplimentar los pedidos que se le formulen, los titulares de los Poderes, jurisdicciones o entidades podrán disponer su ejecución en empresas particulares.

Las imprentas oficiales podrán acordar con las reparticiones solicitantes que éstas provean los materiales necesarios para las tareas que se les encomienden.

Artículo 158º: La Provincia, en su condición de autoaseguradora de sus bienes patrimoniales y del personal a su servicio con relación a los accidentes de trabajo, comprende a todas las dependencias del Sector Público Provincial.

Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo reglamentará la modalidad y alcances del autoseguro pudiendo optar en forma total o parcial por la contratación de seguros con terceros cuando existan razones de conveniencia económica y financiera o una norma general que así lo disponga.

El presupuesto fijará anualmente las partidas para tales fines en forma conjunta para las jurisdicciones y separadas para cada una de los entidades comprendidos en este régimen, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para dictar su reglamentación.

Artículo 159º: La mora en el pago por parte del sector público provincial dará derecho al proveedor a percibir, hasta el efectivo pago, accesorios por mora calculados conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 160º: El Poder Ejecutivo reglamentará los restantes requisitos que deban regir las contrataciones que realice el sector público provincial, de manera que las limitaciones que esta Ley establece no resulten violadas por contrataciones parciales, simultáneas o sucesivas.

CAPÍTULO II - RECURSOS HUMANOS, FUNCION PÚBLICA Y ORGANIZACION ADMINISTRATIVA

SECCIÓN I: Integración

Artículo 161º: El Subsistema de “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa” comprende al conjunto de órganos, normas y procedimientos responsable de promover, organizar y coordinar la administración de las plantas permanentes y temporarias de agentes que revistan en los distintos escalafones y/o regímenes laborales de la hacienda pública como así también de las normas que regulan el ordenamiento y el procedimiento administrativo y la asignación de competencia de las distintas jurisdicciones y organismos que componen la hacienda pública del sector público no financiero.

SECCIÓN II: Organización

Artículo 162º: La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa será la Unidad Rectora Central del Subsistema “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa”.

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General y de Subdirector General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, jurídicas o sociales con una antigüedad mínima de 5 años en la matrícula y de 7 años en la Administración Pública.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 163º: La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa tendrá las siguientes competencias:

a)
Participar en la formulación de los aspectos organizativos, jurídicos y financieros de las normativas que signifiquen crear, modificar, unificar o derogar regímenes estatutarios y/o escalafonarios de personal, y entender en la interpretación de la legislación vigente;

b)
Realizar la proyección financiera de todas las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan en la hacienda pública;

c)
Reglar las normas y procedimientos destinados a instrumentar un Sistema Integral de Recursos Humanos en donde conste la foja personal del agente (alta, ascensos, promociones, medidas disciplinarias, menciones, capacitación adquirida, designaciones especiales, traslados, subrogancias, baja, asignaciones generales y particulares, etc.), resolver las situaciones referidas al mismo y que serán la base para la liquidación de los emolumentos que le correspondan;

d)
Unificar los procedimientos para la liquidación de haberes de la Administración Provincial, controlar su cumplimiento y efectuar las liquidaciones de haberes de toda la Administración Provincial; 

e)
Llevar un registro orgánico que permita conocer en forma inmediata y permanente el número de cargos ocupados y vacantes de planta permanente y temporaria de la Administración Provincial, su desagregación institucional, por sectores, categorías y niveles, compatibilizándola con las plantas autorizadas por el Presupuesto;

f)
Participar en la formulación de lo pertinente a recursos humanos de la política presupuestaria y asistir a la Dirección General de Presupuesto en la formulación del presupuesto de gastos en personal y plantas de personal para toda la Administración Provincial;

g)
Realizar el seguimiento sobre la aplicación de las medidas salariales aprobadas para la Administración Provincial proponiendo las modificaciones que resulten necesarias;

h)
Mantener información actualizada de ocupación y salarios y sobre dotación de estructuras y personal contratado del Sector Público Provincial;

i)
Entender en el análisis, interpretación y reglamentación de las normas jurídicas que regulan aspectos organizativos e institucionales del funcionamiento del Estado y la relación del Estado con sus agentes;

j)
Entender en las delimitaciones de compentencias y de relaciones institucionales, delegación de facultades, eslabonamientos funcionales y estructuras jerárquicas del Sector Público Provincial y controlar su aplicación;

k)
Participar en la formulación e implementación normativa y evaluar el impacto organizacional de las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan para la hacienda pública;

l)
Asistir técnicamente en los aspectos jurídicos de negociaciones salariales y evaluar el impacto organizacional de las alternativas;

m)
Entender en el régimen de contrataciones de servicios personales y pasantías de acuerdo a la normativa vigente;

n)
Administrar la serie de evolución del empleo público;

o)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III: Normas técnicas comunes

Artículo 164º: Para tomar posesión en un cargo que dependa de los Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial, es indispensable que haya sido dictado, previamente, el decreto de designación o acto equivalente en el Poder Legislativo. Los haberes se devengarán a partir de la fecha de la toma de posesión no pudiendo liquidarse hasta tanto se haya cumplido con esta formalidad.

Artículo 165º: Los funcionarios de los Poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública, habilitados a efectuar nombramientos, no podrán designar personal de planta o temporario que no cuente con cargo previsto en la ley de presupuesto aprobada para ese ejercicio financiero.

Toda estructura organizativa que se apruebe deberá contar con financiamiento previsto para gastos en personal en la ley de presupuesto vigente.

Artículo 166º: Las jurisdicciones y entidades procederán al inicio del ejercicio a registrar el compromiso anual por el total de cargos ocupados de planta y temporario, hasta el límite del crédito aprobado por la Ley de Presupuesto.

Las liquidaciones de haberes que se practiquen, en el ámbito de la Administración Provincial, deberán tener en cuenta que el crédito se encuentre comprometido en los términos del artículo precedente y las modificaciones que durante el transcurso del ejercicio se produzcan.

Artículo 167º: Las promociones o aumentos de las asignaciones del personal de la hacienda pública, inclusive las correspondientes a suplementos, compensaciones, reintegro de gastos, u otros beneficios análogos a su favor, cualquiera fuese el motivo o autoridad competente que lo disponga no podrán tener efectos retroactivos, y regirán invariablemente a partir del 1 día del mes siguiente al de la fecha en que hubiere sido dispuesto.

Artículo 168º: Los organismos pagadores no admitirán pedidos de contabilización de sueldos que se aparten de las liquidaciones confeccionadas mensualmente por el órgano responsable, como tampoco aquellos que confeccionados por el citado órgano fueran enmendados a posteriori.

Sólo se realizarán liquidaciones complementarias de haberes en el caso que sean de carácter general o sectorial por escalafones y/o convenios, reservándose, en cambio, toda liquidación parcial y/o individual para su inclusión en la próxima liquidación general mensual.

Artículo 169º: El derecho a la percepción de los beneficios individuales y/o colectivos nacen con la presentación por parte del interesado de las pruebas exigidas que acrediten la legitimidad de presentación de la misma.

Artículo 170º: Los agentes dependientes del Poder Ejecutivo no percibirán sus emolumentos antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos de su sector y pasivos.

Artículo 171º: Institúyese el sueldo anual complementario para todo el personal del sector público que revista en forma permanente o transitoria, excepto para aquellos que tengan un régimen especial, ya se atiendan sus remuneraciones con partidas individuales o globales, el que resultará equivalente a la mitad de la mayor remuneración mensual devengada dentro de los semestres que culminan en junio y diciembre de cada año, computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aporte jubilatorio.

La remuneración acordada, que se declara inembargable, se liquidará sin otros descuentos que los autorizados legalmente. En los casos de cesantía, renuncia o muerte del agente deberá procederse de inmediato a la liquidación proporcional que corresponda.

Artículo 172º: Todos los agentes civiles del Estado recibirán una compensación extraordinaria por el tiempo suplementario que presten servicios en días inhábiles o en exceso de horario que según su situación de revista deban cumplir los días hábiles.

Quedan excluidas las autoridades superiores, personal de gabinete, religioso y aquellos agentes que perciban adicionales o suplementos particulares acordados en función de prestaciones en exceso.

Los comprendidos en escalafones o convenios que contemplen un régimen especial para este beneficio, se ajustarán al mismo, dentro de las limitaciones fijadas por los Artículos siguientes.

Artículo 173º: Las horas suplementarias se autorizarán únicamente cuando exista crédito presupuestario en la partida Servicios Extraordinarios y deberán ser autorizadas por resolución previa del Ministro o Secretario de Estado respectivo, presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Fiscal de Estado, autoridad máxima de los organismos descentralizados o autoridades competentes de los Poderes Legislativo y Judicial. En caso contrario las mismas serán compensadas en los horarios habituales de trabajo de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo al efecto.

Las comisiones de servicio no darán derecho al cobro de este suplemento.

Artículo 174º: Podrán contratarse servicios personales destinados a la realización de estudios, proyectos, programas especiales en los términos que determine la reglamentación, cuando exista crédito presupuestario para ello. El régimen que se establezca será de aplicación para todo el sector público, quedando excluido de la Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, y siendo de aplicación las disposiciones sobre contratación de locación de obra y servicios del Código Civil.

Las contrataciones referidas no podrán realizarse a agentes de planta permanente y no permanente de la Administración Provincial o con otras personas vinculadas laboral o contractualmente con la misma, excepto que la soliciten y les sea concedida licencia sin goce de sueldos del cargo del cual es titular.

Asimismo podrán efectuarse contrataciones de servicios con instituciones o entidades cuando las mismas se refieran a pasantías de estudiantes universitarios de las carrera de grado y a graduados con no más de dos años de antigüedad.

CAPÍTULO III: INVERSIÓN PÚBLICA.

SECCIÓN I: Definición del sistema

Artículo 175º: El Subsistema de “Inversión Pública” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos necesarios para la formulación del Plan Provincial de Inversión Pública y el mantenimiento del inventario de proyectos de inversión.

Se entiende por inversión pública la aplicación racional y eficiente de recursos públicos con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes y servicios con el fin de incrementar el patrimonio y optimizar el funcionamiento de la hacienda pública, la economía o la sociedad global en su conjunto, cualquiera sea su fuente de financiamiento.

Un proyecto de inversión es el conjunto de acciones que requiere de la utilización de recursos con el fin de crear, incrementar la vida útil o la capacidad productiva de un bien de capital.

El ciclo de vida de todo proyecto de inversión comprenderá las etapas de preinversión, inversión, operación y evaluación posterior.

Artículo 176º: Están sujetos a las disposiciones de la presente Ley, las reglamentaciones que de ella deriven y las metodologías que se establezcan, todos los proyectos de inversión de los organismos integrantes de la Administración Provincial así como las organizaciones privadas o públicas que requieran para su realización subsidios, transferencias, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de beneficio, que afecte en forma directa o indirecta al patrimonio público provincial, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente.

Artículo 177º: El Banco de Proyectos de Inversión es un sistema de información que, instrumentado, administrado y mantenido por la Unidad Rectora Central, registra proyectos de inversión seleccionados como viables, susceptibles de ser financiados con recursos del presupuesto provincial, previamente evaluados técnica, económica, social y ambientalmente. 

SECCIÓN II: Organización

Artículo 178º: La Dirección General de Inversión Pública es la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública y como tal responsable de la aplicación de las normas, procedimientos y metodologías que garanticen una eficiente y oportuna asignación de recursos públicos para mejorar la capacidad productiva de bienes y servicios de la hacienda.

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General y de Subdirector General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, sociales, o ciencias aplicadas con una antigüedad mínima de 5 años en la matrícula y de 7 años en la Administración Pública.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Artículo 179º: La Dirección General de Inversión Pública tendrá las siguientes competencias:

a)
Establecer y elaborar sobre la base de las políticas provinciales y sectoriales, según criterios general e internacionalmente aceptados, las metodologías, indicadores pertinentes y criterios de decisión a utilizar en la formulación de programas y proyectos de inversión pública, en sus etapas de preinversión, inversión y evaluación posterior;

b)
Coordinar las acciones a seguir para el planeamiento y gestión de la etapa de inversión de los proyectos de inversión pública provincial y supervisar la formulación y evaluación de los proyectos de inversión realizados en las jurisdicciones y entidades en cuanto al cumplimiento de las metodologías, pautas y procedimientos establecidos;

c)
Elaborar anualmente, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto, el Plan Provincial de Inversión Pública y participar en la determinación de los proyectos a incluir en el mencionado Plan;

d)
Participar en la determinación de los sectores prioritarios para el destino de las inversiones públicas;

e)
Organizar y mantener actualizado un inventario de Proyectos de Inversión Pública a través de un Banco de Proyectos de Inversión Pública;

f)
Desarrollar un sistema que proporcione información adecuada, oportuna y confiable sobre el comportamiento financiero y sustantivo de las inversiones públicas; que permita el seguimiento de los proyectos individualmente y del plan de inversión pública en forma agregada, compatible con el control de la ejecución presupuestaria;

g)
Capacitar a los agentes de la Administración Pública Provincial y Municipal en la formulación y evaluación de proyectos de inversión.

h)
Registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional, los Municipios y Comunas o que sean financiados por el Sector Privado; y comunicar al Sistema de Inversión Pública Nacional los proyectos que la provincia considere prioritarios.

i)
Supervisar la evaluación posterior realizada por los organismos ejecutores sobre proyectos seleccionados, una vez finalizada la etapa de inversión y por lo menos una vez cuando se hayan cumplido cinco (5) años de operación de los mismos, incluyendo el año de puesta en marcha;

j)
Realizar, promover y auspiciar todo tipo de acciones de apoyo informativo, técnico y de capacitación, adiestramiento e investigación acerca de los proyectos de inversión pública, metodologías desarrolladas y/o su aplicadas y brindar apoyo técnico en los asuntos de su competencia a las entidades o jurisdicciones que así lo soliciten;

k)
Establecer canales de comunicación con el sector público nacional y municipal y comunal y con el sector privado a los efectos de identificar y apoyar la preinversión de proyectos de inversión de mutua conveniencia;

l)
Todas las competencias que hacen a su administración interna;

m)
Todas las demás que surjan de la aplicación de su competencia.

SECCIÓN III: Normas Técnicas Comunes

Artículo 180º: Las oficinas encargadas de elaborar proyectos de inversión pública de cada jurisdicción o entidad de la sector público provincial tendrán las siguientes funciones:

a)
identificar, formular y evaluar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, de acuerdo a los lineamientos y metodologías dispuestos por la Unidad Rectora Central y las disposiciones específicas del organismo de su pertenencia;

b)
identificar, registrar y mantener actualizado el banco de proyectos de inversión pública en lo concerniente a su área;

c)
efectuar el control físico-financiero del avance de obras y del cumplimiento de los compromisos de obra de los proyectos de inversión pública;

d)
realizar la evaluación posterior de los proyectos de inversión.

Artículo 181º: El Plan Provincial de Inversión Pública se integrará con los proyectos que se hayan formulado y evaluado según los principios, normas y metodologías establecidas por la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública, incluyendo las construcciones por administración, contratación, concesión y peaje.

Los proyectos de inversión que se incluyan en el proyecto de Ley de Presupuesto de cada año, y aquellos que soliciten transferencias, aportes, créditos u otorgamiento de avales del Estado Provincial para la realización de obras públicas provinciales, municipales o privadas, deben ser evaluados conforme lo establece el párrafo anterior.

Las jurisdicciones y los entes deberán preparar la propuesta del Plan de Inversiones del área, seleccionar los proyectos prioritarios siempre y cuando éstos cumplan con las condiciones establecidas por la metodología de evaluación y remitir la información requerida por la Unidad Rectora Central del Subsistema de inversión pública.

Artículo 182º: El Poder Ejecutivo facultará a la Dirección General de Inversión Pública para fijar el monto máximo del programa o proyecto de inversión que podrá ser aprobado directamente por la jurisdicción o entidad iniciadora para su inclusión en el Plan Provincial de Inversión Pública.

Artículo 183º: El Plan Provincial de Inversión Pública se formulará anualmente con una proyección plurianual. Al finalizar cada ejercicio se lo reformulará para el período plurianual que se establezca, con las correcciones necesarias para adaptarlo al grado de avance efectivo logrado en la ejecución de los proyectos de inversión pública provincial y las nuevas condiciones de financiamiento de la hacienda pública. Las clasificaciones de los proyectos, las agregaciones de los mismos y la estructura analítica deberán ser compatibles con la estructura presupuestaria.

En el Plan Provincial de Inversión Pública no podrán incluirse proyectos que no hagan parte del banco de proyectos de inversión. Asimismo sólo podrán financiarse proyectos de inversión de jurisdicciones que tengan garantizado y actualizado el cumplimiento de las obligaciones correspondientes al pago de su deuda.

Artículo 184º: En caso de emergencias los entes podrán encarar la ejecución de proyectos no previstos en el presupuesto, previa evaluación del mismo por la Unidad Rectora Central del sistema e inclusión en el sistema provincial de inversión publica.

TÍTULO IV - SISTEMAS DE INFORMACIÓN 

CAPÍTULO I: ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS INFORMÁTICOS

SECCIÓN I: Definición del sistema

Artículo 185º: El sistema “Administración de Recursos Informáticos” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan la adquisición, desarrollo y utilización de tecnologías informáticas para la producción y la conservación de la información y la realización de procedimientos administrativos.

SECCIÓN II: Organización

Artículo 186º: La “Dirección General de Informática” será la Unidad Rectora Central del sistema “Administración de recursos informáticos”. 

Son requisitos para ocupar el cargo de Director General y de Subdirector General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, informáticas, básicas o aplicadas con una antigüedad mínima de 5 años en la matrícula y de 7 años en la Administración Pública.

El Director y Subdirector General deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigor.

Serán competencias del órgano rector:

a)
Participar en el diseño de la política informática del sector público provincial no financiero, identificando problemas y proponiendo soluciones;

b)
Elaborar las normas que regirán la adquisición de equipamiento informático y software, aprobar las especificaciones técnicas que resulten necesarias para cada adquisición y participar en los procesos de adquisición;

c)
Dictar las normas y procedimientos generales que deberán seguir las Unidades Informáticas Periféricas para garantizar la seguridad e inviolabilidad de la información procesada;

d)
Asistir a las Unidades Informáticas Periféricas en el desarrollo y mantenimiento de los sistemas en producción;

e)
Coordinar las actividades que realicen las Unidades Informáticas Periféricas, pudiendo solicitar la reasignación de recursos humanos;

f)
Administrar, en forma coordinada con la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes, el inventario de recursos informáticos, estableciendo las normas técnicas específicas a tal efecto;

g)
Programar la capacitación de las Unidades Informáticas Periféricas y de los usuarios;

h)
Realizar trabajos a terceros;

i)
Todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO V : SISTEMA DE CONTROL INTERNO

Artículo 187º: Créase la Sindicatura General de la Provincia, como el órgano de control interno del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 188º: La Sindicatura General de la Provincia es un ente con autarquía administrativa para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica al Gobernador de la Provincia.

Artículo 189º: Es materia de su competencia el control interno y ejercerá la auditoría interna de las jurisdicciones y entidades de la hacienda pública de acuerdo al ámbito de aplicación de la presente Ley, sus métodos, normas y procedimientos de trabajo. El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; abarcará los aspectos presupuestario, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión; la evaluación de programas, proyectos y operaciones y estará fundamentado en criterios de economía, eficiencia y eficacia.

Artículo 190º: El control interno, como función de la conducción, comprende normas y procedimientos destinados a lograr, por medio de una efectiva planificación, el ejercicio eficiente de la gestión administrativa y financiera, dirigido todo a la consecución de los fines de la organización.

La auditoría interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las jurisdicciones y entidades sujetas a su control, realizado por auditores integrantes de la Unidad de Auditoría Interna respectiva. Con el fin de garantizar la autonomía de criterio de los auditores, sus funciones y actividades deberán mantenerse desligadas de las operaciones sometidas a su análisis.

Artículo 191º: El Sistema de Control Interno estará conformado por la Sindicatura General de la Provincia.

La Sindicatura General de la Provincia podrá crear delegaciones con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo Provincial, las que dependerán de ésta orgánica y funcionalmente.

Los titulares de cada jurisdicción y entidad deberán garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas.

Artículo 192º: La autoridad superior de cada jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo Provincial, será responsable del mantenimiento de un adecuado sistema de control interno.

Artículo 193º: Son funciones de la Sindicatura General de la Provincia:

a)
Dictar y aplicar normas de auditoría y control interno, debiendo compatibilizar y coordinar con el Tribunal de Cuentas de la Provincia, las materias controlables y los métodos a aplicar; 

b)
Emitir y supervisar la aplicación de las normas a que refiere el inciso anterior, por parte de las jurisdicciones;

c)
Vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia, y restantes normas de las Unidades Rectoras Centrales;

d)
Supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades del Tribunal de Cuentas de la Provincia;
e)
Aprobar sus planes anuales de trabajo y los de las delegaciones, orientando y supervisando su ejecución y resultados;

f)
Comprobar la puesta en práctica por los controlados, de las observaciones y recomendaciones;

g)
Atender los pedidos de asesoramiento que le formule el Poder Ejecutivo Provincial y/o las autoridades de las jurisdicciones y entidades comprendidas en el ámbito de su competencia, referidos a dicha materia;

h)
Formular directamente a las jurisdicciones o entidades sujetas a su control, recomendaciones tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento normativo, la correcta aplicación de los procedimientos de auditoría interna y de los principios de economía, eficiencia y eficacia;

i)
Poner en conocimiento del Señor Gobernador de la Provincia y de los titulares de las jurisdicciones, los actos que hubiesen acarreado o que estime que puedan acarrear perjuicios para el patrimonio público;

j)
Intervenir en los procesos de privatizaciones, cuando así se le requiera y sin perjuicio de la actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme a la reglamentación;

k)
Controlar el sistema de información y registros de los juicios que deberá implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la sustanciación de juicios, con el objeto de evaluar la repercusión económica y financiera de sus resultados.

l)
Atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entidades fuera de su competencia.

Artículo 194º: Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el Artículo anterior, la Sindicatura General de la Provincia podrá requerir de todas las jurisdicciones y entidades sujetas a su competencia, la información que estime necesaria, quedando obligados todos sus funcionarios y agentes, a prestar su colaboración. La omisión de ello o la conducta adversa, será considerada falta grave.

Artículo 195º: La Sindicatura General deberá informar:

a)
Al titular de la jurisdicción, entidad y organismo;

b)
Al Gobernador de la Provincia, sobre la gestión financiera y operativa de las jurisdicciones y entidades comprendidas dentro del ámbito de su competencia, con copia al titular de la jurisdicción respectiva;

c)
Al Tribunal de Cuentas de la Provincia, sobre la gestión cumplida por las jurisdicciones, entidades u organismo por ella fiscalizados, y todo otro requerimiento específico o consulta que le formule el órgano superior de control externo.

Artículo 196º: La Sindicatura General de la Provincia estará a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia. El Síndico General de la Provincia será asistido por un Síndico Adjunto, quien le sustituirá en caso de ausencia o impedimento.

Serán designados por el Poder Ejecutivo Provincial y dependerá directamente del Gobernador de la Provincia.

Para ser Síndico General de la Provincia y Síndico Adjunto, se requiere poseer título universitario en ciencias económicas y diez años de antigüedad en el título. 

El Poder Ejecutivo Provincial instrumentará un sistema de consultas con determinadas instituciones, tales como consejos, colegios, universidades u otra entidad que estime conveniente, a efectos de solicitarles los informes pertinentes sobre los profesionales propuestos.

El desempeño del cargo de Síndico General y Síndico Adjunto, requiere dedicación exclusiva y es incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia, dentro de los límites horarios permitidos por la Ley de Incompatibilidades.

Artículo 197º: Son atribuciones y responsabilidades del Síndico General de la Provincia:

a)
Proponer al Poder Ejecutivo Provincial el nombramiento y cese de su personal; 

b)
Organizar y reglamentar el funcionamiento interno de la Sindicatura General de la Provincia, en sus aspectos operativos y de administración de personal

c)
Proponer al Poder Ejecutivo Provincial la estructura orgánico - funcional;

d)
Aplicar el régimen disciplinario de acuerdo con las normas legales vigentes;

e)
Elevar anualmente a la consideración del Señor Gobernador, el plan de acción y presupuesto de gastos, para su posterior incorporación al Proyecto de Ley de Presupuesto General;

f)
Contratar suministros y servicios de terceros, conforme a sus necesidades y con sujeción a la normativa en vigor en la materia;

g)
Informar al Tribunal de Cuentas de la Provincia, de actos o conductas que impliquen irregularidades, de las que tuviera conocimiento con motivo y en ejercicio de sus funciones;

h)
Confeccionar la memoria Anual de su gestión y elevarla al Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 198º: El Síndico Adjunto participará en la actividad de la Sindicatura General, sin perjuicio de las responsabilidades de determinadas funciones y cometidos que al Síndico General le atribuyen, con arreglo a la naturaleza de la materia o a la importancia y particularidades del caso. El Síndico General, no obstante la delegación, conservará en todos los casos, la autoridad y responsabilidad plenas del organismo y podrá avocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas.

Artículo 199º: La Sindicatura General de la Provincia convendrá con cada uno de los organismos que, en virtud de lo dispuesto, queden alcanzados por su competencia, la oportunidad y modalidades de la puesta en práctica del sistema instituido en esta Ley.

TÍTULO VI : SISTEMA DE CONTROL EXTERNO 

CAPÍTULO I - ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

SECCIÓN I – Organización

Artículo 200º: El control externo posterior del Sector Público será ejercido por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de acuerdo con las atribuciones que le fija el ARTÍCULO 81 de la Constitución Provincial y las que se determinen en la presente Ley, y leyes especiales.

A tal fin, contará con personería jurídica autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente Ley y todos los que se le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.

Artículo 201º: El Tribunal de Cuentas se integra con cinco vocales, uno de los cuales será su presidente.

Deberán poseer titulo de contador público nacional, expedido por universidad nacional o privada reconocida por el Estado.

Los restantes requisitos son:


a)Ser argentino nativo o por opción,


b)Tener treinta y cinco años de edad como mínimo y diez años de antigüedad 
en el titulo;


c)Poseer probada especialización en administración financiera o de control.


d)Tener domicilio real en la Provincia.

Artículo 202º: Los miembros del Tribunal de Cuentas son nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Asamblea Legislativa, permanecen seis años en sus funciones y pueden ser renombrados.

Si a la fecha de expirar el término de su mandato, no hubieran sido designados nuevamente, se tendrá por prorrogado dicho mandato hasta que se produzca su reemplazo.

Prestarán juramento de desempeñar fielmente los deberes de su cargo, ante el mismo cuerpo.

Durante su gestión gozarán de iguales prerrogativas que los magistrados judiciales y sólo podrán ser removidos mediante juicio político.

Artículo 203º: El desempeño del cargo de Vocal del Tribunal de Cuentas es, incompatible con el ejercicio de la profesión y sólo podrán desarrollar la docencia cuando no requiera dedicación exclusiva. Su retribución será equivalente a la del Vocal de la Cámara de Apelaciones del Poder Judicial Provincial.

Artículo 204º: Los cargos de vocales del Tribunal de Cuentas no pueden ser desempeñados por:


a)Los inhabilitados por sentencia judicial firme, y los inhibidos por deudas 
judiciales exigibles.


b)Personas que se encuentren procesadas por delito doloso;


c)Condenados, dentro o fuera de la Provincia, por delito doloso. Este 
impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto;


d) Concursados o fallidos no rehabilitados.

Artículo 205º: Rigen para los vocales del Tribunal de Cuentas, las causas de excusación y recusación establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial, para los jueces inferiores y superiores.

Artículo 206º: Ejerce la Presidencia del Tribunal de Cuentas, el Vocal que designa el propio cuerpo en Acuerdo Plenario. Permanece en el cargo un año a partir de la fecha que entra en funciones y puede ser reelecto una sola vez.

El Presidente tiene la representación del Tribunal y está a su cargo la administración interna, con las siguientes atribuciones mínimas, sin perjuicio de las que le asigne la reglamentación:


a)Ejerce la conducción general y la administración de la entidad, la jefatura 
sobre todo el personal dependiente y asigna sus funciones;


b)Convoca a las reuniones plenarias y acuerdos extraordinarios, cuando a su 
juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal;


c)Propone al cuerpo el nombramiento, ascenso, suspensión y cese del 
personal;


d)Designa los subrogantes del personal, en caso de ausencia o impedimento.

Artículo 207º: El Tribunal de Cuentas contará, como mínimo, con dos Contadores Fiscales Generales, un Cuerpo de Contadores Fiscales, un cuerpo de Abogados Fiscales, un Cuerpo de Auditores de carácter interdisciplinario, un Secretario por cada Sala, un Secretado de Asuntos de Plenario y el personal que determine la Ley de Presupuesto, con la organización, misiones y funciones que fije la estructura orgánica funcional y el reglamento interno.

Para ser Contador Fiscal General, se requiere título de Contador Público Nacional, y el desempeño anterior de cinco años en el cargo de Contador Fiscal.

Para ser Contador Fiscal se requiere título de Contador Público Nacional y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Abogado Fiscal se requiere título de Abogado y tres años de antigüedad en el título.


Para ser Secretario de Sala o de Plenario, se requiere título de Abogado o Contador Público Nacional, y tres de antigüedad en el título.

Para ser Auditor se requiere título universitario u otra especialización terciaria, adecuadas para la realización de la tarea a encomendar, con un mínimo de tres años de antigüedad en el título.

El reglamento del organismo establecerá los cargos, funciones y casos que estarán comprendidos en la incompatibilidad establecida en el Artículo 203.

Artículo 208º: Las decisiones del Tribunal de Cuentas son validas si están presentes la totalidad de sus miembros y son adoptadas por mayoría de votos. Cuando no exista unanimidad, los vocales dejarán constancia en acta del sentido de su voto, expresando los fundamentos de su disidencia.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, hará sus veces el vocal que designe el cuerpo. Si el ausente o impedido fuere un Vocal, le subrogará, a los efectos de los acuerdos plenarios, los Contadores Fiscales Generales alternativamente de acuerdo a la reglamentación que al respecto fije el Tribunal. Sucesivamente lo hará el funcionario que resulte sorteado de una lista de diez Contadores Fiscales que anualmente deberá confeccionar el Tribunal de Cuentas de acuerdo a la misma reglamentación.

Artículo 209º: El Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario, convocado por su presidente, por si o a pedido de otro vocal y a efectos de:


a)Tomar juramento a los vocales designados.


b)Aprobar o modificar la estructura orgánica funcional; dictar o modificar su 
reglamento interno;


c)Elaborar el proyecto de presupuesto anual;


d)Designar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;


e)Disponer y aprobar los gastos, con arreglo a las disposiciones vigentes, 
pudiendo delegar tales funciones, en todo o en parte, en la presidencia o en 
estamentos subordinados;


f)Determinar la composición y jurisdicción de cada sala y resolver las 
cuestiones de competencia que se susciten entre ellas;


g)Dictar las normas reglamentarias a las que deberá ajustarse el organismo en 
materia de control externo, examen de legalidad y de gestión y juicio de 
cuentas; juicio de responsabilidad y procedimientos de auditoría externa, y 
formular criterios de interpretación de la normativa vigente;


h)Examinar y dictaminar la cuenta de inversión;


i)Resolver los recursos que se promovieren contra los fallos o resoluciones 
dictadas por las salas o la presidencia;


j)Ejercer las facultades de observación legal y reparo administrativo que les 
confiere la presente Ley;

Las decisiones del Tribunal de Cuentas, adoptadas en acuerdo plenario, constituyen la jurisprudencia aplicable.

Artículo 210º: El Tribunal de Cuentas funciona ordinariamente dividido en salas, integrada cada una de ellas por el presidente y dos vocales.

Las salas forman quórum con los tres miembros, completándose automáticamente, en caso de ausencia o impedimento, con un vocal de la otra sala.

Las decisiones son tomadas por mayoría, rigiendo lo dispuesto en el artículo 208 sobre disidencias.

CAPÍTULO II - JURISDICCION Y COMPETENCIA

SECCIÓN I - Competencia, atribuciones y deberes

Artículo 211º: Es competencia del Tribunal de Cuentas ejercer el control externo posterior de la hacienda pública, mediante:

a)
El control de legalidad de los actos administrativos que se refieren o estén vinculados directamente a la hacienda pública;

b)
La auditoría y control posterior legal, presupuestado, económico, financiero, operativo, patrimonial, y de gestión, y el dictamen de los estados financieros y contables de la hacienda publica. Se incluye a las unidades ejecutoras de proyectos financiados por organismos internacionales de crédito, entes reguladores de servicios públicos, entes privados adjudicatarios de procesos de privatización o concesión, en lo que respecta a las obligaciones emergentes del contrato de concesión y con las limitaciones previstas en el artículo 5 de la presente, entidades públicas no estatales en cuya dirección o administración tenga responsabilidad el Estado, y, en general, a todo ente que perciba, gaste o administre fondos públicos, por cualquier causa jurídica o con una finalidad pública;

c)
El examen de las rendiciones de cuentas de percepción e inversión de fondos, públicos que efectúen los responsables sometidos a tal obligación, y la sustanciación de los juicios de cuentas a los mismos, conforme a lo previsto por la presente Ley y demás normas aplicables;

d)
La determinación de la responsabilidad administrativa y patrimonial de los agentes públicos mediante la sustanciación de juicios de responsabilidad, en las condiciones fijadas por la presente Ley y demás normas aplicables.

Artículo 212º: En el marco del programa de acción anual de control externo que se fije a sí mismo, y del que establezca la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, el Tribunal de Cuentas tendrá las siguientes atribuciones:

a)
Formular reparo administrativo u observación legal a los actos cuyo control posterior sea de su competencia, en los casos y con los alcances previstos en la presente Ley; 

b)
Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la Hacienda Pública.

c)
Examinar e informar la Cuenta de Inversión, previo a su elevación a la Honorable Legislatura. A tal efecto el Tribunal de Cuentas deberá expedirse en un plazo de noventa días corridos a contar desde la fecha de su recepción;

d)
Realizar auditorías sobre los asuntos de su competencia en los distintos Poderes, jurisdicciones o entidades bajo su control, examinar y evaluar el Control Interno de los mismos.

e)
Controlar las operaciones de percepción e inversión de los fondos públicos provinciales, y la gestión de los fondos nacionales e internacionales recibidos por los entes que fiscaliza.

f)
Evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos y operaciones contempladas en la Ley Anual de Presupuesto o Leyes Especiales.

g)
Examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables y financieros de los organismos de la hacienda publica;

h)
Controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y efectuar los exámenes que sean necesarios para formar opinión sobre el endeudamiento;

i)
Controlar el cumplimiento de la coparticipación impositiva a favor de Municipios y Comunas.

j)
Realizar exámenes especiales de actos y contratos que estime de significación, por sí o por indicación de la Legislatura Provincial;

k)
Fiscalizar en forma integral los procesos de privatización o concesión en todas sus etapas, con las limitaciones y alcances que establezcan las Leyes especiales;

l)
Requerir informes a los órganos de control interno relativos a los controles efectuados y resultados obtenidos.

m)
Suministrar al Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo los informes y antecedentes resultantes de su actividad de fiscalización.

n)
Recomendar a las autoridades correspondientes la adopción de las medidas administrativas que considere necesarias para prevenir y corregir irregularidades en la gestión de los entes públicos, y lograr mayor eficiencia, eficacia y economía en la misma.

o)
Contratar a profesionales independientes de auditoría o consultores externos privados, fijando los requisitos de idoneidad que deberán reunir los mismos y las normas técnicas a que deberán ajustar su trabajo;

p)
Suscribir convenios con organismos públicos de control de otras jurisdicciones relativos a temas vinculados con su finalidad.

q)
Establecer el modo de ejercer las funciones de control posterior, pudiendo mantener, si lo considera necesario, una delegación fiscal en cada poder, jurisdicción o entidad, fijándole sus atribuciones y competencias;

r)
Constituirse en cualquier organismo sujeto a su control sin necesidad de autorización judicial, a fin de efectuar comprobaciones y notificaciones o recabar de los mismos, los informes que considere necesarios;

s)
Promover las investigaciones de cualquier tipo, en los casos que corresponda, remitiendo los antecedentes y conclusiones a la Legislatura;

t)
Exigir la colaboración de todas las entidades del sector público provincial, las que estarán obligadas a suministrar los documentos y elementos que el Tribunal de Cuentas les requiera;

u)
Solicitar a terceros el reconocimiento de la autenticidad de los documentos emergentes de su relación contractual o fiscal con los entes comprendidos en la jurisdicción y competencia del Tribunal.

v)
Solicitar a los organismos y personas privadas, físicas o ideales, las informaciones necesarias para el cumplimiento de las tareas relacionadas con auditorias, juicios de cuentas, juicios de responsabilidad o cualquier otra actuación vinculada con su competencia;

w)
Dictar las normas a que se ajustará el organismo en materia de auditoria externa, las que responderán a un modelo de control y auditoria integrada, que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, eficiencia y eficacia;

x)
Establecer los plazos y modalidades que deberán observar los responsables para la presentación de las rendiciones de cuentas, coordinando criterios con la Unidad Rectora Central del subsistema de contabilidad, y requerirlas con carácter conminatorio, a los que teniendo obligación de formularla, fueren remisos o morosos;

y)
Traer a juicio de responsabilidad a cualquier estipendiario de la provincia con excepción de los miembros del Poder Legislativo y los funcionarios comprendidos en el Artículo 98 de la Constitución Provincial;

z)
Imponer multas en los casos de no acatamiento o desobediencia a sus requerimientos o decisiones, las que serán graduadas entre el 5% y el 100% del sueldo del agente administrativo de mayor jerarquía del organismo a que corresponde el sancionado, sin perjuicio de solicitar en dichos casos, la aplicación de medidas disciplinarias por parte de la autoridad competente;

aa)
Verificar el cumplimiento de la Ley N° 7089, y su reglamentación; 

bb)
Tramitar y fallar los juicios de cuentas y de responsabilidad, conforme a las normas previstas en esta Ley y demás disposiciones reglamentarias;

cc)
Designar o contratar peritos;

dd)
Realizar todo acto, contrato u operación que se relacione con su competencia.

ee)
Someter a consideración de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo la opotunidad de publicar dictámenes que comprometan el Orden Público.

Artículo 213º: En relación a su organización y funcionamiento, el Tribunal de Cuentas tendrá las siguientes atribuciones, sin perjuicio de las que ya tenga otorgadas o se le concedan en el futuro por otras Leyes:

a)
Elaborar su proyecto de presupuesto anual y someterlo a consideración de la Legislatura.

b)
Realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional, debiendo, comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del total de créditos autorizados y de acuerdo a las normas que rigen para la ejecución y modificación del presupuesto vigente;

c)
Establecer el régimen laboral y de ingreso de su personal y su reglamento interno, excepto en lo relativo al régimen salarial.

d)
Proponer la transformación o modificación de su estructura orgánica funcional;

e)
Nombrar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;

f)
Disponer la utilización de los créditos de su presupuesto, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes; 
g)
Presentar al Poder Legislativo, antes del 1° de mayo de cada año la Memoria de su gestión, a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo del artículo 255, la que deberá emitir opinión previa a su tratamiento.

Artículo 214º: A los efectos de la fiscalización prevista en el inc. b) del artículo 212, los distintos Poderes del Estados comunicarán al Tribunal la totalidad de los actos administrativos referidos a la hacienda pública, pudiendo el mismo requerir los antecedentes que los determinen de acuerdo a la reglamentación que sobre el particular dicte el organismo.

SECCIÓN II - Del control de legalidad

Artículo 215º: El control posterior de legalidad a que refiere el Artículo 212, inciso a), será ejercido por el Tribunal de Cuentas, a través de los siguientes procedimientos:

a)
Reparo administrativo: cuando el acto analizado contuviere errores materiales, de cálculo u omisiones;

b)
Observación legal: cuando hubiese sido dictado en contravención a disposiciones legales o reglamentarias en vigor.

Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios a juicio del Tribunal, y sin perjuicio de la facultad de control integral.

A tales efectos, los actos sujetos a su control conforme a las disposiciones de esta Ley, deberán serles comunicados dentro de los seis días hábiles de su dictado, requisito sin el cual no podrán ser puestos en ejecución.

El Tribunal podrá requerir los antecedentes de aquellos que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido.

La no comunicación de los decisorios, constituirá falta grave del funcionario responsable, pudiendo hacerse pasible de las sanciones pecuniarias a que se alude en el Artículo 212, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias pertinentes.

Artículo 216º: A los fines previstos en el Artículo 212 inc. a) los actos administrativos referidos directamente a la hacienda pública son aquellos que, teniendo contenido económico, impliquen la percepción o inversión de caudales públicos, efectos estos que deberían resultar consecuencia inmediata de su propio objeto y no quedar supeditados a otro acto posterior, con excepción de los casos a los que se hacen referencia los incisos g) y h) del Artículo 212.
Los actos que no posean la cualidad precedente, los reglamentos de ejecución y autónomos y los actos administrativos de alcance general con contenido normativo, excepto en las partes que tengan contenido específicamente hacendal, los actos de gobierno que importen el ejercicio de un poder político constitucional en cuanto a su mérito, oportunidad y conveniencia, los actos institucionales referidos a la formación y renovación de los Poderes constitucionales, los actos puramente discrecionales en razón de su objeto y los que importaren el ejercicio de sus facultades disciplinarias, quedan excluidos del control del Tribunal de Cuentas.

Artículo 217º: El reparo administrativo podrá ser formulado en cualquier momento, luego de que el Tribunal haya tomado conocimiento del decisorio sobre el cual recaiga, y generará para la autoridad emitente la instancia de rectificación cuando ésta lo considere pertinente.

Artículo 218º: Solicitados los antecedentes del decisorio a analizar, la observación legal solo podrá ser efectuada dentro de los veinte días de recepcionados los mismos, debiendo consignarse en ella, en forma clara y precisa, las disposiciones legales o reglamentarias que se han transgredido.

Artículo 219º: Las observaciones legales formuladas por el Tribunal de Cuentas, serán comunicadas simultáneamente:

a)
al titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido el o los actos sobre los cuales recaigan, 

b)
al titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial cuando correspondiere

c)
al responsable del sistema de control interno de cada jurisdicción.

Comunicado el decisorio el titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido el acto solamente podrá rectificarlo o derogarlo total o parcialmente acogiendo los fundamentos de la observación legal.

El titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial podrá suspender el acto administrativo en forma expresa, total o parcial en la parte observada, no alcanzando dicha suspensión a los efectos ya cumplidos dentro del plazo establecido en el Artículo 218. Si el acto no fuera suspendido el Titular del Poder asume la responsabilidad solidariamente con quien emitió el acto observado. Esta facultad es indelegable.

Los actos administrativos que impliquen la rectificación, derogación o suspensión del acto deberán ser comunicados dentro de los 3 días de dictados al tribunal de Cuentas.

Artículo 220º: Dentro de los quince días corridos de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto objetado, o una superior a esta, con facultad de avocación, podrá disponer la revocación o saneamiento del vicio, si ello fuera posible, y el titular del Poder suspenderlo con comunicación al Tribunal de Cuentas. En caso contrario el Tribunal de Cuentas comunicará a la Legislatura el acto observado, acompañando los antecedentes que lo fundamentaron.

Artículo 221º: Con independencia de lo actuado en el control de legalidad de los decisorios sometidos a su competencia conforme a las disposiciones de los Artículos precedentes, el Tribunal de Cuentas podrá efectuar comprobaciones respecto de ellos y de sus antecedentes enderezadas a deslindar, en su caso, las responsabilidades resultantes, en el marco del procedimiento reglado en los Artículos 237 y subsiguientes de esta Ley.

Artículo 222º: Las resoluciones de sala o de plenario que dispongan la apertura del juicio de responsabilidad, serán comunicadas a la Honorable Legislatura, así como sus resultados.

Artículo 223º: Fíjase en 90 días el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas de la Provincia se avoque al control de legalidad de un acto administrativo, el que se computará desde el momento en que haya tenido lugar su comunicación formal.

SECCIÓN II - De los responsables, de la presentación de las cuentas, de su examen y del juicio de cuentas

Sector I - De los responsables

Artículo 224º: Los agentes del sector público provincial o entidades sujetas al control del Tribunal a quienes se haya confiado en forma permanente, transitoria o accidental, el cometido de recaudar, percibir, transferir, custodiar, administrar, invertir, pagar o entregar fondos, valores, especies o bienes del Estado, son responsables de la administración pública provincial y están obligados a rendir cuenta de su gestión, en la forma y tiempo que dispone la presente Ley y su reglamentación.

La obligación se extiende a la gestión de los créditos del Estado, e implica responsabilidad por las rentas que se dejan de percibir, las entregas indebidas de bienes a su cargo o custodia o la sustracción o daño de los mismos, salvo que se compruebe inexistencia de culpa o dolo.

Artículo 225º: Toda persona de existencia física o ideal que, sin pertenecer al Estado, reciba de éste fondos, valores o especies, cualquiera fuere el carácter de la entrega y siempre que la misma no constituya contraprestación, indemnización o pago de bienes o servicios, es un responsable con la administración y está obligado a rendir cuenta de su gestión, con arreglo a lo prescrito en la presente Ley y su reglamentación.

Artículo 226º: Los titulares de las Unidades Periféricas Operativas centrales de los Poderes Legislativo y Judicial, de las Secretarías de Estado, de los ministerios, entes descentralizados y demás organismos sujetos al contralor del Tribunal de Cuentas, además de la obligación que les fija el Artículo 210 por si, en lo referente a los fondos o valores que administren tanto en su percepción como en su inversión en forma directa, se constituyen en obligados indirectos por el monto de lo que transfieran y deben requerir la rendición de cuenta a los responsables de la inversión final, -en adelante, obligados directos-, que se encuentren bajo su dependencia, para ponerla a disposición del Tribunal, en la forma y plazos que éste establezca.

La omisión o negligencia en el cumplimiento de este deber, genera responsabilidad solidaria con el obligado directo.

Artículo 227º: El obligado a rendir cuentas que cesa en sus funciones, no queda liberado de la jurisdicción del Tribunal de Cuentas, hasta tanto haya sido aprobada la rendición de cuentas de su gestión.

Cuando se produce un cambio de agente o funcionario obligado, debe practicarse un arqueo y formalizarse un acta con intervención del responsable de la unidad de auditoría interna y, en su caso, del reemplazante. El incumplimiento genera responsabilidad solidaria del agente o funcionario entrante y saliente.

El Tribunal de Cuentas resolverá los casos no previstos en relación con esta disposición.

Artículo 228º: Los hechos u omisiones violatorias de disposiciones legales o reglamentarias, generan responsabilidad personal y solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan en alguna de las etapas de su cumplimiento.

Si de tales vulneraciones, no se derivare perjuicio para el fisco y, en cambio, sus consecuencias pudieran resultar de utilidad para el Estado provincial, el Poder Ejecutivo o la autoridad a quien competa superar el vicio, podrá optar por su convalidación, en el marco de la presente norma, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias a que se haga acreedor el responsable de la transgresión, circunstancia que deberá hacerse constar en el decisorio que al efecto se dicte.

Los agentes o funcionarios que reciban órdenes de hacer o no hacer, deben advertir, por escrito, a su respectivo superior, sobre toda posible infracción que traiga aparejado el cumplimiento de dichas órdenes. Si no obstante la referida prevención, el superior insiste en su orden, también por escrito, cesa para el inferior toda responsabilidad, trasladándose a aquel.

Sector II - De la presentación de las cuentas

Artículo 229º: Facúltase al Tribunal de Cuentas a determinar el contenido, forma de presentación, requisitos, modelos y procedimientos de rendición de cuentas, los que deberán posibilitar su contralor en los aspectos: formal, legal, contable, documental y numérico. Dichas normas deberán ser coordinadas de lo que establezca para ello la Unidad Rectora Central del subsistema de contabilidad.

Dentro de los ciento veinte días de publicada la presente, deberá aprobar el cuerpo reglamentario respectivo, comunicarlo a la Legislatura a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo prevista en el artículo 255, a las jurisdicciones y entidades sujetas a su control y publicarlo en el Boletín Oficial.

Artículo 230º: El Tribunal de Cuentas dispondrá la oportunidad, procedimientos, plazos y forma de auditar las rendiciones de cuentas atendiendo a las circunstancias que a su juicio deban considerarse.

Sector III - Del examen de las cuentas

Artículo 231º: El contador fiscal que asigne el Tribunal, examinará la cuenta en los aspectos enunciados, con sujeción a las normas de procedimiento e interpretación que éste dicte y, si encuentra defectos que den lugar a reparo, formulará requerimiento conminatorio a fin de que se subsanen los mismos.

Dicho requerimiento será dirigido al responsable indirecto, quien, una vez impuesto del mismo, lo derivará al obligado directo.

Artículo 232º: - Contestados los reparos o vencido el plazo otorgado para hacerlo, el contador fiscal se expedirá por:


a)Aprobación de la cuenta;


b)Mantenimiento del reparo; o


c)Abstención de opinión, cuando los antecedentes aportados no resulten, a 
su juicio, suficientes para determinar la procedencia de alguna de las dos 
alternativas anteriores.

En cualquier supuesto, elevará las actuaciones a la sala correspondiente, por medio de la Fiscalía General del Tribunal de Cuentas, solicitando, en su caso, la substanciación de medidas previas.

Artículo 233º: Previo dictamen de la Fiscalía General, la sala resolverá la aprobación o la iniciación del juicio de cuentas respectivo.

Sector IV - Del juicio de cuentas

Artículo 234º: De estimar procedentes los reparos deducidos a la cuenta por el contador fiscal y/o Fiscalía General, la sala dictara resolución de emplazamiento, citando al responsable a que comparezca y conteste los mismos en el término de quince días contados desde su notificación, bajo apercibimiento de dictar resolución condenándolo al pago de las sumas cuya justificación no existiera o fuera defectuosa.

El emplazamiento se efectuará al obligado directo, sin perjuicio de que, a criterio del Tribunal, corresponda hacer extensiva la medida al titular del servicio administrativo que intervino en la transferencia de los fondos, en su carácter de responsable indirecto.

El término para la contestación, podrá ser ampliado por el Tribunal hasta un máximo de sesenta días, a solicitud de parte y en mérito a la complejidad o dificultades que ofrezca el tema.

Artículo 235º: Contestado el emplazamiento o vencido el término para la respuesta sin que ella se produzca, previo dictamen de Fiscalía General y si se estima, la sala dictará resolución, que puede ser:


a)Aprobatoria de la cuenta, declarando total o parcialmente liberado al 
responsable emplazado;


b)Condenatoria, determinando el cargo e intimando su pago en el término de 
treinta días;


c)Interlocutoria, cuando aún haya que recurrir a antecedentes, diligencias o 
pruebas que no hubieran podido considerarse hasta entonces.

Artículo 236º: Si el pago del cargo no se cumpliere en el término establecido en el fallo condenatorio, se dará intervención a Fiscalía de Estado a los fines de su ejecución judicial.

El fallo, una vez firme, hace cosa juzgada y constituye título ejecutivo hábil para las acciones que correspondan.

Artículo 237º: Si al cumplirse el plazo con que cuenta el Tribunal de Cuentas para expedirse sobre la Cuenta de Inversión, quedaran rendiciones de cuentas correspondientes a ese período sin que hayan recibido su aprobación, solo por causas debidamente fundadas, el Tribunal de Cuentas podrá expedirse sobre las mismas hasta la presentación, por parte del Poder Ejecutivo, de la Cuenta de Inversión del ejercicio siguiente.

Transcurridos el plazo estipulado en el presente artículo, sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados.

SECCIÓN IV - Del juicio de responsabilidad

Artículo 238º: Los actos, hechos u omisiones de los agentes o funcionarios de la administración pública provincial, o la violación de las normas que regulan la gestión hacendal, susceptibles de producir un perjuicio para el patrimonio estatal, darán lugar al juicio de responsabilidad administrativa, que instruirá el Tribunal de Cuentas.

Dicho organismo actuará de oficio, cuando adquiera por sí la presunción o el conocimiento de la existencia de las aludidas irregularidades, o por denuncias formuladas por agentes, funcionarios o terceros.

Artículo 239: El juicio de responsabilidad administrativa tendrá por objeto:

  a)
Determinar la existencia de un perjuicio económico causado por la conducta de agentes de la administración;

  b)
Identificar a los responsables;

  c)
Determinar el monto del perjuicio en base al principio de reparación integral;

  d)
Condenar al responsable al pago del daño.

Artículo 240º: Los agentes de la administración que tengan conocimiento de irregularidades que hayan ocasionado o pudieren ocasionar perjuicios económicos al Estado, deberán comunicarlo a su superior jerárquico, quien lo pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas.

Si el imputado fuere el superior jerárquico del denunciante, la comunicación deberá efectuarse ante la autoridad inmediata superior.

El Tribunal de Cuentas podrá desestimar aquellas denuncias que, a su juicio, considere infundadas.

Artículo 241º: El procedimiento será ordenado por la sala respectiva y se iniciará con un sumario, que instruirá el Tribunal de Cuentas por conducto de su sector específico, o solicitar se instruya en la jurisdicción u organismo donde la irregularidad se haya detectado o donde revista el imputado o donde graviten las consecuencias de aquella.

El Tribunal de Cuentas podrá coordinar su actividad con la autoridad sumarial de la jurisdicción u organismo que competa, a fin de que el procedimiento esclarezca, a la vez, la responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad patrimonial en que se haya incurrido.

El sumario deberá sustanciarse en un plazo ordinario de sesenta días, prorrogable por causa justificada a criterio de la sala competente, hasta un máximo de ciento veinte días.

Artículo 242º: Concluido el sumario, el instructor emitirá su dictamen precisando los cargos a formular, debiendo, en su caso, individualizar a los responsables de la transgresión y elevar lo actuado al Tribunal de Cuentas por conducto de la sala que ordenó el juicio.

Artículo 243º: La sala dictará resolución, adoptando alguna de las alternativas siguientes:


a)Archivo de las actuaciones por considerar que no ha existido 
responsabilidad ni daño;


b)Ampliación del sumario; o


c)Emplazamiento por veinte días a los presuntos culpables, para que 
comparezcan y formulen su descargo.

Artículo 244º: Contestada la imputación, se procederá al análisis de la prueba ofrecida por el enjuiciado y todo otro elemento que se considere pertinente para la dilucidación de los hechos, trámite que deberá cumplirse en el término de treinta días.

Artículo 245º: Vencido el término probatorio, la sala deberá fallar dentro de los treinta días posteriores.

Artículo 246º: Si la resolución fuere condenatoria, fijará la suma que deba abonar el responsable, bajo apercibimiento que en caso de no satisfacerse el cargo dentro de los diez días de la notificación, se dará intervención a Fiscalía de Estado, para su ejecución judicial.

El fallo, una vez firme, constituye título ejecutivo hábil y suficiente para las acciones que correspondan.

Artículo 247º: Cuando del juicio de responsabilidad se compruebe que no se ha producido daño alguno para la hacienda pública, pero sí la existencia de procedimientos irregulares, el Tribunal podrá imponer multas graduadas con arreglo a lo previsto en el artículo 212, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias que adopten los superiores del imputado.

Artículo 248º: Si del procedimiento cumplido, surgiere la existencia de un delito de acción pública, el Tribunal de Cuentas formulará la denuncia correspondiente ante la justicia ordinaria, notificándole a la Fiscalía de Estado la actividad cumplida, radicación de la denuncia, con remisión de copias del legajo y antecedentes presentados en sede judicial.

Artículo 249º: El Tribunal de Cuentas reglamentará las distintas instancias del juicio de responsabilidad, pudiendo ampliar o reducir los plazos establecidos, por causa justificada.

SECCIÓN V - Recursos

Artículo 250º: Contra los fallos dictados por las salas en los juicios de cuentas y responsabilidad, procederá el recurso de apelación ante el tribunal plenario, el que deberá interponerse dentro de los diez días de notificada la resolución impugnada y fundamentarse en el mismo acto.

De la expresión de agravios se correrá traslado a la Fiscalía Jurídica del Tribunal, por igual término.

Será admisible el ofrecimiento de nuevas pruebas, a las que se dará el trámite que el presidente del Tribunal crea más conveniente, según las circunstancias y en ejercicio de sus facultades de mejor proveer.

Artículo 251º: Contra los fallos que dicte el Tribunal de Cuentas en plenario, en los juicios de cuentas y de responsabilidad, procederán los recursos establecidos y reglados en el Código Contencioso Administrativo de la Provincia.

Los fallos del Tribunal de Cuentas no serán ejecutables durante el término para recurrir y mientras se tramite el recurso.

SECCION VI - Disposiciones generales

Artículo 252º: El pronunciamiento del Tribunal de Cuentas será previo a toda acción judicial tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil de los agentes de la administración provincial sometidos a su jurisdicción.

Se exceptúan los casos en que mediare condena judicial por sentencia firme contra el Estado provincial, en los que el fallo respectivo que determine la responsabilidad civil de alguno de sus agentes, será título suficiente para promover contra el responsable las acciones que correspondan.

Artículo 253º: Los fallos definitivos del Tribunal de Cuentas, dictados en los juicios de responsabilidad y de cuentas, harán cosa juzgada y constituirán titulo ejecutivo suficiente y hábil para su ejecución judicial, por la vía del juicio de apremio que deducirá el Fiscal de Estado, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 81 de la Constitución Provincial.

CAPÍTULO III - OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 254º: Todos los plazos establecidos en la presente Ley, deberán computarse por días hábiles administrativos de funcionamiento para el Tribunal de Cuentas.

A este efecto, se lo faculta para determinar los períodos de las ferias durante las cuales aquellos quedarán suspendidos, por receso del organismo.

Artículo 255º: El control jerárquico de la gestión del Tribunal de Cuentas, será ejercido por el Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá en su seno con seis de sus miembros, cuatro de los cuales pertenecerán por partes iguales a sus respectivas Comisiones de Presupuesto y Hacienda, correspondiendo al Presidente doble voto en caso de empate.

La Presidencia de la Comisión será ejercida por periodos anuales ocupándose el cargo alternadamente por un miembro de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados y un miembro de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Senadores.

Serán sus competencias:


a)Aprobar el programa de acción anual de control externo a desarrollar por el 
Tribunal de Cuentas.


b)Requerir al Tribunal de Cuentas procedimientos especiales de Control 
posterior.


c)Analizar los informes periódicos de cumplimiento de programas o 
resultantes de la tarea propia de fiscalización que realice el Tribunal de 
Cuentas.


d)Analizar la memoria anual del Tribunal de Cuentas que deberá elevar antes 
del l° de mayo de cada año.

Artículo 256º: El producido de las multas que aplique el Tribunal de Cuentas a los agentes responsables, y todo otro ingreso que obtenga con motivo de su gestión, cualquiera fuere su origen, constituirán recursos de rentas generales.

Artículo 257º: En todo lo no previsto por esta Ley respecto al juicio de cuentas y juicio de responsabilidad, y en tanto sean compatibles, serán de aplicación las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, atinentes a: recusaciones y excusaciones, salvo el derecho de recusar sin causa; sobre actos y diligencias procesales y su documentación; notificaciones, plazos procesales, emplazamientos, traslados y vistas; audiencias, oficios, providencias y resoluciones; ineficacia de los actos procesales; de la prueba en general y de los medios de prueba; del allanamiento; de los incidentes y de lo normado para el juicio sumarísimo.

TÍTULO VI: DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 258º: Los Servicios Administrativo-Financieros previstos en el artículo 10 de esta Ley estarán a cargo de un director y un subdirector que deberán ser profesionales con título de contador público nacional.

Artículo 259º: En todo proyecto de decreto o de Ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del presupuesto general vigente, la composición de la deuda pública o tenga implicancia sobre el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al ministerio, secretaría de Estado u organismo correspondiente.

Artículo 260º: Las acciones administrativas que exijan refrendo ministerial se canalizarán a través de la cartera que competa de acuerdo a la ley de ministerios.

Artículo 261º: Los plazos establecidos en la presente Ley se calcularán en días hábiles administrativos, excepto los establecidos en el art. 254.

Artículo 262º: Cuando las Unidades Rectoras Centrales y el Órgano Coordinador se expidan haciendo uso de su potestad normativa dichas normas serán de aplicación para toda la hacienda pública. Cuando leyes especiales hayan definido procedimientos especiales de administración de la hacienda pública los mismos se interpretarán como tácitamente derogados y serán de aplicación los que surgen de esta ley y su reglamentación.

Artículo 263º: Las disposiciones del Artículo 169 de esta Ley se hacen extensivas a las liquidaciones de haberes a pasivos y a beneficiarios de la Ley Nro. 5.110.

Artículo 264º: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley. Dicha reglamentación especificará la normativa para la aplicación de las competencias y criterios establecidos en esta Ley y será de acatamiento para toda la hacienda pública. 

Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar e implementar gradualmente los términos y funcionalidades previstas para cada uno de los subsistemas de la presente Ley. Su vigencia dependerá en todos los casos de las disponibilidades financieras de la Provincia.

Los Artículos 200 a 257, ambos inclusive, que norman el accionar del Tribunal de Cuentas de la Provincia, serán reglamentados por el Poder Legislativo a propuesta de la Comisión Mixta creada por el Artículo 255.

Artículo 265º: Invítase a los Municipios y Comunas a adherir a la presente Ley.

Artículo 266º: Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar las excepciones en el cumplimiento de los requisitos fijados por la presente Ley para la ocupación de los cargos de las Unidades Rectoras Centrales a los funcionarios públicos que actualmente los ocupan. Su cumplimiento será obligatorio en el momento que los mismos deban ser nuevamente ocupados.

Artículo 267º: El Ministerio de Hacienda y Finanzas, en su facultad de órgano coordinador de los sistemas de administración, podrá, con autorización del Poder Ejecutivo, asumir por sí las facultades o mediante delegación las funciones de las Unidades Centrales Rectoras de los subsistemas que no puedan implementarse inicialmente, en las condiciones que establezca la reglamentación.

El Ministerio de Hacienda y Finanzas deberá proponer al Poder Ejecutivo luego de aprobada la presente Ley la adecuación gradual a su estructura orgánico funcional, la cual quedará sujeta a las restricciones y disponibilidades financieras de la provincia.

Artículo 268º: Las disposiciones de la ley 11696 tendrán prelación en su aplicación, durante el período de su vigencia, cuando exista conflicto interpretativo respecto de las disposiciones de la presente ley.

Artículo 269º: Las derogaciones enunciadas en el art. 270 solo serán efectivas en la medida que el Poder Ejecutivo implemente gradualmente la presente ley de acuerdo establece el art. 264 segundo párrafo.

Artículo 270º: Derógase el Decreto Ley 1757/56, ratificado por Ley 4815, y sus modificaciones Leyes 5617, 6089, 6592, 6594, 6863, 7080, 7159, 8171, los Artículos 1, 2, 3, 4, 5,6, 7, 8, 9, 11 y 12 de la Ley 10580 y la Ley 10801; el Artículo 4 de la Ley 3892, el Artículo 6 de la Ley 4077; las Leyes 5356 y 7866, sus modificatorias y prórrogas; las Leyes 9081, 9140, el Artículo 1 de la Ley 9428 y la Ley 9432.

Artículo 271º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dr. JUAN CARLOS MERCIER

MINISTRO DE HACIENDA Y FINANZAS
CARLOS A. REUTEMANN

GOBERNADOR DE SANTA FE

-
A las Comisiones de Presupuesto y Haciendia y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIASANCIONA CON FUERZA DE

L E Y:

Artículo 1°: Créase el denominado Precio Testigo de la Producción Láctea- PRETEPROLA- que tendrá vigencia en el territorio de la Provincia de Santa Fe y servirá de referencia para el productor lácteo con las modalidades que se establecen en los siguientes artículos.

Artículo 2°: Encomiéndase al M.A.G.I.C. la elaboración del PRETEPROLA para lo cuál convocará a los distintos sectores de la industria láctea: instituciones intermedias, usinas, productores, asociaciones, etc., un representante de cada Cámara Legislativa y técnicos del mencionado Ministerio.

Artículo 3°: Para su determinación se deberán integrar en una fórmula polinómica los costos de producción del sector: costos fijos, variables, insumos de relación directa, amortizaciones de todos los bienes que forman parte de la cadena productiva, margenes de utilidad y demás componentes.

Artículo 4°: La autoridad de aplicación establecerá tantos precios testigos como zonas productivas con características propias determine dentro del territorio provincial.

Artículo 5°: Asimismo se deberá establecer un precio testigo para una denominada “Unidad Económica”, la que variará según la zona que se trate, para lo cuál previamente se elaborará un mapa de producción. El mismo deberá incluir al menos dos niveles superiores a la determinada para la unidad económica utilizada para referenciar la producción a distintas escalas.

Artículo 6°: El precio creado en el artículo 1° no generará de por sí derecho a reclamo alguno al Poder Ejecutivo Provincial y servirá de referencia constante para el productor lácteo.

Artículo 7°: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente dentro de los sesenta (60) días de promulgada y dispondrá en la misma la periodicidad de elaboración del PRETEPROLA.

Artículo 8°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Señor Presidente:


Es de público conocimiento el duro momento por el que atraviesa la producción láctea de nuestra provincia, que se encuentra inmersa en un cuadro de incertidumbre, con precios que varían permanentemente como consecuencia de un sinfín de factores que llevan al productor a un estado de inseguridad que le impide conocer el márgen de utilidad de su esfuerzo y los costos de su producción, no pudiendo establecer parámetros entre sus ingresos y sus egresos, viéndose impedido de programar a futuro su inversión.


Es por ello que sugiero la creación de un precio testigo de la producción láctea, al que denominaremos PRETEPROLA y que ha de contemplar para su conformación todos los factores que inciden en la determinación del valor del litro de leche: costos fijos, variables, insumos, amortizaciones de bienes, utilidad, etc., arrojando en su promedio una cifra que ha de servir como parámetro para el productor lácteo.


Lamentablemente, en territorio de nuestra provincia, las grandes empresas concentradoras de la producción láctea sufren vaivenes económicos-financieros propios de su evolución, lo que las impulsa a cortar el hilo por lo más delgado: el precio que pagan a sus productores, sirviendos dichos ajustes para compensar problemas económicos que no pueden solucionar de otra forma, siendo entonces los productores reiteradamente la variable de ajuste-pato de la boda- con la consecuente incertidumbre que ello crea para quienes realizan esfuerzos denodados para entregar cada día su producción, la que a veces es medida con reglas ajenas al mercado de su actividad propiamente dicha.


La existencia de un Precio Testigo, elaborado por el MAGIC, no ha de generar derecho alguno para realizar reclamos por desfasajes al Poder Ejecutivo, pero si podrá ser utilizado, en base a sus fundamentos técnicos, para evitar la influencia de los grupos económicos, que determinan unilateralmente los precios solamente en base a sus beneficios corporativos. Del mismo modo, la existencia de “Unidades Económicas” determinadas por la realidad de la zona que se trate, ha de otorgar al PRETEPROLA la suficiente elasticidad como para que sea la expresión acabada y certera de una zona productiva, con diferenciaciones de otras zonas del territorio provincial.


Es fundamental dotar al productor lácteo de las herramientas que permitan ejercer la defensa de su producción, siendo este Precio Testigo de la Producción Láctea un avance en dicho sentido, al otorgarle el acabado conocimiento de las relaciones entre costo-venta, para evitarle sorpresas a futuro que a veces lo aniquilan economicamente.


Por los motivos expuestos precedentemente, sugiero a mis Pares aprueben el presente proyecto de ley.

Jorge R. Giorgetti

-
A las Comisiones de Industria y Comercio, de Agricultura y Ganadería y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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la cámara de diputados

r e s u e l v e :

1º) Disponer la limpieza, restauración y pintura del mobiliario y recinto de sesiones de esta Cámara de Diputados.

2º) Regístrese, comuníquese y archívese.

Señor Presidente:

Nadie puede negar la belleza arquitectónica de este recinto ni del vitreaux que lo techa, pero también debemos reconocer que los mismos se encuentran deteriorados y sucios al igual que el piso y las butacas que componen las bancas.

Ahora bien, el próximo 1 de mayo tendremos la visita del Sr. Gobernador en oportunidad de la apertura del 118º Período Ordinario de Sesiones, el primero del siglo y que mejor recibirlo con nuestra casa acorde a lo que como Institución representa. Por ello y en la sapiencia que mis Pares comparten mi sentir, solicito la aprobación del presente proyecto.

Ugalde - Foresi

-
A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
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LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

1º) Modificar el Art. 48 del Reglamento de esta Cámara, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 48:
Habrá diecisiete comisiones internas cuya denominación y composición será la siguiente:

Asuntos Constitucionales y Legislación General (once miembros).

Presupuesto y Hacienda (once miembros).

Asuntos Laborales, Gremiales y Previsión (once miembros).

Obras y Servicios Públicos (once miembros).

Salud Pública y Asistencia Social (nueve miembros).

Educación (nueve miembros).

Promoción Comunitaria (siete miembros).

Seguridad Social (siete miembros).

Asuntos Comunales (siete miembros).

Agricultura y Ganadería (siete miembros).

Industria y Comercio (siete miembros).

Transporte (siete miembros).

Vivienda y Urbanismo (siete miembros)

Cultura y Medios de Comunicación (siete miembros).

Juicio Político (siete miembros).

Derechos y Garantías (siete miembros).

Integración Regional y Mercosur (siete miembros).-“

2º) Incorpórase el Art. 65 Bis al Reglamento de esta Cámara:

“Artículo 65 Bis: Corresponde a la Comisión de Integración Regional y Mercosur, intervenir y dictaminar en todo lo referente a las relaciones de la Provincia con la Nación, otras Provincias, Naciones Extranjeras integrantes del Mercado Común del Sur, entidades y organismos internacionales con personería reconocida por la República Argentina, sean públicas o privadas, de carácter internacional o supranacional. 

Entenderá en todo lo referido a la intervención del Estado Provincial en foros y entidades regionales, nacionales e internacionales”.

3º) Regístrese, comuníquese y archívese.

Sr. Presidente:


En el actual escenario mundial, los procesos de integración regional entre diferentes estados se constituyen en motor de desarrollo de los pueblos involucrados. Esta integración no importa un mero agregado de partes, sino que procura una unidad común, las que subsisten y se articulan con interdependencia, y en permanente adaptación a los cambios políticos, jurídicos, institucionales, económicos y culturales Esta posibilidad de incorporarse al modelo de alianzas, que viene siendo práctica común en las últimas décadas, exhibe en la actualidad varios ejemplos de modelos jurídicos de integración, fundamentados en la necesidad de brindar una respuesta adecuada al creciente desafío que significa un contexto globalizado.-

La construcción de un espacio económico y político ampliado tienden a aumentar los márgenes de maniobra externa que cada Estado - Parte tendría por si solo, produciendo de esta manera un efecto sinérgico y contribuyendo a la formación de un nuevo paradigma estratégico de actuación: la regionalización.-

En este sentido, la política exterior de nuestro país da pasos concretos hacia la integración latinoamericana, con la firma, en la década del 80, de dos importantes Tratados: el de Montevideo que dio origen a la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) y el Tratado de Integración entre Argentina y Brasil de 1988, base sobre la cual se formó el Mercado Común del Sur, máxima expresión de nuestro sentido integracionista y como forma de superar la histórica fragmentación de nuestros países a fin de competir eficazmente en la economía mundial.-

La importancia creciente que reviste la formación del Bloque Mercosur se ve reflejada en el Congreso de la Nación, mediante la creación de la Comisión del Mercosur, de carácter permanente y como órgano de asesoramiento de la Honorable Cámara de Diputados.- 

Siguiendo idéntico camino, nuestra provincia junta a las de Formosa, Chaco, Misiones, Corrientes, Entre Ríos constituyen en 1984 la Comisión Nacional de Comercio Exterior del NEA-LITORA (CRECENEA-LITORAL) representada en la actualidad en el Foro de Gobernadores e integrada a su vez, con los gobiernos de los Estados de Matto Grosso do Sul, Paraná, Santa Catarina y Río Grande do Sud de la República Federativa del Brasil.-

A fines de 1997 queda constituido el Foro de Legisladores del CRECENEA-LITORAL, que mediante la Declaración de Santa Fe del 31/07/98 le asigna a los estados provinciales un rol protagónico en pro de una plena integración.-

Asimismo, en el marco de la Constitución Nacional sancionada en el año 1994 en su art.124, y con el ánimo de consolidar estos procesos de integración regional, se crea la “Región Centro de la Argentina” a partir de la firma por parte de los gobernadores de Córdoba y Santa Fe de un “Tratado de Integración Regional”, registrado por convenio N°896 del 25/08/98, y ratificado por Ley N° 11597 de la Provincia de Santa Fe y su respectiva de la Provincia de Córdoba.-

Dicho Tratado, en su artículo quinto, dispone como instancia deliberativa de la región una “Comisión Parlamentaria Conjunta” integrada por legisladores de ambas provincias.-

En su evolución natural y a fin de promover su dinamismo y eficiencia, dicha Región se ve enriquecida con la incorporación de la provincia de Entre Ríos a partir de la firma del Tratado correspondiente de fecha 06 de abril de 1999.- 

La plena integración de nuestra provincia reclama la creación de una Comisión de Integración regional y Mercosur, dotando a esta Honorable Cámara, de un instrumento permanente de asesoramiento y especialización, que además de sus funciones naturales, tenderá a la coordinación de las actividades de diferentes comisiones especiales, actuales y futuras, a fin de lograr una óptima utilización de los recursos humanos, económicos, etc..-

Por las razones expuestas y convencido de la necesidad creciente de incorporar dicha temática al ámbito de esta Cámara, solicito a mis pares se le dé aprobación.-

Bermúdez - Reutemann

-
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

vii

LA CÁMARA DE DIPUTADOS

R E S U E L V E :

1º) Establecer los terceros y cuartos miércoles de mes desde abril a noviembre inclusive para la realización de los ciclos auspiciados por esta Cámara “Diputados por un día”.

2º) Establécese con los distintos bloques políticos que integran el Cuerpo un cronograma de concurrencia de escuelas del ciclo secundario.

3º) El Presidente de cada sesión del ciclo “Diputados por un Día” será el Diputado organizador.

4º) Trasmitir en directo por Radio Nacional Santa Fe el debate de un proyecto, durante no más de treinta (30) minutos.

5º) Aféctase al personal de las Direcciones de Ceremonial y Prensa para la coordinación del ciclo.

6º) Regístrese, comuníquese y archívese.

Señor Presidente: 


El ciclo denominado “Diputados por un día” desde su implementación, cinco años atrás se constituyó en uno de los grandes logros de la Cámara de Diputados con el preciso objetivo de abrir las puertas del conocimiento legislativo al ámbito educativo y a la participación activa del estudiantado en la formación de leyes.

De esta manera los que serán en pocos años más los ciudadanos que deberán construir la grandeza del país y conformar una nueva clase dirigente a tono con la evolución y desarrollo institucional de la etapa iniciada en 1983, podrán palpar y conocer los elementos básicos de uno de los tres pilares del Estado republicano, en este caso el que tiene que ver con la representación de la gente.

Precisamente este ciclo pretende que los que pueden ser futuros representantes del pueblo, conozcan las herramientas en la formación de las leyes, el trabajo diario y la historia legislativa.

De allí que la actividad desarrollada en este ciclo, entre otras, es destacar la más importante, formación de leyes y a su vez exponer la experiencia práctica de cómo funciona el órgano legislativo: presentación de distintos proyectos de acuerdo a la técnica legislativa correcta y participación en un debate con las formas establecidas en el reglamento.

También se les permite a los participantes tratar en la legislatura los temas que son de su interés en presencia de uno o más legisladores que pueden rescatar la iniciativa e ingresarla al tratamiento del Cuerpo.

Por otra parte en la visita a la Cámara conocen la historia de nuestra Legislatura, sus características arquitectónicas, anécdotas de su historia y cómo se desarrolla el trabajo diario.

Además, hay que hacer notar que durante estos años han pasado por el recinto miles de alumnos, e incluso jubilados, que han participado del ciclo “Diputados por un día” y han logrado imponer el tratamiento de los temas que preocupan a la sociedad. 

Por todo ello, solicito a mis Pares que aprueben el presente proyecto de resolución.-

Di Pollina - Ugalde - Foresi - Favario

-
A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

viii

PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe declara su adhesión a la iniciativa del Poder Ejecutivo Provincial en relación a la construcción del puente Santa Fe-Paraná. 

Señor Presidente:

La realización de un puente alternativo, aledaño al Túnel Subfluvial Uranga-Silvestre Begnis, que una las ciudades de Paraná y Santa Fe, es una obra de vital importancia que serviría para evitar numerosos inconvenientes que la realidad refleja.

En este escenario se pueden citar a modo de ejemplo los siguientes items:

- Necesidad imperiosa de contar con una infraestructura adecuada para el enlace internacional a fin de potenciar las economías regionales y fundamentalmente sus protagonistas; las Pymes.

- Fortalecimiento del corredor bioceánico e integración a la Región Centro.

- Consolidación de las áreas metropolitanas de Santa Fe, Paraná y Santo Tomé.

Asimismo podemos mencionar como antecedente legislativo mediato el Proyecto de Comunicación presentado por los legisladores (M.C) Sara Pinasco de Julierac y Juan Carlos Mercier en el año 1997, donde solicitaban la ejecución de la obra antes mencionada, por encima de banderías y egoísmos políticos, situando correctamente una legitima demanda de la comunidad toda.

En tal sentido cabe mencionar el respaldo otorgado a esta iniciativa por el Centro Comercial de Santa Fe, la Unión Industrial y otras entidades similares.

Por las razones expuestas, solicito a mis pares se le de aprobación a este Proyecto de Declaración.


Paganini - Dalla Fontana - Pochettino - Molinas - Reutemann.

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

ix

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados declara de interés las II JORNADAS INTERNACIONALES DE CARDIOLOGÍA DEL LITORAL, a realizarse en la ciudad de Santa Fe los días 30, 31 de Marzo y 1 de Abril del año 2.000, en el Paraninfo de la Universidad Nacional del Litoral.

Señor Presidente:


Durante los días 30 y 31 de Marzo, y 1 de Abril se desarrollarán en la ciudad de Santa Fe, en el Paraninfo de la Universidad Nacional del Litoral, las II JORNADAS INTERNACIONALES DE CARDIOLOGÍA DEL LITORAL. Este evento tendrá características muy singulares, puesto que al mismo asistirán Profesionales de la Medicina de todo el País y del Extranjero, lo que junto a los temas que se abordarán en el mismo, harán que se constituya en una de las reuniones relacionadas con esta temática, más importante de la Argentina.


Entiendo que la Cámara de Diputados no puede estar ausente con su apoyo y promoción a estas actividades, que no sólo se circunscriben al desarrollo del conocimiento de un sector, sino que involucran a todos los habitantes. 

Todas las conclusiones y experiencias a que los médicos arriben en esta reunión, posteriormente causarán un beneficio directo a la población, dado que la problemática a tratar refiere a un tema ligado a la salud como lo son las enfermedades cardiovasculares.


Adjunto al presente el cronograma de actividades del Congreso, donde los señores Diputados podrán notar la diversidad de temas que se abordarán y la calidad y cantidad de profesionales intervinientes.

Por las razones expuestas, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

Raúl Molinas

-
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

SR. GALARETTO.- Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la próxima sesión.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Galaretto.

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

x

PROYECTO DE DECLARACIÓN

 EÍ "dxxi congreso ordinario de la federación universitaria argentina" 
La Cámara de Diputados declara de interés el XXI CONGRESO ORDINARIO DE LA FEDERACIÓN UNIVERSITARIA ARGENTINA (F.U.A.), que se realizará en la ciudad de Santa Fe del 17 al 18 de Marzo de 2.000, en las instalaciones de la Universidad Tecnológica Nacional y la Ciudad Universitaria de la Universidad Nacional del Litoral.

Señor Presidente:


Nuevamente la ciudad de Santa Fe será sede del Congreso Ordinario de la F.U.A., donde estudiantes de todas las Universidades del País se reunirán para debatir sobre la educación y el contexto donde se enmarca. Al respecto y para brindar mayor información sobre los detalles del mismo, adjunto al presente copia de la nota que me enviara el Presidente de la F.U.A.


Mucha historia encierra este encuentro, que con el correr de los años albergó a muchos dirigentes políticos que hoy están ocupando cargos y otros que pasaron dejando el recuerdo vivo de los que dieron todo por la lucha estudiantil en la búsqueda de la igualdad de derechos y la conquista de la democracia.


El movimiento estudiantil siempre estuvo comprometido con la lucha por la educación popular y constituyó en su tránsito por la historia un brazo solidario y representativo de los intereses de las mayorías populares.


Cada nuevo encuentro revive esa actitud desafiante y comprometida con los ideales de libertad que los inspiradores de la Reforma Universitaria de 1.918 decían a la Juventud Argentina y de América en algunos de los párrafos de aquel manifiesto liminar: “Desde hoy contamos para el País una vergüenza menos y una libertad más. Los dolores que quedan son las libertades que faltan”.


Aquella rebeldía violenta que se desatara en Córdoba en contra de la decadencia que mediocrizaba la enseñanza universitaria y reclamaba democracia y autonomía, hoy se ve representada con el firme compromiso democrático del movimiento estudiantil de seguir defendiendo y luchando por mantener aquellos principios que promovieron los estudiantes de 1918.


En honor a aquellas viejas luchas estudiantiles por la reivindicación de sus derechos y a las que tienen y tendrán que afrontar por estos tiempos, es que creo que la Cámara de Diputados no puede estar ausente en este acontecimiento. Para lo cual solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de declaración, que en lo personal desearía que represente un testimonio vivo de que una vez más desde nuestra provincia se escuchará la voz de los jóvenes.

Raúl Molinas

-
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

SR. GALARETTO.- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Minsterio de Salud y Medio Ambiente, proceda a la entrega de una ambulancia para la Municipalidad de Avellandea, Dpto. Gral. Obligado.-

Señor Presidente :

Motiva el presente pedido el hecho que la ambulancia con que contaba la Municipalidad de Avellaneda, tanto para el traslado de pacientes como para casos de accidentes, se encuentra en este momento en reparación y sin posibilidad de uso desde hace algún tiempo.

Es importante destacar que la unidad, cuando se encontraba en funcionamiento, hacía un promedio de 10 viajes por día, transportando a enfermos y accidentados hacia centros de mayor complejidad. 

No se debe perder de vista que, en última instancia, está en juego la salud e integridad de aquellos pacientes que necesitan ser trasladados y que debido a la inoperancia en que se encuentra la unidad no pueden acceder a este derecho.

Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares de esta Cámara la aprobación del presente proyecto.-

Schpeir - Pezz - Galaretto

-
A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

xii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, otorgue un subsidio a la escuela Nº 1288 “Fray Antonio Rossi” de la ciudad de Reconquista.

Señor Presidente:


La escuela Nº 1288 “Fray Antonio Rossi” de Barrio Carmen Luisa, de Reconquista, está situada hacia el sector sur de la ciudad, con una matrÍcula de 530 alumnos provenientes de hogares humildes con padres desocupados o sub-ocupados (peones de albañil, changarines).


El edificio escolar está formado por cinco aulas, cuatro de ellas pertenecientes a la estructura propia del establecimiento, la quinta es un espacio físico cedido por la vecinal del barrio. Asimismo estas aulas, no son apropiadas para el desarrollo de las actividades escolares, ya que son ambientes pequeños, con poca ventilación, escasa iluminación, sin piso, paredes con grietas y por ende con un alto porcentaje de humedad en los ambientes.


Dicha escuela esta inserta en un barrio joven, en donde las familias por su nivel cultural, sub-ocupación y pobreza, tienen muchos hijos, lo cual trae aparejado un incremento en la cantidad de alumnos que ingresan a la misma.


La solicitud de apoyo económico se fundamenta en la necesidad de equipar a la escuela con mayor infraestructura en las aulas, tanto en el mantenimiento de insumos (tinta de impresoras, disquettes, papel, etc.) y terminación de dos salones (instalación eléctrica, piso, reboques, aberturas, rejas, cerraduras y vidrios).


Asimismo, es dable destacar que los salones serán indispensables para el desarrollo del Centro Tecnológico Comunitario, generador de tecnologías actuales que permitirá capacitar al niño, joven o adulto e insertarlo en igualdad de oportunidades en este restringido mercado laboral.


Por los argumentos expuestos, y confiando en el atinado juicio de los Señores Diputados, solicito la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Francisco Sellares

-
A la Comisión de Educación.

xiii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección de Hidráulica de la Provincia, sugiera a los Comités de Cuenca de las zonas en donde no se produzcan emergencias hídricas, la suspensión del cobro de cuotas por seis (6) meses, en atención a la difícil situación que padecen masivamente los productores agropecuarios.

Señor Presidente:

Es por todos conocida la situación critica que atraviesan la mayoría de los productores agropecuarios, como lo es la del sector público que ve restringida sus posibilidades de asistencia en la emergencia.

Estas realidades aconsejan la búsqueda de todos y cada uno de los mecanismos posibles para superar la emergencia y entre ellos se inscribe el pedido o sugerencia de colaboración a los Comités de Cuenca que, solidariamente han sumado sus esfuerzos para posibilitar la instrumentación de programas hídricos que tienen por destinatario final al conjunto de la comunidad.

Por las razones expuestas, y las que se expondrán en ocasión de la consideración del presente proyecto, es que solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.

Oscar Ritter

-
A las Comisiones de Asuntos Comunales y de Agricultura y Ganadería.
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PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de Vialidad, proceda a la evaluación, presupuestación e inclusión en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del año 2000, la obra de re- pavimentación de la Ruta Provincial N°6, en el tramo que atraviesa la planta urbana de San Carlos Norte.

Señor Presidente:

En la actualidad el tramo de la Ruta Provincial N°6 que atraviesa la planta urbana de San Carlos Norte, presenta un nivel de deterioro que genera serias dificultades para el tránsito e incorpora factores de riesgo para quienes circulan en la mencionada vía.

Ante estas circunstancias, consideramos necesario que se proceda a la evaluación técnica de la situación, la presupuestación de las obras de reparación necesarias y la inclusión de las sumas necesarias en el plan de obras públicas del corriente año.

Quienes conocen esta ruta y la zona que atraviesa pueden verificar la situación de este camino, y la necesidad de su reparación.

Por las razones expuestas, se solicita a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.

Oscar Ritter

-
A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos.

xv

PROYECTO DE COMUNICACION


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Empresa Provincial de la Energía, arbitre las medidas necesarias a los fines de realizar una interconexión entre la Estación Transformadora de Puerto Tirol (Chaco), con la localidad de Las Toscas (Santa Fe), de manera tal de permitir una vía alternativa de provisión de energía eléctrica en el norte de nuestra provincia.

Señor Presidente:


En la actualidad la región norte de la provincia, desde Vera hasta Florencia, recibe la provisión eléctrica a partir de la Estación Transformadora de la localidad de Romang, desde donde se realiza la bajada del Sistema Interconectado Nacional de 500 KV. transformándolo a la línea de 132 KV, y desde allí se abastece a toda esta región.


Es evidente que ante una falla en esta estación o en la línea de 132 KV, toda la región se ve privada de este vital suministro, lo que si bien resulta un inconveniente para el consumo domiciliario, afecta de manera mucho mas preocupante a los sectores de la producción.


Es de destacar que en el norte de nuestra provincia se encuentran radicadas numerosas industrias agroalimentarias, las que en un gran numero se dedican a la exportación, las que en el rubro de carnes tanto vacunas como avícolas, deben enviar sus productos congelados, y ello es imposible sin energía eléctrica


La interconexión con la Estación Transformadora de Puerto Tirol en la vecina provincia del Chaco con la ciudad de Las Toscas al norte de nuestra provincia, constituiría una vía alternativa de provisión que vendría a sustituir la provisión del fluido ante la eventualidad de fallas en el actual sistema.


Este pedido ha ocupado la atención de los Municipios de la región, y en tal sentido se han pronunciado las autoridades de varias localidades, como así también constituye una inquietud principal de las entidades de la producción y el trabajo de la región.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares su voto favorable a esta iniciativa.

Federico Pezz

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

xvi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda, con relación al Programa de Caminos Provinciales (Ley 11.481), Informe:

Si está previsto el llamado a licitación para la pavimentación de la Ruta Provincial Nº 3, en tal caso para cuando; y en qué estado se encuentran las tramitaciones oficiales tendientes a cumplimentar éste objetivo.

Señor Presidente:

Las razones por las cuáles se vería con agrado algún tipo de definiciones positivas con respecto a la pavimentación de la Ruta Provincial Nº 3, con 160 Km. de extensión, es que sería de fundamental importancia para el desarrollo y el despegue económico de todas las localidades del Norte del departamento Vera que viven de la explotación forestal, ganadera y algo de agricultura. Como se podrá suponer no pueden los productores hacer un uso programado de sus actividades ya que es imposible luchar contra las inclemencias del impredecible clima; ésto agrava aún más la situación social del norte ya que este no escapa a las generales de la actualidad y reduce considerablemente las posibilidades de trabajo en las zonas, produciendo el tan famoso éxodo no querido por las autoridades tanto nacionales como provinciales a las grandes concentraciones urbanas que no hacen más que trasladar geográficamente el problema de la desocupación.

Por último, como sabemos que las grandes obras comienzan con un primer paso consideramos que los primeros 42,5 Km de pavimentación que es el tramo que une ( Vera- Guaycurú), cumpliría una significativa función social, tal es así que en épocas verdaderamente duras para la zona como fue, por ejemplo cuando se sufrió el mencionado Fenómeno del Niño, todas las localidades que están enclavadas a la vera de la mencionada ruta, quedaron en el más absoluto aislamiento, pudiendo llegar a recoger enfermos, ancianos o criaturas, solamente por medios aéreos.

Por las razones expuestas, solicito a los señores diputados provinciales la aprobación del presente pedido de informe. 

Analía Schpeir

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

xvii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda arbitre las medidas necesarias tendientes a declarar “Patrimonio Histórico Cultural” al museo de piezas que pertenecían al ferrocarril, en la localidad de Vera, departamento Vera.

Señor Presidente:

Considerando la fuerte relación histórica que mantiene todo lo que fue el ferrocarril, para nuestra ciudad, y nuestro departamento, ya que la misma fue trazada a la vera del ramal ferroviario que en sus inicios se denominó La Curva, es que fundamento este pedido de declaración.

Un grupo de ex-trabajadores ferroviarios rescataron material de mucho valor histórico, convirtiendo el mismo en un museo, que funciona en un local denominado La Fraternidad, ubicado en la localidad de Vera.

Cabe destacar que permanentemente visitan este pequeño Museo las escuelas primarias tanto de la localidad como de localidades vecinas, y de ésta manera contribuyen a que nuestra sociedad no pierda el valor de lo que fue el ferrocarril para nuestra ciudad.

Por las razones expuestas, solicito a los señores diputados la aprobación del mencionado proyecto de comunicación.

Analía Schpeir

-
A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

xviii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia, proceda a informar y/o enviar:

1º - Si le consta que el Sr. Juez Vocal de la Cámara de Apelación en lo Penal, Dr. Agustín Basso, elevó con fecha 29-11-99 una nota al Presidente de la misma, Dr. Elbio Franchini, donde le manifestaba su preocupación por la excesiva demora en el trámite de causas que despiertan “interés por la trascendencia social, en razón que en ellas se involucra a personajes que han pertenecido o pertenecen a los distintos poderes del Estado Provincial”.-

2º - Por qué motivos, causas con más de una década de trámite aún no han sido resueltas, como las que involucran a los ex-gobernadores Aurelio Martínez y Antonio Vanrell.-

3º - Si es cierto que “otras (causas) en las que se encuentran denunciados un Ministro de la Corte, un Juez y una Secretaria, abogados - varios - y el Pro Secretario Técnico de la Corte, no han tenido trámite ante el Juzgado de Instrucción donde radican, no obstante que el requerimiento de instrucción por parte del Agente Fiscal - en su caso - lleva fecha de hace mucho tiempo y en ambos se decretó la instrucción del sumario en diciembre del año 1998”.-

4º - Si es cierto que existe denuncia penal formulada en noviembre de 1.992 por el entonces Juez Dr. Ruben Orlando Decoud contra el Juez Dr. García Porta, e ingresada a la Corte Suprema de Justicia el 28-03-94.-

5º - Si es cierto que en el informe emitido por el Secretario de Gobierno de la Corte Suprema obrante en el Expediente “Ruben O. Decoud solicita fotocopias” (Expte. 23/94) - “Decoud Ruben Orlando s/Denuncia” (Expte. 1627/99), aquel afirma que los motivos de esa denuncia subsisten. En tal caso, infórmese el estado del trámite de la denuncia.-

6º - En los supuestos de respuestas afirmativas para los Puntos 1, 3, 4 y 5, qué acciones inició la Corte Suprema de Justicia en uso de sus facultades establecidas en los Incisos 9º) y 10º) del Artículo 19º de la Ley 10.160.-

7º - En tal caso, qué medidas implimentó o implementará la Corte Suprema de Justicia para hacer cumplir la Ley, administrando justicia en tiempo y forma, y acorde a derecho.-

8º - Fotocopia de todos los expedientes administrativos tramitados en esa Corte Suprema de Justicia, y surgidos de los hechos mencionados up supra.-

Señor Presidente:

La preocupación por consolidar el estado de derecho a través - entre otras cuestiones - de fortalecer un Poder Judicial independiente y éticamente incuestionable, se expande a medida que la democracia crece y mejora, y la opinión pública se torna más exigente.-

A fines del año pasado, a raíz de la publicación en el Diario “El Litoral” de los resultados de una encuesta realizada por el Gobierno acerca de la imágen pública de la justicia penal, y más allá del resultado de la misma, se manifestaron a favor y en contra una serie de opiniones que, evaluadas hoy, tienen todas alguna dosis de verdad y genuina preocupación por el desarrollo de la Justicia.-

Una de esas voces que reaccionaron ante ello, sin hacerse oír públicamente, habría elevado una nota al Presidente de la Cámara de Apelación en lo Penal, manifestando su preocupación al respecto.-

Además de lo entrecomillado en la parte resolutiva del presente, el Dr. Agustín Basso afirmaría que “el transcurso del tiempo nos ha indicado que todavía no han sido resueltas ni siquiera en la instrucción causas que se identifican porque en ellas se ventila lo que se denomina “industria del juicio” por demandas contra la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, y después de mucho tiempo ya se han remitido a aquél juez por razones de conexidad, nuevas causas por hechos que se generan en reclamos administrativos”.-

“Los medios han informado reiteradamente - continúaría - que para que comparezca a prestar declaración indagatoria el ex diputado nacional, a la vez que ex Secretario de Cultura de la Provincia, se lo citó en varias ocasiones no concurriendo a las mismas, y lo hizo después de dos años que dejó el cargo”.-

La presentación finalizaría manifestando que “esta situación preocupante ... hace que me dirija a Ud. y por su intermedio al cuerpo que preside, a los efectos de que se arbitren los medios necesarios conducentes a la pronta investigación, tramitación y finiquito de todas las causas que exhiban un interés social”.-

Sumado a ésto, ha trascendido documental consistente en expedientes judiciales que demostrarían la existencia de más de seis años de mora en la Corte Suprema de Justicia en la tramitación de sumarios administrativos originados en denuncias penales contra un Juez de Instrucción, y que eventualmente podría implicar un nuevo juego de intereses cruzados entre un miembro de la Corte y el citado Juez.-

Ante el preocupante deterioro de la imágen pública del Poder Judicial, lo que indudablemente lesiona la credibilidad del pueblo en las Instituciones de la Democracia, y dado el importante recordatorio de hechos puntuales que indicarían repudiables connivencias entre estamentos del poder que contribuirían a desprestigiar aún más al Poder Judicial, entendemos necesario que el Gobierno del Poder Judicial informe a los representantes del pueblo, y a la opinión pública en general, las medidas tomadas para administrar justicia en tiempo y forma y recuperar tanto imágen pública como credibilidad ciudadana.-

Alfredo Cecchi

-
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de dos sesiones.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Cecchi

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xix

PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud, informe:

Si –a la fecha- se han adoptado o, en su caso, si se adoptarán medidas preventivas para combatir la gripe durante el invierno 2000. En caso afirmativo, se hará saber en que consisten las medidas. 

Si está prevista una campaña de vacunación destinada a los habitantes de nuestra provincia.

Si se ha previsto una campaña de información y publicidad masiva, acerca de los beneficios de la vacunación contra la gripe, destinada fundamentalmente para la población de riesgo (cardíacos, asmáticos, diabéticos y mayores de 65 años). En su caso, en que consiste tal campaña.

Si existen estadísticas de años anteriores, con remisión de las existentes.

Señor Presidente:

Durante el invierno europeo del año en curso la gripe causó estragos, colapsando prácticamente el sistema sanitario de países como Gran Bretaña, Francia e Italia. Según informe brindado por la Organización Mundial de la Salud, dicha situación se debió “al uso insuficiente de la vacuna” por parte de la población, siendo ello la causa hipotética de la expansión de la epidemia en el invierno boreal.

En nuestro país, hace aproximadamente dos años se presentó un cuadro importante de gripe, cuando una epidemia produjo un aumento de internaciones en terapia intensiva y casos de neumonía. Por ello es que, atento al antecedente europeo, la gripe no debería sorprendernos en este invierno.

Desde el otoño –oportunidad en que las condiciones climáticas son adecuadas-, según aconsejan por organismos especializados, se debería emprender una campaña de vacunación contra la gripe, fundamentalmente para la población en riesgo (cardíacos, diabéticos, asmáticos y mayores de 65 años). 

Por tal motivo, es que se quiere indagar acerca de las campañas que han previsto las autoridades sanitarias de nuestra provincia para prevenir un posible flagelo.

Por los argumentos expuestos, solicito la aprobación de este pedido de informes.

Basaldella - Galaretto - Pezz

-
A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

xx

PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, arbitre las medidas necesarias para garantizar un mayor nivel de seguridad en el Hospital José María Cullen de la ciudad de Santa Fe, ya sea con la instalación permanente de un destacamento policial en su edificio o incrementando los controles de ingreso a dicho nosocomio.

Señor Presidente:


Elevo a consideración de este Cuerpo el presente proyecto de Comunicación haciéndome eco de los lamentables acontecimientos que son de público conocimiento acaecidos en el Hospital José María Cullen de la ciudad de Santa Fe, donde el familiar de un paciente internado en terapia intensiva ingresó al edificio haciendo uso de un arma de fuego, disparando consecutivas veces .


Este episodio de violencia se suma a otros que son de vieja data dentro del Hospital, donde las manifestaciones de violencia son corrientes revistiendo mayor o menor gravedad, lo que produce la preocupación del personal que son víctimas de amenazas, agresiones verbales y físicas y que es menester revertir a la brevedad posible.


Campo propicio para este tipo de manifestaciones lo constituye el cuantioso caudal de personas que transitan por el edificio, concretamente por la mañana ingresan entre 700 y 800 personas, entre los pacientes que asisten a consultorios externos y a estudios especiales, lo que torna imposible un registro particular de cada uno. No obstante el personal del Hospital ha incrementado los monitoreos que se realizan y se ha dispuesto que por paciente internado, sobre un total de 300 camas, ingresen hasta dos personas en horario de visita, constituyendo esta medida una actitud poco popular pero necesaria.


No obstante este esfuerzo realizado, se deduce la necesidad de que las fuerzas del orden incrementen su accionar dentro del Hospital Cullen, sugiriendo a través de este proyecto que se instale un destacamento permanente de agentes de seguridad para mejor contralor del área, o en su defecto se arbitren medidas que garanticen mayor protección policial externa e interna.

Jorge Giorgetti

-
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

xxi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las contrataciones que efectuara la administración con la llamada Red Link, a través del Nuevo Banco de Santa Fe S.A., para el pago a los empleados de la Provincia y a los pasivos:

Indicar el número total de activos y pasivos incorporados al sistema de pago por medio de cajeros automáticos, adicionando información sobre los planes de incorporación a este sistema.

Dar cuenta de los mecanismos seguidos para la apertura de cuentas de ahorro, a nombre de los empleados, en el Nuevo Banco de Santa Fe, indicando si se ha procedido a solicitar la conformidad previa de activos y pasivos para la apertura de dicha cuenta. En caso de no haberse procedido de este modo indicar los fundamentos legales en los que se sustenta la apertura de dichas cuentas, adjuntando copia de los dictámenes producidos sobre el tema por las Asesorías Letradas actuantes y por la Fiscalía de Estado.

Informar sobre los montos mensuales pagados (por agente y total) por la provincia para la apertura y sostenimiento de dichas cuentas de ahorro. En caso de que la apertura de las cuentas se haya producido con cargo a los activos y pasivos indicarlo.

Considerando que el sistema de cajeros automáticos no pertenece al Nuevo Banco de Santa Fe S.A., sino a otra tercera empresa con la que éste ha contratado, indicar los mecanismos de selección de ofertas utilizados en el marco de la Ley de Contabilidad, las ofertas recibidas y el resultado de los cotejos de precios y servicios realizados.

Enumerar las ventajas para la administración que derivan del nuevo sistema de pagos utilizado, indicando de que modo se garantiza el cobro por parte de los activos y pasivos, en que momento éstos dan su conformidad y firman el recibo de cobro; que seguridad de cobrar les brinda la Provincia a quienes deben hacerlo y ante errores de funcionamiento de los cajeros automáticos y/o carencia de papel moneda en los mismos no puedan hacerlo una vez que han sido registradas las operaciones de extracción.

Indicar si en el caso de pasivos, se ha procedido a designar, de oficio, apoderados de los mismos, sin la conformidad o consulta.

Señor Presidente:

Buena parte de los activos y pasivos de la administración pública provincial y del Poder Judicial, se han visto obligados a cobrar por medio de cajeros automáticos de la red Link, sin cargo para los activos, en caso de que cobren en el nuevo Banco de Santa Fe S.A. o con pagos de comisiones en caso de utilizar cajeros instalados en otras instituciones.

La situación de los pasivos es preocupante, ya que a este nuevo sistema se ha sumado un descuento en sus haberes de seis pesos ($6,00) que deteriora aún más sus magros ingresos y además se les han adicionado dificultades en la operación de los cajeros automáticos cuyo funcionamiento no entienden generando situaciones de angustia innecesarias.

Existen tres aspectos cuya comprensión resulta dificultosa, primero cual es la ventaja de este sistema para la Provincia, cuyo costo estimado será superior los $600.000 mensuales, esto es $7.200.000 por año, es decir un monto equivalente al que gastará la Provincia para hacer obras como el Puente Colgante de la ciudad de Santa Fe, para la que ha recurrido al endeudamiento. Es decir cada año le aportaremos al nuevo banco un puente.

La segunda cuestión es la forma compulsiva adoptada para obligar a los activos y pasivos a convertirse en clientes del Nuevo Banco de Santa Fe, sin que medie consulta, y menos aún conformidad, de aquellos que por decisión de algún funcionario tienen ahora una cuenta a su nombre en el Banco. En este aspecto queremos ser claros: nuestra interpretación es que esta decisión excede las facultades de los funcionarios que han adoptado decisiones que solo le competen a las personas que han pasado a ser titulares de cuentas de ahorro.

De igual modo resulta sorprendente que el Banco haya procedido a la apertura de cuentas sin la conformidad de quienes serán, de facto, sus futuros clientes.

Por último, y sin perjuicio de que el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., como consecuencia de la ley de liquidación del Banco Provincial, se haya convertido en agente financiero de la Provincia, no reviste igual carácter la llamada Red Link, que sirve a otras instituciones y pertenece a otra empresa distinta al Nuevo Banco de Santa Fe S.A.

Aquí se presentan dos situaciones, por una parte se omite respetar el carácter de agente financiero del Nuevo Banco de Santa Fe, que solo comercializa una red de cajeros ajena, y por otra se procede a la contratación directa, sin utilizar los mecanismos que ordena la ley de contabilidad.

Podríamos extendernos en consideraciones, más aún en momentos en que la Provincia dice encontrarse en emergencia, sin recursos propios y en estado de queja respecto de la remisión de recursos nacionales, pero consideramos suficiente lo expuesto, que pretende obtener una explicación razonable para esto que parece más un negocio de interés para el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. :A. y para la Red Link, sin beneficios aparentes para la Provincia.

Por las razones expuestas, le solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Ritter - Zogbi - Tate - D´Ambrosio

-
A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Solicito que el proyecto anteriormente leído por Secretaría sea remitido también a la Comisión de Seguridad Social.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si no hay oposición del Cuerpo, así se hará señor diputado.

-
Asentimiento.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xxii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de Vialidad, arbitre las medidas necesarias para la inclusión en el Plan de Obras Públicas para el año 2000, del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para dicho ejercicio, de la construcción de dársenas para el estacionamiento de camiones y vehículos para el transporte de leche, ubicadas en los kilómetros 198-Oeste; 200-Oeste¸205,5-Oeste; 208,5-Oeste y límite con Colonia Sarmiento; 212-Oeste; 215-Oeste; 220,5-Oeste 223-Oeste y 224- Norte de la Ruta Provincial N° 10 – tramo Sarmiento-Felicia-Nuevo Torino, que posibilite el estacionamiento sin riesgos de los camiones recolectores de leche en los días de lluvia.

Señor Presidente:

La traza recorrida por la Ruta Provincial N°10 en el tramo que une a Nuevo Torino con Felicia y Sarmiento sirve de comunicación para una importante cantidad de productores lecheros que, en conjunto entregan alrededor de 200.000 lt. diarios de producción.

En días de lluvia, cuando los camiones recolectores no pueden acercarse a los establecimientos productores por estar intransitables para ellos los caminos de tierra, deben proceder a la recolección en puntos predeterminados, normalmente en la intersección de caminos rurales con la Ruta Provincial N°10 y proceder allí al transbordo de la leche.

La carencia de dársenas para el estacionamiento de camiones obliga a éstos a hacerlo sobre la calzada entorpeciendo el tránsito y aumentando sensiblemente los riesgos de accidentes.

Los Presidentes Comunales de Felicia y Sarmiento se han mostrado particularmente preocupados por tal situación, inquietud que es compartida por toda la comunidad, especialmente por los productores lecheros y las empresas lácteas que operan en la zona.

Existe coincidencia entre todos de que los problemas actuales podrían tener solución con una inversión reducida, si se construyeran dársenas para el estacionamiento de camiones y carros lecheros, en lugares adecuados, y en función de ello se han permitido sugerir estos sitios, según se consigna en el plano y nota adjunta y en el presente proyecto.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Oscar Ritter

-
A las Comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

xxiii

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Subsecretaría de Medio Ambiente, informe sobre los siguientes aspectos:

Estado de avance de los proyectos u obras vinculadas al tratamiento de efluentes líquidos industriales y cloacales de la ciudad de Rafaela, que derivan en los canales colectores Norte y Sur de desagües pluviales, industriales y cloacales de dicha ciudad y plazos con que contaban las empresas para su ejecución. Opinión de la Subsecretaría sobre los proyectos para el tratamiento de los efluentes.

Indicar si los proyectos u obras se realizan sobre la base de los cronogramas establecidos o comprometidos.

Informar sobre las acciones desarrolladas por esa Subsecretaría tendientes a evitar la contaminación.

Resultados obtenidos con los relevamientos ordenados por la justicia federal en los cursos citados.

Señor Presidente:

El saneamiento de los canales colectores Norte y Sur de desagües pluviales, industriales y cloacales de la ciudad de Rafaela son canalizado directamente, sin tratamiento alguno, a los arroyos de la zona, afluentes del Cululú, tributario del Río Salado en su cuenca inferior.

El 14 de noviembre de 1992, el Dr. Fernando Ferrer, Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial N°5 en lo Penal de Faltas produjo un fallo por el cual otorgaba a las empresas integrantes de una Unión Transitoria de Empresas (UTE) un plazo perentorio de 22 meses, prorrogables por diez (10) más, a partir de la notificación del resolutorio, para concretar hasta su total terminación y puesta en funcionamiento las obras necesarias para el tratamiento secundario de sus efluentes.

A la fecha, luego de transcurridos 26 años de estar fuera de la Ley ( a contar desde la sanción de la Ley N°6916) y, a casi siete (7) años de haber fallado la justicia como lo hizo en 1992, las empresas continúan en un estado de impunidad, solo interrumpida por algunas multas aplicadas que se convirtieron en sanciones económicas equivalentes a permisos para contaminar.

La continuidad de la contaminación resulta verificable si se observan las cuencas de los canales Norte y Sur de Rafaela, la Cañada de Felicia Sur (también conocido por Las Palomas y las Prusianas respectivamente).

En dichos cursos la situación es de muerte biológica total, ya que no presentan signos de vida ictícola alguna, siendo, de acuerdo a informes de la ex-DIGSAER. Y por análisis de sus aguas efectuados por el CERIDE, cursos de agua sin oxígeno disuelto o con presencia elevada de elementos pesados como son el cromo, plomo, arsénico y mercurio.

La intervención judicial no se limitó al juzgado antes citado, sino que la Comuna de Humbolt realizó una presentación ante la justicia federal, por entender que en los cursos existían residuos peligrosos, por lo que fue ordenado un relevamiento de la cuenca inferior y del Río Salado y del Cululú. Es de destacar que la Provincia afectó fondos para esta tarea a fines de 1998, pero, lamentablemente, desconocemos los resultados de las verificaciones practicadas.

Resultaría demasiado extenso relatar lo acontecido a partir del fallo del Dr. Ferrer, pero su incumplimiento ha demostrado las falencias de los poderes públicos para aplicar con efectividad la ley y garantizar el cumplimiento de ordenes judiciales.

Se han vencido todos los plazos determinados por un fallo de la justicia sin que se logren soluciones que la comunidad reclama.

Creemos que en este sentido, el Estado le debe explicaciones a la gente, estando además obligado a implementar las medidas necesarias y afectar los recursos para la solución de estos problemas que están generando situaciones de deterioro irreversibles en los cursos de agua y en el ambiente, con los consiguientes riesgos y perjuicios para la salud pública.

Tenemos la convicción de que los plazos para que la Provincia actúe se han agotado, y corresponde en consecuencia aprobar, en esta instancia, el presente pedido de informes, para avanzar hacia las soluciones una vez obtenidas las informaciones requeridas a los organismos técnicos provinciales.

Por las razones expuestas, requerimos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Oscar Ritter

-
A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

xxiv

PROYECTO DE COMUNICACION

 EÍ "cdictámenes de fiscalía de estado relativos al BANCO de Santa Fe" 
La Cámara de Diputados, se dirige al Poder Ejecutivo, a los fines que se sirva informar lo siguiente:

1) Si es de su conocimiento que en los dictámenes de Fiscalía de Estado Nº 1.277 del 18-09-97 coincidente con los dictámenes Nº 419/98 y 706/98, la Fiscal dictaminó que “el Banco de Santa Fe SAPEM asume la naturaleza de Ente Público”.

2) Si es de su conocimiento que el dictamen formulado en el expediente Nº 00301-0040922-9 de fecha 29 de diciembre de 1.998, glosado a autos caratulados “Guastavino, Pablo J. c/ Banco de Santa Fe SAPEM s/ Pedido de Quiebra”- expte. nº 6 - año 2000, tramitados ante el Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial de la Sexta Nominación de Santa Fe, la Fiscal de Estado dictamina que la precitada sociedad está sometida a las disposiciones de Sociedades Comerciales ley 19.550.

3) Si no entiende que los criterios contradictorios expuestos por la Fiscal de Estado, han perjudicado los intereses de la Provincia en el proceso de privatización del Banco de Santa Fe SAPEM.

4) Si el dictado del Decreto nº 1.580/98 contó con dictamen previo de la Fiscalía de Estado.

5) Si no entiende que la inclusión del Banco de Santa Fe SAPEM en el régimen presupuestario del Gobierno de la Provincia, dispuesto por el Decreto nº 1.580/98, no resulta incompatible con el sistema legal de liquidación previsto en la ley de Sociedades Comerciales.

6) Si la Inspección General de Personas Jurídicas dependiente de la Fiscalía de Estado, ha ejercido el control correspondiente conforme el propio dictamen de la Fiscal de Estado relacionado en el punto 2º del presente.

7) Si en virtud de la facultad otorgada en el artículo 39º de la ley 11.696, al Poder Ejecutivo, se han producido modificaciones en el contrato de fideicomiso y administración celebrado el día 30/6/98, entre el Banco de Santa Fe SAPEM, la Provincia de Santa Fe y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A.

8) Si se ha efectuado la rendición de cuentas a que estaba obligado el ex Ministro de Hacienda y Finanzas de la Provincia CPN. Hugo Garnero, como liquidador del Banco de Santa Fe SAPEM, conforme lo establecen los artículos 1º y 2º apartado a) del Decreto nº 3.124 de fecha 16/12/98.

9) Sí existen balances, incluidos sus respectivos inventarios, del Banco de Santa Fe SAPEM (en liquidación). En su caso se remita copia de los mismos, indicando fecha de publicación en el Boletín Oficial.

10) Si no obstante el dictamen de la Fiscal de Estado referido en el punto 2º del presente, se efectuaron pagos a los liquidadores y empleados del Banco de Santa Fe SAPEM con fondos del Gobierno Provincial.

Asimismo, se solicita la remisión de copias de los dictámenes preindicados en los puntos 1 y 2 del presente. 

Señor Presidente:

La existencia de dictámenes contradictorios efectuados por Fiscalía de Estado en relación a la naturaleza jurídica del Banco de Santa Fe SAPEM, en principio podrían haber perjudicado los intereses de la Provincia en el proceso de privatización del Banco.

La información solicitada es imprescindible para determinar si la Fiscalía ha actuado conforme a derecho o si su comportamiento está dentro de las causales contempladas en los artículos 98º y siguientes de la Constitución Provincial.

Además se requiere información que se estima indispensable y urgente para conocer determinados aspectos del proceso de privatización del Banco de Santa Fe SAPEM.

Por estos motivos y otros que serán expuestos por el miembro informante en oportunidad del tratamiento, se solicita la aprobación del presente.

 Bullrich - Favario

-
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xxv

PROYECTO DE COMUNICACION

 EÍ "cproyecto leche escolar" 

La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación apoye la iniciativa ¨Proyecto Leche Escolar¨ impulsado por las empresas privadas del sector lácteo, con el propósito de promover el consumo de leche en el ámbito escolar. 

Señor Presidente:


El consumo de leche por parte de los niños y jóvenes, es considerado mucho mas que un segmento del mercado lácteo. El hábito de consumir leche y lácteos se adquiere en las edades tempranas, por lo que los programas de leche en las escuelas son muy importantes en todo el mundo.

Problemas de mercadotecnia, suministro, competencia con las gaseosas y jugos, son mencionados por los responsables de estos mercados en todo el mundo.


En numerosos países del mundo, el consumo de leche por los niños en edad escolar es un tema de discusión constante, ya que constituye un sector del mercado en el cual las bebidas carbonatadas han desplazado a la leche.


Para cualquier país la leche escolar representa solo uno de los numerosos segmentos en los cuales se desarrolla el mercado lechero nacional. Sin embargo, la importancia de la leche y los productos lácteos en escuelas yace no solo en el tamaño del mercado en sí mismo sino en sus consumidores: los niños. Ellos representan un importante mercado, no solamente porque beben más leche per cápita que los adultos, sino también por que los hábitos alimentarios establecidos en la niñez persisten en la vida adulta. Es así que los niños que beben leche y consumen productos lácteos regularmente continuarán haciéndolo de adultos.


Mientras el ambiente hogareño es importante en determinar preferencias relativas al consumo de alimentos, así también lo es la escuela.


La prospección de la FAO en este tema mostró que mientras en algunos países el principio de soporte a la leche escolar desde desembolsos públicos está aún muy activo, en otros tales subsidios han sido eliminados o reducidos, a menudo con subsecuentes efectos negativos en la cantidad de leche distribuida a través de las escuelas. En algunas instancias los programas de leche escolar han surgido con aportes de la Industria Láctea, más que de los gobiernos. En tales casos el soporte puede no ser siempre subsidiar la leche en si misma, sino en enfocar la promoción del consumo de la leche en las escuelas, dejando que la leche sea provista por distribuidores comerciales. En instancias donde el gobierno no subsidia la distribución de leche en las escuelas, se aprecia que la legislación puede favorecer los programas de leche escolar: por ejemplo especificando la cantidad de leche que debería estar disponible para los chicos en los almuerzos escolares, o prohibiendo la venta de productos que compitan con la leche como ser gaseosas o jugos en las escuelas.


Debe ser tenido en cuenta que la leche escolar no es un mercado fácil y que algunos países es un gran mercado. Sin embargo es fácil de ver que, librado por sí misma, pocas campañas querrían invertir en este mercado. Desde el punto de vista de la Industria Láctea como un todo, la Leche Escolar debconsiderada como el consumo de los adultos, en el futuro, quienes sino desarrollan el hábito del consumo de leche cuando niño, no lo desarrollarán más tarde en su vida. Así, los programas que orienten a los niños a elegir a los lácteos debe ser vista no solo a la luz del volumen de leche vendida, sino como una inversión en la futura demanda.


La experiencia muestra que el hecho que la Leche sea más nutritiva que las bebidas alternativas, no es suficiente para mantener ni expandir su rol en la dieta de los niños. ( Artículo firmado por Michael Griffin, FAO ).

Algunas consideraciones sobre situación argentina:

Según los últimos datos disponibles, de 1997 existirían más de 9 millones de alumnos, incluyendo educación inicial, primaria, medio y superior no universitario.

Area
Total
Inicial
Primario
Medio
Sup no Univ.

Total País
9.119.368
1.145.919
5.153.256
2.463.608
356.585

Santa Fe
757.558
95.951
420.758
198.453
42.396.


La cantidad de alumnos escolarizados supera a la del Reino Unido, por ejemplo, que es de 7,5 millones de alumnos, lo que da una idea de la magnitud del ¨mercado escolar¨.


La proporción de alumnos en los niveles inicial, primario y medio está entre el 95% y 97% del total.


El manejo de la leche escolar en la Argentina está organizado por provincia. Casi todas las jurisdicciones tienen planes de leche escolar para las escuelas de educación inicial y primaria (actualmente EGB) pero en muchos casos se suministra leche caliente, con chocolate, una o dos veces por semana. Los alumnos no pagan la leche, que es suministrada por el Estado, en un aporte denominado ¨Copa de Leche¨.


La bebida tradicional de las escuelas es el ¨ mate cocido¨, que se provee en forma totalmente gratuita para los alumnos, generalmente acompañado de un producto de panadería. En las escuelas secundarias generalmente no se suministra leche en forma continuada.

En la mayoría de los establecimientos educativos primarios y secundarios existen locales internos de venta de golosinas y bebidas.


Lideran la oferta las bebidas gaseosas y jugos de frutas, estando los lácteos generalmente ausentes.


La mayoría de las campañas publicitarias de bebidas gaseosas contemplan el público de edad escolar, y están asociadas a espectáculos deportivos o musicales frecuentados por jóvenes. Es muy común ver auspicios de bebidas gaseosas en todos los gimnasios de las instituciones educativas de nivel secundario y en los clubes, mientras que las marcas líderes de lácteos suelen estar ausentes.

Gaseosas ¨El Consumo¨


Las gaseosas presentan una elasticidad de demanda-ingreso alta, lo cual significa que el consumo está directamente vinculado con el poder adquisitivo de los consumidores.


En el año 1996 el consumo fue de 63 litros por hab/año, volumen que significó un incremento mayor al 90% con relación al año 1990.


La tendencia creciente del consumo de gaseosas observada desde el inicio del Plan de Convertibilidad se interrumpió luego del ¨efecto tequila¨, recuperándose recién a partir de mediados del año 1996.


Para el año 1997 la industria local pretendía alcanzar nuevamente los 71 litros registrados en 1994, a fin de continuar con su política de inversiones.

Conclusiones:

Las bebidas gaseosas constituyen la principal competencia de la leche bebida en el ámbito escolar.


Por la misma definición de su composición, además del hecho de utilizar elementos de bajo valor nutricional, estas bebidas no deberían ocupar el lugar que tienen en el consumo, sobre todo de los más jóvenes.


La composición demográfica de la Argentina muestra una sociedad relativamente joven, lo cual para el sector lechero constituye una oportunidad de crear un consumo más alto y una amenaza de no lograr instalar ese mayor consumo y que la sociedad tenga su normal envejecimiento sin haber incrementado la participación de productos lácteos en la dieta.


Aparentemente, los programas de leche escolar no han acompañado los importantes cambios que se operaron en el sector lácteo, tales como la irrupción de la leche ¨larga vida¨, en muchas escuelas se sigue utilizando leche en polvo, de tipo industrial, que además de tener un bajo valor agregado para la industria posee características organolépticas que no motivan la instalación del hábito de consumo de leche en los niños.


En muchas partes del mundo han tomado este tema para organizar campañas nacionales en las que interviene todo el sector. El surgimiento de emprendimientos totalmente independientes del Estado, salvo por los subsidios que provienen de la EU, como en el Reino Unido muestran la existencia de un ¨nicho¨de mercado, el cual podría, de desarrollarse, al menos ser estudiado con detenimiento.

Esta iniciativa del Colegio de Ingenieros Agrónomos de Santa Fe, muestra la preocupación por solucionar uno de los aspectos que hacen a la problemática de la producción y consumo de leche en nuestra Provincia, y por ende en el país, y que debe ser compartida por esta Comisión de Agricultura y Ganadería.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis Pares aprueben el presente proyecto de declaración.

Miret - Ibaldi - Grbavac - Schachner

-
A la Comisión de Educación.

SR. IBALDI.- Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

xxvi

proyecto de comunicación

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación concrete a la mayor brevedad posible la ampliación y remodelación del edificio de la Escuela Primaria Nº 254 “ Bartolomé Mitre “ de la localidad de Correa.

Sr. Presidente :

La comunidad educativa de la Escuela Primaria Nº 254 de la localidad de Correa vienen desde el año 1995 gestionando ante las autoridades provinciales el cumplimiento de las obras para la remodelación y refuncionalización del edificio escolar.

Es necesario destacar la imperiosa necesidad de dichas obras por ser este un edificio que cuenta con una antigüedad de 120 años y por más de cien años fue la única escuela de la localidad. 

Existen por lo tanto numerosas generaciones de vecinos que fueron sus alumnos que quieren y desean que la misma se actualice y renueve para estar acorde a las necesidades actuales tal cual lo señala la Ley Federal de Educación.

Es necesario reiterar que la escuela necesita básicamente nuevos espacios físicos y sanitarios nuevos ya que los actuales se encuentran totalmente absoletos. Es vergonzoso para la comunidad educativa el estado deplorable del establecimiento a partir de que la casa habitación del director, que no se usa desde hace 10 años, está completamente inhabitable y ocupa un espacio que muy bien podría ser utilizado para el taller pedagógico que tanto anhela la comunidad.

Padres y madres que conforman la Asociación Cooperadora y el club de Madres, trabajan sin descanso y solo logran cubrir parte del mantenimiento edilicio y la provisión de los elementos de uso diario. Pero este esfuerzo no alcanza ya que hay una población de 500 alumnos y las necesidades se multiplican.

Por todo lo señalado es necesario la pronta presencia del Estado con el objeto de concretar los requerimiento señalados y en ese sentido solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Alejandro Rébola

-
A la Comisión de Educación.

xxvii

proyecto de comunicación

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación concrete la terminación de las obras del edificio escolar propio de la Escuela Nº 1290 “ Angelita Agüero “ de la localidad de Correa.

Sr. Presidente:

Desde su creación en 1985 la Escuela Nº 1290 funciona en el local de la Escuela de Enseñanza Media Nº 260. El mismo edificio se comparte con la Escuela de Enseñanza Media para Adultos Nº 1249.

Por compartir el mismo espacio físico con la citadas escuelas padece de lógicas carencias básicas en su equipamiento, limita su crecimiento por los problemas de espacios, a los que le debemos sumar las dificultades de convivencias por las diferencias de edades de los que allí concurren.

Con una población estudiantil de 250 alumnos, la mayoría de ellos de hogares carenciados se deben realizar las tareas de clase en un improvisado salón de actos dividido en dos aulas por un tabique. En un sector cerrado de la galería funciona la dirección ya que el destinado a esa función fue cedido para instalar en él la sala de computación tan necesarias en la tarea educativa actual.

Por el Plan Social de la Nación se han construidos dos salones y el pabellón sanitario, pero urge la continuación de las obras para colocar al establecimiento acorde a lo que establece la Ley Federal de Educación.

La inmensa mayoría de estos niños que sienten que la escuela es su segundo hogar, donde reciben todo aquello que no perciben en sus hogares: amor, protección, educación, necesitan su escuela y es deber y responsabilidad de todos apostar a su concreción.

Por todo ello solicitamos a nuestros colegas la aprobación de este proyecto de comunicación.

Alejandro Rébola

-
A la Comisión de Educación.

xxviii

proyecto de comunicación

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela de Educación Técnica Nº 274 “ Soldados Argentinos “ de la localidad de Moises Ville, para la refacción de un inmueble donde funcionará el ALBERGUE ESTUDIANTIL.

Sr. Presidente:

La Cooperadora de la Escuela Técnica “ Soldados Argentinos “ de Moises Ville que cumple una loable labor en apoyo de todas las actividades tendiente a engrandecer la actividad educativa de la localidad, esta abocada a concretar un anhelo de la comunidad educativa con el objeto de acondicionar un edificio para transformarlo en un albergue estudiantil.

Alumnos de localidades como, Monigotes, Colonia Palacios, Constanza, Colonia Raquel, Aguará Grande, Las Palmeras, Colonia Bossi, etc, concurren a esta escuela y no están en condiciones económicas de solventar pensiones particulares. De ahí surge la necesidad de este albergue y ahora de su ampliación.

Toda la comunidad de Moises Ville a contribuido a este objetivo y ahora es necesario darles el impulso necesario para su mejoramiento al servicio de optimizar las condiciones para que los estudiantes se perfeccionen y concreten sus estudios.

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación de este proyecto de comunicación. 

Alejandro Rébola

-
A la Comisión de Educación.

XXIX

De los Particulares 

La Asociación de Abogados del Distrito Judicial Nº 12 de San Lorenzo, da a conocer sus autoridades. (Nº 439/00).-

- Al Archivo -

La Fundación Arqueológica del Litoral, solicita sea declarada de interés provincial la “6ta. Feria Artesanal del Mundo y de Comunidades Indígenas”, a desarrollarse en el Predio Ferial Municipal de Santa Fe, entre los días 05 al 15 de Octubre del cte. Año. (Nº 440/00).-

- A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social -
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asuntos entrados fuera de lista

SR. REUTEMANN.- Pido la palabra.


Señora presidenta: solicito que se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se requiere al Poder Ejecutivo Nacional informe acerca de los alcances reales de la aplicación en el territorio provincial del decreto nacional 815/99; asimismo, que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará, señor diputado.

-
Asentimiento.

-
Se lee:

xxx

proyecto de comunicación 

 EÍ "cdecreto nacional 815/99" 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo Nacional, a través del organismo que corresponda proceda a informar:

1- Alcances reales de la aplicación en el territorio de la Provincia de Santa Fe del Decreto Nacional Nº 815/99.

2- Mecanismos de aplicación para establecer una adecuada distribución de las competencias entre los Organismos Nacionales y Provinciales involucrados en el control sanitario.

3- Especificación acerca del rol que le atribuye a las jurisdicciones provinciales en la redacción de un convenio marco futuro a fin de preservar el respeto por sus competencias.

Señor presidente: 


En los considerandos del Decreto Nacional Nº 815/99, se puntualiza que la elaboración de un proyecto de control sanitario, dispuesto oportunamente por el Decreto Nacional 660/96, debe necesariamente prever una adecuada distribución de las competencias entre los organismos de las jurisdicciones involucradas destinada a fortalecer tanto el sistema como el cumplimiento de la normativa, cuestión ésta señor presidente, entendemos, no es alcanzada por el citado Decreto.


Esta situación conlleva un nuevo intento de mutilar o en el mejor de los casos, reducir drásticamente, atribuciones propias de las provincias, como queda claramente expuesto si comparamos el derogado artículo 22 del anterior Decreto Nacional Nº 2194/94 con el vigente artículo 18 del citado Decreto Nº 815/99.


La citada derogación no hace otra cosa que quitarle a las provincias lisa y llanamente el poder de contralor en materia alimentaria ya que, anteriormente el Organismo Nacional de competencia (SENASA) solamente se allanaba a ejercer sus funciones exclusivamente en materia de salud animal y los productos del mismo origen, de acuerdo la remisión genérica que hace el Decreto Nº 815/99 (artículo 18), de todos los incisos del actual artículo 13, incisos “a”, “b”, “c”, “d”, “e”, “f”, “g”, “h”, “i”, “j”, “k”, “l”, “m”, “ñ”, “o” y “p”, y no uno de ellos (artículo 14 inciso “a”) como lo preveía el Decreto Nacional Nº 2194 (artículo 22).


En materia de política sanitaria la Provincia ha demostrado ampliamente capacidad y seriedad respecto al control en la elaboración de productos alimentarios, a través de sus organismos competentes, como asimismo en la formación y capacitación de los agentes fiscalizadores e idoneidad en tales tareas, lo que ha valido el reconocimiento de otras jurisdicciones tanto nacionales como provinciales.


Lo antes mencionado, señor presidente, persigue el objetivo de asegurar y preservar la salud de la población, garantizando los efectivos contralores que deben existir, sin renunciar en momento alguno a la responsabilidad que en esta materia le compete a nuestro Estado Provincial. Todo ello, sin dejar de mencionar el perjuicio económico que el citado Decreto acarrea para las arcas provinciales.


Por todo lo expuesto y, en defensa de las autonomías provinciales y el pleno ejercicio de las libertades democráticas; resulta prioritario que a través del Poder Ejecutivo Provincial y de esta Cámara de Diputados, se inste para que nuestros Legisladores Nacionales intervengan ante los organismos responsables nacionales con el objeto de propugnar la sanción de un nuevo instrumento normativo que garantice la protección de la salud de nuestra población respetando los poderes y atribuciones propios de las jurisdicciones provinciales.

Sellares - Reutemann

SR. GIORGETTI.- Pido la palabra.


Solicito que se dé ingreso al proyecto que requiere la intercesión del Poder Ejecutivo ante el organismo regulador del Servicio Nacional de Aeropuertos, a fin de que se realice un proyecto de prefactibilidad para determinar el grado potencial de posibilidades que pueda tener la creación de un aeropuerto regional en el distrito Angélica, departamento Castellanos, en los aledaños a la intersección de las rutas 34 y 19, pleno corazón del corredor bioceánico. Creemos que esto es de gran necesidad para el desarrollo de esa zona, fundamentalmente para servir a las ciudades de San Francisco, Rafaela, Sunchales, Sastre, San Jorge, hasta podría llegar su ámbito de influencia a la ciudad de Gálvez, Bridman, Morteros y toda la ruta 1 de la provincia de Córdoba, que costea el límite a las provincias de Santa Fe y Córdoba. Creemos que esto va a servir a alrededor de 320 a 350 mil habitantes, porque esta zona por su potencial exportador necesita un aeropuerto pavimentado para el futuro y por lo que ya está haciendo, por su participación directa en el producto bruto interno de la Provincia. Además es un proyecto de ex intendentes de la ciudad de San Francisco, como Jorge Bucco, hoy diputado nacional, quien en el día de la fecha ha presentado el mismo proyecto en la Cámara de Diputados de la Nación.


Estamos trabajando en esto con el organismo regulador, que propicia la creación de aeropuertos, que se ha demostrado, a través del ex diputado Gabrielli, hoy director de una de las áreas de este organismo regulador de aeropuertos nacionales, muy dispuesto a realizar este estudio de prefactibilidad.


Por eso, por esta vía estamos pidiendo al Poder Ejecutivo que nos ayude con su voluntad política para lograr este objetivo tan caro para la producción y para los departamentos que quedarían involucrados.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará ingreso al proyecto presentado por el diputado Giorgetti. 

-
Asentimiento.

-
Se lee:

xxxi

proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los Organismos correspondientes, interceda ante el Organismo Regulador del Servicio Nacional de Aeropuertos (O.R.S.N.A.), a fin de realizar un estudio de prefactibilidad para el proyecto de construcción de un Aeropuerto Regional Santa Fe - Córdoba, a ubicarse en el distrito de Angélica, Dpto. Castellanos, en cercanías del cruce de las rutas nacionales nro. 34 y 19, a fin de potenciar el desarrollo de toda esta extensa región productiva.

Señor presidente: 


Elevo a consideración el presente proyecto de comunicación en al ánimo de colaborar en la evolución de una de las regiones más ricas de la Provincia de Santa Fe, donde desarrolla sus actividades la cuenca lechera más explotada en paralelo con industrias metalmecánicas, autopartistas, de la construcción, de máquinas herramientas, frigoríficas, maquinaria agrícola, etc.


Es menester realizar los estudios de prefactibilidad, determinando la conveniencia de dicha construcción en tan estratégico lugar, por cuanto el mismo se encuentra equidistante de la zona mencionada y de la vecina provincia de Córdoba, brindando un fundamental servicio a dos provincias hermanas, con características económicas muy similares entre sí.


Esta iniciativa es similar a otra de parecido tenor presentada en el Congreso de la Nación por la Diputada Nacional por Santa Fe María del Carmen Alarcón y por su par, el ex intendente de la ciudad cordobesa de San Francisco Jorge Bucco, quien por su anterior función acredita acabado conocimiento de la realidad y conveniencia de compartir este emprendimiento.


Debo destacar que la región geográfica elegida para su emplazamiento se encuentra en un lugar clave en función del Mercosur, por cuanto la ruta nacional nro. 19, bioceánica, es el corredor este-oeste que conecta a Brasil y Uruguay por un lado y a Chile de cara al Pacífico. En el área de influencia de esta región se destacan las ciudades de Rafaela y San Francisco, que concentran aproximadamente 320.000 habitantes en sus zonas urbanas y zona rural aledaña, generando en su entorno múltiples relaciones políticas, administrativas, sociales y económicas. El liderazgo de sus agentes públicos, la capacidad de convocatoria de su sociedad, el dinamismo de su economía, el éxito de su empresarios en la incorporación de cambios tecnoproductivos, como la búsqueda permanente de nuevos mercados, consolida la proyección especial de esta gran región, para la cual sería fundamental anexar este ambicioso proyecto.


La mentalidad empresarial es el rasgo distintivo de los productores de esta zona, distinguiendo al centro oeste santafesino y al este de la provincia de Córdoba, con una capacidad de gestión que supo combinar los recursos de la región en función de un proyecto de desarrollo exportador.


La participación del denominado Organismo Regulador del Servicio Nacional de Aeropuertos (O.R.N.S.A.) es fundamental, ya que el mismo vela por las operaciones confiables de los servicios e instalaciones aeroportuarias de acuerdo con las normas nacionales e internacionales, poniendo en condición de competitividad, calidad de servicio y control operativo a los aeropuertos, aplicando a su mejoramiento el canon percibido por las estaciones concesionadas.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a esta Cámara la aprobación del presente proyecto de comunicación. 

Jorge Giorgetti.
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HOMENAJE al dr. josé de amenábar

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- A pedido de la señora diputada Dolly Luisa Cavigiuri corresponde rendir homenaje al doctor José de Amenábar.


Tiene la palabra la mencionada señora diputada.

SRA. CAVIGIURI.- Gracias, señora presidenta.


Es un honor para mí dirigir unas palabras en este día, como justiciero homenaje al doctor y canónico José de Amenábar, nacido en Santa Fe el 19 de marzo de 1784. Estudioso por naturaleza, se graduó como doctor en Derecho Civil y Eclesiástico en la Universidad Real de San Felipe, en Santiago de Chile. Participó en los sucesos históricos desde 1810 hasta los últimos días de su vida. Intervino en la Asamblea del Año XIII, siendo una gran fuente de consulta jurídica, y en la Constitución de 1826, iniciando las sesiones el 16 de diciembre de 1824. Allí luchó tenazmente, oponiéndose a la sanción de la constitución unitaria, como fue la de 1826. 


El doctor Amenábar se caracterizó por su profunda fe católica y su conducta cívica ejemplar. Fue en Santa Fe la iglesia toda. José de Amenábar tenía una cultura general extraordinaria; llegó a ocupar importantes cargos en Educación, siendo supervisor de escuelas de la Provincia. Estando a cargo de la Parroquia de la Iglesia Matriz se preocupó por el estado deteriorado de sus paredes y techos y la hizo reconstruir, tal como consta en la lápida que cubre su tumba en el mismo templo.


José de Amenábar fue una figura ejemplar, olvidada por casi toda la ciudadanía. Ocupó cargos de relevancia en el gobierno santafesino, siendo consultor legal en el período en que fue ministro el doctor Domingo Cullen, en 1835, renunciando a sus honorarios, y en 1859 fue designado por segunda vez. 


Creo que recordar a José de Amenábar merece el respeto de todos, porque fue un sacerdote ejemplar que se preocupó por difundir la fe católica en todos los feligreses. Iba a Guadalupe, adonde en ese entonces no era fácil llegar, y a Rincón. Según los historiadores, debía recorrer caudalosos ríos y arroyos difíciles de transitar. Fue gran amigo de Estanislao López y a él le dio los últimos auxilios espirituales, cuando ya estaba próxima su muerte. 


José de Amenábar, de conducta irreprochable, modesto, de espíritu inquieto y cívico ejemplar debería ser emulado por los jóvenes de hoy y de siempre. Pienso que el proyecto que presenté, mediante el cual podrán disertar personas estudiosas sobre la figura de este canónico y doctor, ilustrará más eficientemente que yo a los alumnos del nivel medio y terciario que hemos invitado para fechas próximas. Muchas gracias, señora presidenta.

6

xxi congreso ordinario de la federación universitaria argentina

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se encuentra reservado el proyecto por el cual se declara de interés el XXI Congreso Ordinario de la Federación Universitaria Argentina a celebrarse en la ciudad de Santa Fe el 17 y 18 del corriente mes.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee. (Ver punto X.)

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


En nombre propio y del señor diputado Di Pollina rogamos que nos incluyan como firmantes del proyecto en consideración.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.

7

dictámenes de fiscalía de estado relativos al BANCO de Santa Fe

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se encuentra reservado el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre los dictámenes de la Fiscalía de Estado relacionados con el Banco de Santa Fe.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee. (Ver punto XXIV.)

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señora presidente, no es nuestro propósito generar un debate político. Quienes participaron, o quienes integraron la Legislatura anterior, y quienes siguieron de cerca todo el proceso de privatización del Banco de Santa Fe conocen de los severos cuestionamientos que los diputados demócratas progresistas hicimos. No discutimos la privatización porque somos respetuosos de la decisión mayoritaria, si bien nuestra postura era contraria, pero sí -repito- cuestionamos todo el proceso de privatización a partir, primero, del dictamen de la empresa consultora contratada y, segundo, de la decisión del Poder Ejecutivo de adoptar el procedimiento de privatización indicado por la misma que, a nuestro juicio -reitero- era total y absolutamente equivocado a partir de una diferencia conceptual de fondo.


Dijimos que el Banco de Santa Fe era una sociedad de derecho privado y que, por ende, todo el proceso de privatización debía encuadrarse dentro de la Ley 19.550 que es la Ley de Sociedades Comerciales que tiene vigencia en la Nación Argentina. Por el contrario, la postura del Gobierno fundada en dictámenes reiterados de la señora Fiscal de Estado parte del concepto por el cual la naturaleza jurídica del Banco no era una sociedad de derecho privado sino que se trataba de un ente público. Y en tal sentido, a partir del dictamen 1277 del 18 de septiembre de 1997, suscripto por la Fiscal de Estado, se dice que el Banco de Santa Fe SAPEM es un ente de naturaleza pública. “Ya lo sostuve”, decía la Fiscal, “cuando compartí la opinión del doctor Eduardo Alvarez, que me antecedió en este cargo”. Quiero hacer la aclaración que hice en reiteradas oportunidades. Incurre la Fiscal en un error, porque el dictamen del doctor Eduardo Alvarez, anterior Fiscal, era correcto en razón de que estaba vigente la ley Nº 10582. Cuando se modificó la constitución del Banco no era aplicable, a los fines de determinar la naturaleza jurídica del ente, la ley Nº 10582 en que se basó la Fiscal. Y sosteniendo este criterio de que era un ente público, se pronunció en los dictámenes 419 de 1998 y 706 de 1998, en el mismo sentido. 


Pero hemos tomado conocimiento ahora, circunstancialmente, que existe otro dictamen de la Fiscal, dictamen que está glosado a los autos “Guastavino Pablo contra Banco de Santa Fe SAPEM, sobre pedido de quiebra”, expediente número 6, año 2000, tramitados ante el Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial de la 6º Nominación de la ciudad de Santa Fe. Y en ese dictamen que aparece en ese expediente, de fecha 29 de diciembre de 1998, 4 meses después del dictamen 706 de 1998, la Fiscal de Estado modifica el criterio que sirvió de base para el proceso licitatorio, diciendo que se trata de una sociedad regulada por las normas del derecho privado, es decir, por la Ley 19.550. Es decir, también, coincidente con todo lo que nosotros dijimos y contradiciendo los dictámenes suscriptos por la propia Fiscal con anterioridad aconsejando el procedimiento a seguir para la privatización del Banco.


La Fiscal, que en los dictámenes anteriores, cuando sostenía que la naturaleza jurídica del Banco significaba que estábamos frente a un ente de derecho público, había, por supuesto, ignorado pronunciamientos reiterados por la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, que tenía reconocido el carácter privado del Banco.


Lo cierto y lo concreto es que ahora aparece este dictamen total y absolutamente contradictorio con el anterior. Por supuesto que podría leer, porque lo tengo sobre mi banca, algunos de los conceptos que la Fiscal de Estado manifestó en favor de la tesis correcta, que parece haber reconocido después de los erróneos dictámenes anteriores. El hecho de por sí encierra una gravedad inusitada por cuanto se está diciendo que el procedimiento seguido para la privatización fue equívoco, no obstante que ella había dicho que era el procedimiento que había que seguir. Y el hecho es grave, señora presidenta, dada la trascendencia que tiene. No vamos a incursionar dije, en el proceso de privatización pero es público y notorio que el proceso no ha terminado, y precisamente no se ha podido terminar por la cantidad de inconvenientes surgidos a consecuencia del camino equivocado que se siguió en virtud de, entre otras cosas, los dictámenes de la Fiscal de Estado.


Entendemos que es necesario, a la brevedad, de ahí las razones de la urgencia y el pedido de tratamiento sobre tablas, contar con los dictámenes de la Fiscal remitidos oficialmente por el Poder Ejecutivo, no obstante que tenemos las copias en nuestro poder, para que se ilustren los señores legisladores sobre la verdad de nuestras afirmaciones y para que, en virtud de esos dictámenes contradictorios y de otros informes complementarios vinculados también a la actuación de la Fiscal, evaluemos debidamente si no están configuradas las causales para promover el juicio político de dicha funcionaria.


Solicitamos también en el pedido de informes que se nos haga saber si hay dictamen de la Fiscal de Estado en relación al Decreto 1.580/98, uno de los decretos fundamentales dentro del proceso de privatización.


Pedimos en el punto 5º, y aquí solicito se haga una rectificación porque ha habido un error tipográfico y se suprima el término “no” por cuanto no corresponde. Donde dice: “... Si no entiende que la inclusión del Banco de Santa Fe, SAPEM, en el régimen presupuestario del Gobierno de la Provincia después del Decreto 1.580 no resulta incompatible...” debe decir: “... resulta incompatible...”. Y este interrogante que nos planteamos surge también del propio dictamen de la Fiscal, fechado en diciembre de 1998, donde dice que no es procedente la inclusión presupuestaria de los gastos que demanda el proceso liquidatorio del Banco de Santa Fe SAPEM, en razón que el decreto 1.580 establece cargas al erario público que no le correspondería afrontar.


Pedimos también se nos informe si la Inspección de Personas Jurídicas ha ejercido el control correspondiente, conforme el propio dictamen de la Fiscal de Estado, relacionado con el punto 2 del presente pedido de informes, es decir, el dictamen a que hacíamos referencia de fecha 31 de diciembre de 1.998.


Queremos saber también, señora presidenta, si en virtud del artículo 39º de la ley 11.696, la ley de emergencia por la cual se concedían facultades al Gobierno para producir modificaciones en el contrato de fideicomiso y administración celebrado el 30 de junio de 1998, entre el Banco de Santa Fe SAPEM, el Gobierno de la Provincia y el Nuevo Banco de Santa Fe, si en virtud de esa autorización -decía-  se ha producido alguna modificación en el contrato.


Queremos saber también si se ha efectuado la rendición de cuentas a que refiere el Decreto 1.580 del entonces liquidador del Banco, contador público Hugo Garnero, cuya gestión quedó supeditada al informe y a la rendición de cuentas pertinente.


Queremos saber si existen balances, incluidos sus respectivos inventarios, del Banco SAPEM en liquidación, y en su caso, se remita copia del mismo indicando la fecha de publicación en el Boletín Oficial por cuanto no lo hemos podido hallar.


Queremos saber si, no obstante el dictamen de la Fiscal de Estado, se efectuaron pagos a los liquidadores y empleados del Banco con fondos del Gobierno provincial.


Creemos que son cuestiones fundamentales, no dudamos de que el espíritu del Gobierno es poner en claro todos y cada uno de los actos de esta gestión, y en tal sentido, objetivamente, estamos planteando el pedido de informes.


No puedo dejar de hacer referencia a declaraciones publicadas el día 2 de marzo en los medios de la provincia de Santa Fe, por las cuales el señor senador nacional Antonio Di Pietro dijo estar avergonzado por cómo se privatizó el Banco de Santa Fe, y que las culpas son achacables a todos ya que nadie está exento de responsabilidad. Nosotros, los demócratas progresistas, tenemos que decirlo, porque no podemos caer en la volteada, no somos culpables ni tenemos responsabilidad en el procedimiento de privatización del Banco; y ahora mismo estamos contribuyendo con nuestros aportes para que haya transparencia, para que se conozcan los comportamientos y responsabilidades, y para que el día de mañana el conjunto de los santafesinos tengamos menos vergüenza por un proceso de privatización que no se sabe cómo va a terminar, pero que corre el riesgo de convertirse en un escándalo internacional. Aspiramos a partir de la rectificación del dictamen de la Fiscal a que se enmienden errores, a que se rectifiquen procedimientos, a que se encuadre la continuidad del proceso de privatización dentro del marco legal adecuado. En ese sentido está la razón y el fundamento del proyecto que presentamos.


Y no puedo terminar sin hacer un reconocimiento que marca las diferencias en los comportamientos legislativos y el reconocimiento, es a la predisposición manifestada por el bloque de la mayoría para aprobar no sólo este proyecto sino todos aquellos que apunten a clarificar y a brindar informaciones a los legisladores. Nos parece un cambio plausible y positivo frente a actitudes anteriores en que muchas de estas cosas se querían tapar debajo de la alfombra. Aspiramos a no hacer escándalos políticos, sino a contar con informaciones indispensables para ver si encontramos el camino adecuado frente a tantos interrogantes que se abren y frente a tantos problemas que tiene por delante el gobierno en este tema de la privatización del Banco.


Repito, la urgencia está dada en contar con los elementos para ver si es cierto o no que ha habido actitudes duales o contradictorias de la Fiscal de Estado, porque de confirmarse lo que para nosotros no tiene dudas, y que hemos enunciado esta tarde, la Fiscal no puede permanecer en un cargo de tanta responsabilidad aconsejando al Poder Ejecutivo cuando ha perdido, hace rato, la confianza.


Espero que ahora se comprenda por qué nosotros en el momento del acuerdo, esgrimiendo estas razones de pérdida de confianza, no votamos en el sentido propuesto por el Poder Ejecutivo.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


No pensaba hacer uso de la palabra pero no quiero dejar de hacer una salvedad sobre lo expresado en la última parte de la exposición del señor diputado Favario, porque creo que munido de las respuestas, de la documentación que ha requerido seguiremos analizando el tema. Si no parece contradictorio, por un lado se dice que se agradece al oficialismo que se ha allanado a apoyar un pedido de informes extenso y sin discurso pero extenso al fin y se le dio curso como corresponde más todo lo que sea necesario para aclarar supuestas irregularidades, que no podemos asegurar categóricamente porque no tenemos las respuestas y no nos hemos munido de toda la documentación tanto el oficialismo como la oposición. Después debatiremos el tema y diremos lo que tenemos que decir.


Por otro lado, ustedes saben que en materia jurídica hay temas que son opinables y por allí sin ser contradictorio en las opiniones sobre los mismos hechos, pueden ser disímiles. Entonces creo, por un lado se dice: bienvenida la actitud del oficialismo y, por otro, se dice que la fiscal de Estado no puede o no podría permanecer en el cargo sin esperar las respuestas que tiene que dar. Por eso le quiero decir al señor diputado Favario que acá hay un procedimiento que marca la Constitución provincial, de manera tal que terminemos con las cuestiones imprudentes y tiradas al azar; aquí hay un procedimiento que marca la Constitución para que, si hay mérito suficiente y munidos de toda la documentación pertinente y correspondiente analizaremos la situación, pero de ninguna manera podemos tolerar de que se diga en forma potencial que la Fiscal de Estado que podría permanecer un día más en el cargo, cuando esa documentación aún no ha sido receptada y recién ahora ha sido aprobado el pedido de informes. La Constitución es clara y marca un procedimiento y a eso nos ajustaremos.

SR. FAVARIO.- Cada día que pasa en vez de ser más claro, confundo más y sobre todo al señor diputado Esquivel que generalmente entiende al revés lo que quiero decir.


En dos oportunidades en el curso de mi exposición dije que estábamos pidiendo elementos porque a nuestro entender estaban configuradas las causales para promover el juicio político, pero que no pretendíamos que los señores diputados aceptaran lo que nosotros estábamos diciendo sino que queríamos la documentación oficial suministrada por el Poder Ejecutivo. Y en virtud de ello íbamos a pedir el juicio político, porque ya esto lo conocemos todos, para que la señora Fiscal de Estado no siga ocupando el cargo, hay que utilizar el procedimiento de juicio político. Es elemental, señora presidenta, y estas pequeñas cosas las hemos aprendido, por lo tanto el reconocimiento al comportamiento abismalmente distinto que tiene el bloque del Justicialismo con relación al bloque Justicialista de la Legislatura anterior, hace a nuestra hidalguía reconocerlo y públicamente porque no retaceamos cuando hay que manifestar el apoyo a quienes actúan con flexibilidad, con tolerancia y tratando de transparentar las cosas.


Y esto no es contradicción, hubiera sido distinto si hubiésemos traído hoy al recinto para ser tratado o dado curso a un pedido de juicio político sin tener los elementos a disposición de los señores diputados. Estamos utilizando los procedimientos adecuados y prudentes de requerir los informes al Poder Ejecutivo. No seamos tan susceptibles, no nos nieguen la posibilidad de hacer una valoración de tipo político, somos respetuosos de las decisiones de la mayoría, reconocemos las actitudes positivas, pero no se nos mal interprete o contradiga permanentemente haciéndonos decir cosas que no están en nuestro ánimo decir.

SR. ESQUIVEL.- Voy a ser breve, señora presidenta, pero debo explicar que probablemente no nos entendamos recíprocamente con el señor diputado Favario. Normalmente un proyecto de comunicación de esta envergadura, que tiene 10 puntos -sea del signo político que fuera- creo que difícilmente sería aprobado sobre tablas, sin embargo el presente fue acordado en la reunión de Comisión de Labor Parlamentaria, y nos hemos allanado absolutamente, y reconoce el mismo diputado Favario la nueva actitud del Bloque Justicialista. Este proyecto en condiciones normales hubiera sido considerado con una preferencia de por lo menos una semana, para verlo y estudiarlo, pero reitero, nos allanamos a tratarlo sobre tablas porque tenemos el mismo interés que quienes lo presentaron.


Lo que quizás no me interpretó el señor diputado Favario es que yo dije que existe un procedimiento constitucional para que llegado el caso, si correspondiere la remoción del cargo de la Fiscal -en término potencial como se plantea- así se haga . La actitud del bloque Justicialista ha sido darle curso al pedido de informes para que el Poder Ejecutivo se expida al respecto.

SR. POCHETTINO.- Pido la palabra.


Como el señor diputado Favario hizo alusión a la Legislatura anterior y obviamente yo fui parte de ella y son muy conocido por todos los debates sobre este tema, que fueron debates duros -no es lo que me preocupa-, pero si hay algo que no quiero reeditar es que tengamos relaciones que no sean las que deban ser en el normal desenvolvimiento de la vida democrática en la Legislatura.


Avalando lo que decía el señor diputado Esquivel, tengo que decir que nos toma un poco por sorpresa el pedido de tratamiento sobre tablas de un proyecto tan largo como éste; no obstante, expresamos nuestra buena voluntad de tratarlo, que fue puesta de manifiesto en Labor Parlamentaria por nuestro presidente de Bloque, aunque, obviamente, no comparto, para nada, muchas de las expresiones y argumentos vertidos por el señor diputado Favario con respecto al proceso de privatización del Banco de Santa Fe. Cuando venga la respuesta del Poder Ejecutivo...

SR. FAVARIO.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?

SR. POCHETTINO.- Sí, señor diputado.

SR. FAVARIO.- Lo que se va a votar no son mis manifestaciones, sino el pedido de informes, que es total y absolutamente objetivo, y creo que no compromete a nadie en lo que hace a los interrogantes planteados.

SR. POCHETTINO.- He aclarado de entrada que lo voy a votar, pero usted hace una argumentación... Ésta es una historia vieja; además la hace por la prensa, califica el proceso de privatización del Banco... 


Quiero decir, señora presidenta, que el ministro de Hacienda, Hugo Garnero, estuvo aquí más de cuatro horas evacuando preguntas acerca de esta problemática como consecuencia, en parte, de los comentarios de la prensa, y fue absolutamente solvente, más allá de que haya temas, como el de la cuestión jurídica, de la figura del Banco, del proceso de privatización, que sean materia opinable -como decía el señor diputado Esquivel-, pero es un tema que se discutió ampliamente. Si el Banco tuvo problemas para privatizarse y el proceso no fue lo rápido y claro que queríamos, fue por otros temas, y el señor diputado Favario lo sabe muy bien, también fue motivo de otro debate. Hubo un intento de los abogados del Banco de embargar las acciones del Banco; el señor diputado Favario dijo que no estaba inscripto como correspondía en el Registro Público de Comercio; pero esto se aventó, hay fallos absolutamente confirmatorios, por eso, en definitiva, el Banco se entregó. También se dijo que no se iba a entregar nunca, y el Banco de privatizó y además está funcionando, y muy bien, afortunadamente.


En ese sentido, quiero decir, señora presidenta, que como diputado del oficialismo me siento muy orgulloso de haber participado en este proceso, y que voy -como lo va a hacer todo nuestro Bloque- a darle trámite favorable a este pedido de informes.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.

8

proyecto leche escolar

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se encuentra reservado el proyecto de comunicación que requiere al Poder Ejecutivo que apoye la iniciativa Proyecto Leche Escolar, impulsada por empresas privadas del sector lácteo.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee. (Ver punto XXV.)

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar su tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.

9

decreto nacional 815/99

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se encuentra reservado el proyecto de comunicación que requiere del Poder Ejecutivo nacional informe sobre los alcances reales de la aplicación en el territorio de la provincia del decreto nacional 815/99.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee. (Ver punto XXX.)

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-
Resulta aprobado.

10

ocupación de discapacitados en la administración pública

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- De conformidad con lo resuelto por la Cámara en su oportunidad se deben considerar las preferencias del día. En primer lugar, el proyecto de comunicación relacionado con la ley de ocupación de personas discapacitadas en la Administración Pública no cuenta con dictamen de comisión.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


Según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito la renovación de esta preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Se va a votar la renovación de la preferencia solicitada por el diputado D’Ambrosio, para la próxima sesión.

-
Resulta afirmativa.

11

veto a la ley de medio ambiente

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Corresponde considerar el proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se veta parcialmente la Ley Nº 11.717, de Medio Ambiente.


Por Secretaría se dará lectura a los dictámenes de comisión.

-
Se lee:

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el Proyecto de Ley (Expte. Nº 6831 - PER - Mensaje Nº 2234 - V. En Revisión), por el cual se veta parcialmente la ley registrada bajo el Nº 11.717 - Medio Ambiente - Decreto 0063. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el Proyecto cuenta con Media Sanción de la Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto adherirse al texto remitido por la Cámara de Senadores, al que os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 15 de marzo de 2000.


Dalla Fontana - Meotto - Rébola - Esquivel - Barrera - Migno.

DECRETO Nº 0063

SANTA FE, 15 de diciembre 1999.

VISTO:


La Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 18 de noviembre de 1999, recibida en el Poder Ejecutivo el 30 del mismo mes y año y registrada bajo el nº 1171; y

CONSIDERANDO:


Que la Ley sancionada legisla sobre la materia de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable.


Que la situación de emergencia económica declarada por Ley 11.696 impone restricciones a la asunción por parte del erario público de mayores gastos que los previstos para los ejercicios presupuestarios comprendidos en la declaración.


Que no obstante la finalidad de interés general que tiende a satisfacer el texto legal sancionado, este Poder Ejecutivo entiende que aquella puede procurarse y alcanzarse inicialmente con los recursos financieros asignados a la Subsecretaría de Ecología y Medio Ambiente sin perjuicio de que, advertidas mayores necesidades de financiamiento con motivo de la aplicación de ella, se ordenen las modificaciones pertinentes y se las incluya en futuros ejercicios.


Que un principio de adecuada técnica legislativa manda condensar en el menor número de ordenamientos posibles, la totalidad de las disposiciones que versan sobre la misma materia, evitando la dispersión legislativa que es en detrimento de la aplicación eficaz de la preceptiva que hace al ejercicio del Poder de Policía del Estado y genera inseguridad jurídica para los sujetos que deben cumplirla.


Que la remisión que formulan algunas disposiciones a norma futuras que podrían sin objeciones legales integrarse reglamentariamente al ordenamiento, conspira contra aquellos principios y obstaculiza la finalidad propia de la ley en tanto tiende a su puesta inmediata en ejecución.


Que la no conformación en el tiempo que prevé para su reglamentación, de la totalidad del régimen jurídico apropiado a su aplicación, configura un escenario de inseguridad tanto para las actividades productivas sobre las cuales incide por la vía de aprobación de proyectos constructivos, como para la comunidad interesada en la protección y control inmediato de aquellas conductas con impacto ambiental.


Que en razón de la necesidad de contemplar la totalidad de las disposiciones para la aplicación del régimen por la vía de la reglamentación, demanda la ampliación de los plazos previstos en los artículos 5 y 32 de la norma.


Por ello:

el gobernador de la provincia 

decreta:

 EÍ "lveto a la ley de medio ambiente" 
Artículo 1º: Vétase parcialmente la Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 18 de noviembre de 1999, recibida en el Poder Ejecutivo el 30 del mismo mes y año y registrada bajo el Nº 11.717, en los Artículos 4 inciso k); 5; 6 en su inciso a); 10; 17; 21; 22; 23 y 32.

Artículo 2º: Propónense los siguientes textos sustitutivos para los Artículos 4 inciso k); 5; 6 en su inciso a); 10; 17; 21; 22; 23 y 32 de la Ley sancionada y registrada bajo el Nº 11.717.


Artículo 4.- “k) Proponer al Poder Ejecutivo las normas de procedimiento que se incluirán en la reglamentación, intervenir en la evaluación y expedirse, respecto de los Estudios de Impacto Ambiental, conforme los artículos 19 y 20 de la presente Ley, y lo que se establezca por norma especial”.


“Artículo 5.- A los fines del artículo anterior, el Poder Ejecutivo deberá concentrar en la Secretaría de Estado creada por el Artículo 3, las competencias atribuidas a otros organismos y dependencias dentro de los noventa (90) días posteriores a la promulgación de esta norma”.


Artículo 6.- “a) Las partidas asignadas en el Presupuesto en vigencia para la Subsecretaría de Medio Ambiente y Ecología con el incremento indispensable para su puesta en funcionamiento y las que en futuros ejercicios se incluyan y demuestren necesarias a raíz de la aplicación de la presente”.


“Artículo 10.- El Consejo Provincial de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable es de carácter honorario y se dará su propio reglamento, el que debe ser aprobado por resolución de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable”.


“Artículo 17.- La reglamentación establecerá el Sistema de Áreas Naturales Protegidas a fin de preservar muestras o extensiones representativas de los distintos ambientes de la Provincia, que contenga la categorización de las áreas que integrarán el sistema, según la jurisdicción, dominio y formas institucionales de gestión; tipo de actividades y usos permitidos, prohibidos o limitados; régimen de otorgamiento, suspensión y caducidad de concesiones; permisos y licencias para la explotación y aprovechamiento de los recursos; y toda otra disposición que se considere atinente para el eficiente establecimiento y funcionamiento de las mismas. Además se incluirán las existentes al momento de la promulgación de la presente Ley.


La gestión de todas las áreas naturales protegidas deberá hacerse mediante planes estratégicos que contemplen la participación de las comunidades locales en su gestión, monitoreo y vigilancia”.


“Artículo 21.- La reglamentación preverá toda lo atinente a los procedimientos para la realización y aprobación de los Estudios de Impacto Ambiental y de las Auditorías Ambientales. Esta deberá contener asimismo la categorización de industrias, obras y actividades, según su riesgo presunto, localización, escala, peligrosidad, calidad y cantidad de materia prima o insumos, cantidad y calidad de residuos que generen, consumo energético y demás características que considere pertinentes”.


“Artículo 22.- La reglamentación establecerá los tipos de residuos peligrosos susceptibles de provocar daño directo o indirecto a seres vivos o propiedades bióticas del ambiente en general”.


“Artículo 23.- La reglamentación regulará la generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos”.


“Artículo 32.- La presente Ley es de orden público y entrará en vigencia a los ciento ochenta (180) días de su promulgación, plazo dentro del cual el Poder Ejecutivo deberá reglamentarla, y proceder a constituir los órganos que por ella se crean, así como a modificar el presupuesto con los alcances previstos en el inciso a) del Artículo 6 de la presente”.

Artículo 3º: Remítanse a la H. Legislatura con mensaje de estilo, por intermedio de la Subsecretaría de Asuntos Legislativos del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto.

Artículo 4º:Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.

dictamen de minoría - EXPTE. Nº 6831-PER - MENSAJE Nº 2234

PROYECTO DE LEY

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el Proyecto de ley (Expte. Nº 6831- PER - Mensaje Nº 2234 - V. en Revisión), por el cual se veta parcialmente la ley registrada bajo el Nº 11.717 - Medio Ambiente - Decreto 0063). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el veto parcial con enmiendas, si bien avanza positivamente en medidas para la contención del gasto en su implementación, estableciendo el carácter honorario del Consejo Provincial de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y que los gastos que demande la ley se atenderán con las partidas presupuestarias asignadas a la Subsecretaría de Medio Ambiente y Ecología, que no existe observación en la prórroga de los plazos para la concentración de las competencias en materia ambiental del Estado en un solo organismo, la propuesta consagra una delegación legislativa por vía reglamentaria excesiva, lo que nos impide acompañar la iniciativa.

Sala de Comisión, 16 de marzo de 2000.

Favario - D’Ambrosio - Di Pollina.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Señora presidenta: con respecto al veto parcial con enmiendas planteado por el Poder Ejecutivo, adelanto la postura del bloque Justicialista, en el sentido de que será aceptado.


Hemos conversado, discutido e intercambiado opiniones al respecto en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y creo, personalmente, que estuvimos muy cerca de lograr un dictamen único, pero hay algunas diferencias conceptuales que originaron la emisión de los dos despachos, de mayoría y minoría, que están en consideración. 


Rápidamente quiero expresar que el veto se sustenta sobre dos aspectos fundamentales: uno de carácter técnico y otro presupuestario. Según el primero de ellos, obviamente, hay una restricción total del gasto, esencialmente en lo que establecía la ley 11.717. Según los aspectos técnicos -que paso a enunciar escuetamente-, de los artículos inherentes al veto, en términos generales se impone una restricción al gasto público, enmarcada en la emergencia económica declarada por la Ley 11.696. Además, la actividad se centraliza inicialmente en la Subsecretaría de Ecología y Medio Ambiente y, fundamentalmente, se basa en el principio de la seguridad jurídica; en vez de dejarla librada a leyes futuras especiales, para determinados rubros, la deja para ser contemplada, vía reglamentaria, por el Poder Ejecutivo. 


Finalmente, el último aspecto amplía en forma integral algunos plazos que considero exiguos para la reglamentación y la disposición de la presente ley. Concretamente, se veta el artículo 4º, inciso k), donde se reduce sustancialmente una enunciación extensa de funciones y se deja que la Subsecretaría del área proponga las normas reglamentarias al Poder Ejecutivo. 


En el artículo 5º se extiende de 60 a 90 días el plazo para concentrar en la Subsecretaría las demás competencias dispersas en otros organismos del Estado. 


En el artículo 6º, inciso a), es donde viene la restricción con el Presupuesto de la Subsecretaría, sin perjuicio de contemplar en el futuro alguna incorporación presupuestaria que fuera necesaria y justificada. 


En el artículo 10º se declara el carácter honorario del Consejo Provincial de Desarrollo Sustentable. 


En el artículo 17 se establece un sistema de áreas naturales protegidas y a partir del artículo 21 -que es donde pueden aparecer las diferencias entre los dictámenes- se deja por vía reglamentaria la normativa que fijará los procedimientos para la realización de los estudios de impacto y arbitrariedad ambiental.


El artículo 22 dice que la reglamentación establecerá lo relativo a residuos peligrosos y cuáles son los susceptibles de dañar y el artículo 23 -también por vía reglamentaria y no legislación especial- fija las condiciones para la delegación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición de residuos peligrosos. Quiero dejar sentado, por eso decía al principio, que el artículo 32, en su parte final, extiende a 180 días el plazo de entrada en vigencia de la presente ley.


También quiero dejar sentado, cuando decía que esto podría haber sido materia de un único dictamen que la diferencia fundamental, y lo expresa claramente el dictamen de la minoría, que se ha avanzado positivamente sobre esta restricción presupuestaria en el aspecto técnico que enuncié recién artículo por artículo. Pero evidentemente la propuesta y el dictamen de la mayoría consagran por vía reglamentaria algunas disposiciones que el dictamen de la minoría entiende que debería ser por vía legislativa.


Finalmente quiero dejar sentado, más allá de la reglamentación del Poder Ejecutivo, que en los aspectos del artículo 21 en adelante fundamentalmente esto no enerva de ninguna manera el futuro de la legislación especial que pueda proponer cualquier legislador en uso de sus atribuciones respectivas. Por lo tanto, trayendo a colación aquel debate que tuvimos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General de la Legislatura anterior para tener una ley posible en algún momento, porque había necesidad de sancionar una ley, hemos dejado para una legislación especial futura la Ley 11.717 en determinadas áreas que son fundamentales. Hoy el Poder Ejecutivo lo veta y lo establece por vía reglamentaria, esto sin perjuicio de que lo volvamos a considerar a través de una legislación especial de cualquier legislador, además del compromiso obviamente del Poder Ejecutivo de escuchar con los sectores interesados lo que va a ser materia de reglamentación.


Por eso, señora presidenta, estuvimos cerca y rescato la opinión discrepante en cuanto al aspecto reglamentario del dictamen de mayoría y la actividad legislativa que es considerada desplazada por esa reglamentación. Desde ya, adelantamos la aceptación del veto parcial con enmiendas que va a sustentar el oficialismo.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señora presidente, es cierto lo que dice el señor diputado informante del dictamen de mayoría. El veto encierra aspectos económicos y técnicos. Tenemos diferencia en las cuestiones técnicas, pero éstas son más importantes que las económicas.


Nadie va a negarse a contribuir en una provincia en emergencia a reducir el gasto público. Nadie va a negarse si es que el Poder Ejecutivo entiende que para dictar algunas reglamentaciones necesita más plazo. Nosotros estamos de acuerdo, pero disentimos en una cuestión de fondo que parte de la delegación de facultades legislativas que se le dan al Poder Ejecutivo modificando todo lo que fue la política previa para poder acordar esta ley de Medio Ambiente, que era uno de los temas en el que estábamos en mora los legisladores frente al reclamo de la sociedad y de los sectores empresarios que exigían la sanción de una ley de medio ambiente que estaba desde hace largo tiempo demorada en la Legislatura.


Merced al esfuerzo de todos los sectores políticos, coincidimos en lo que era una ley marco y así está reiteradamente expuesto en el debate por el miembro informante de la mayoría, a partir de la ley marco se tienen que dictar otras leyes que eran de singular importancia como la referida a áreas naturales protegidas e impacto ambiental, categorización empresaria y residuos peligrosos. Nadie discute que esto era materia de ley especial que tenía que sancionar la Legislatura y en ese acuerdo coincidimos en votar la ley marco, ésta que ahora veta el Poder Ejecutivo.


Solamente la diputada María Herminia Grande no votó el dictamen coincidente de todos los sectores políticos, pero resulta que ahora nos encontramos con el veto. Y repito, si fueran cuestiones presupuestarias, si hay que disminuir el gasto, si hay que ampliar los plazos, nadie iba a tener inconveniente. Pero la cuestión reside en que ahora el Poder Ejecutivo, a través de los artículos sustitutivos números 21, 22 y 23, especialmente, se arroga para sí, a través de la facultad de reglamentación, lo que iba a ser materia de ley especial. Y esto, señora presidenta, de nuestra parte no lo podemos aceptar, porque entendemos que es una facultad legislativa indelegable, máxime en un tema tan conversado, tan debatido y tan discutido, como son todas estas cuestiones de leyes especiales.


Fíjese la importancia que tiene que por ahí había un proyecto de áreas naturales protegidas que en principio había sido consensuado con funcionarios de la Secretaría y algunos asesores legislativos, que era nada menos que de 84 artículos, y había otro proyecto de medio ambiente y categorización empresaria que se integraba con 133 artículos y 5 anexos. Esto marca la complejidad del tema en sí mismo y ahora quieren que esto que era lo que teníamos que discutir y aprobar nosotros se lo demos al Poder Ejecutivo para que a través de la reglamentación lo implemente. Y sabemos cómo son las cosas. El Poder Ejecutivo, lógicamente, como la mayoría de nosotros, no conoce de estos temas cada vez más dificultosos del medio ambiente y hay que recurrir a los asesoramientos. Y nos preocupa, nos preocupa delegar estas facultades propias de la Cámara que, en definitiva, son de especial importancia.


La ley marco, en definitiva, fue un “engaña pichanga”. Votamos la ley marco y ahora, a través del veto, van a dictar los decretos sobre materias que son más importantes que la ley marco y que es competencia exclusiva de la Legislatura y no del Poder Ejecutivo.



Tenemos la mejor buena voluntad pero no estamos dispuestos a ceder facultades de la Legislatura en este sentido y especialmente en este tema. Se nos dijo por ahí que era una cuestión de urgencia y que sancionar la ley iba a demorar demasiado tiempo. Ha quedado demostrado a través de los hechos que cuando hay voluntad legislativa las leyes se sancionan con rapidez. Acá, alguna vez, sancionamos en pocos días lo que fue la radicación de la General Motors, diría en horas, y tenemos el ejemplo de esta Legislatura que con la mejor buena voluntad de todos y porque había voluntad legislativa, aprobó la privatización de la EPE. Si el Poder Ejecutivo está dispuesto a hacer los reglamentos con los contenidos legislativos que les corresponden a la Legislastura aprobar, ¿por qué no nos mandan los proyectos? si es que todos tenemos la mejor buena voluntad para tratarlos y sancionar las leyes pertinentes, como corresponde.


En definitiva, señora presidenta, de nuestra parte entendemos que estas cuestiones de fondo son más importantes que las cuestiones económicas, en las que coincidimos, y por eso nos vemos obligados a votar por el rechazo del veto interpuesto por el Poder Ejecutivo.

SR. D’AMBROSIO.- Pido la palabra.


La buena voluntad que expresaba el señor diputado Favario la reconocemos también en los largos tramos de los diálogos que hemos mantenido con diputados del oficialismo respecto a este tema, y en la escasa distancia que medió entre una y otra postura, por lo menos al verbalizar las dificultades que nosotros teníamos y la necesidad del oficialismo. Porque estamos tratando este tema y los dos estamos en una encrucijada, el veto es “tómalo o déjalo”, entonces, yo comprendo la posición del bloque oficialista, más en el comienzo de una gestión como están desarrollando en este momento, pero también debe entenderse la nuestra. Por eso quizás, convenga hacer un último esfuerzo para que si no logramos acordar una solución que se plasme en la aceptación o el rechazo del veto, por lo menos logremos acordar el espíritu con que este tema debería ser encarado. 


Esta es la orientación de las reflexiones que voy a realizar a continuación; hay pocos temas en la problemática legislativa actual que involucren tan necesariamente las facultades concurrentes del Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. Me parece que la profunda dinámica de los hechos en materia ambiental y las transformaciones de todo orden que se producen, tornan absolutamente necesario un aporte técnico cualificado que solamente, quizás, desde las estructuras directamente vinculadas con la administración del Estado, puedan suministrarse. 


Y por eso realmente la participación del Ejecutivo en esto nos parece casi imprescindible y sin duda, por más que se logre dictar normas que abarquen los términos más amplios y complejos de esta problemática, siempre será necesaria una precisa y renovada reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. Esto no lo queremos negar, pero también tenemos que reconocer que en la pléyade de leyes vinculadas con la reglamentación de áreas protegidas, con el impacto ambiental, con los residuos peligrosos, hay un núcleo tremendamente importante para el perfil de provincia, y lo digo simplemente refiriéndome a nuestra provincia porque este es el ámbito de nuestra legislación, para el perfil de vida que queremos. De acuerdo a cómo sean estas disposiciones tendremos una provincia que podría ser el repositorio de todas las industrias basura del mundo o tendremos una provincia que pueda acoger con beneplácito los sueños más preciados de cualquier ambientalista. Creo que esto lo tenemos que adecuar a nuestra realidad, la realidad del poder de control, etcétera.


Entonces, es en ese sentido que nosotros no podemos aceptar una delegación absoluta y plena de nuestras facultades, no porque nosotros estemos exentos de los lobbys que en esta cuestiones van a trabajar mucho, porque aquí se ha hablado de aspectos económicos cuando en realidad lo que corrige el veto son aspectos presupuestarios, que nos parecen adecuados, pero los peores aspectos económicos se vinculan con la legislación que vamos a aprobar, con lo que he señalado, con el tipo de radicaciones industriales que puede posibilitar o denegar la legislación que en definitiva se dicte en esta materia.


Está todo dicho, aquí el Ejecutivo y nosotros vamos a tener presiones de uno y otro lado, como las tendrán los funcionarios que apliquen las normas que finalmente se dicten, pero yo sigo recurriendo a que el control y la transparencia son las dos banderas que toda la Legislatura y no la oposición solamente, tiene que rescatar si se quiere que los congresos perduren como mecanismos institucionales en los que la gente tenga un poco de fe.


Entonces, me da la impresión, señora presidenta, que quizás algunas palabras como las que hemos escuchado en los diálogos que hemos mantenido con nuestros colegas del oficialismo, podrían servir para trasuntar, más allá de la aprobación del veto, que sin dudas por la relación de fuerzas se conseguirá en esta sesión, el espíritu que ha querido presidir nuestra posición y que han manifestado con toda claridad algunos legisladores del oficialismo cuando hemos discutido esto.


Quizás si lo hacemos más adelante con algún proyecto de declaración que elaboremos conjuntamente podamos convencer al Poder Ejecutivo de que si aquí hay transparencia, la necesidad y la prudencia de la intervención de ambos poderes del Estado, en un tema tan sensible para el futuro de esta provincia, es imprescindible.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


En relación a las palabras del diputado D’Ambrosio, quiero decir que de alguna manera lo expresado, obviamente, es una expresión de deseo. Creo que es así, por eso destaqué en dos oportunidades, que más allá de esa modificación del tema reglamentarista, y disposiciones vinculadas a leyes futuras, no cercenaba el derecho de los legisladores para que el día de mañana sancionen las leyes necesarias y el Poder Ejecutivo deberá receptarlas con la intencionalidad de mejorar este proyecto de ley que hoy quedará consagrado.


Esto subyace, y está también el compromiso ya formal, más allá de una expresión de deseos creo que las leyes especiales tenderán a mejorar y realmente serán recibidas por el Poder Ejecutivo como una inquietud parlamentaria.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen en mayoría con las enmiendas del Poder Ejecutivo, que ha sido votado afirmativamente en el Senado.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Conforme lo establece la Constitución de la Provincia, señora presidenta, la votación debe ser nominal.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se tomará votación nominal, aclarando que el sentido de la votación...

SR. ESQUIVEL.- Es el dictamen de la mayoría.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Habría una cuestión interpretativa, si es solamente para el rechazo la votación debe ser nominal, pero quién sabe si se rechaza.

SR. BULLRICH.- ¿Qué dictamen? 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Corresponde primero...

SR. BULLRICH.- La Constitución es clara, hay una observación al veto del Poder Ejecutivo para rechazarlo o aprobarlo. Para rechazarlo necesita los dos tercios de los votos y la votación debe ser nominal.


El dictamen en minoría pide el rechazo del veto, y para saber si se rechaza o no se debe poner a votación nominal después, sí se puede hacer la misma votación para aprobar las enmiendas del Poder Ejecutivo. Pero lo primero es el veto, si se rechaza o se acepta, después se aprueban las enmiendas por simple mayoría conforme lo establece el artículo 59º.


Nuestro bloque propone el rechazo del veto y por eso, reitero, hay que votar nominalmente como lo establece el artículo 59º de la Constitución.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Ese es el criterio que entendió esta Presidencia, y no lo explicó correctamente.


Realmente corresponde poner a votación en primer lugar el veto, y hay un dictamen en minoría proponiendo el rechazo. 


Se va a poner a consideración el dictamen de mayoría que es por la aceptación del veto, y quien vote por la aceptación del veto deberá hacerlo por la afirmativa; quienes voten por el rechazo del veto deberán hacerlo por la negativa.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.


Para obviar el trámite, el que vote por la aceptación del veto que también vote aprobando las enmiendas del Poder Ejecutivo.

SR. ESQUIVEL.- Afirmativamente las dos cosas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si los señores diputados aceptan la propuesta del señor diputado Bullrich, se votará en ambos sentidos, la votación por la aceptación del veto significa también la aprobación de las enmiendas.

SR. ESQUIVEL.- Así es, señora presidenta.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se tomará votación nominal.

-
Votan por la afirmativa los señores diputados: Álvarez (Ricardo), Barrera, Broda, Cané, Cavigiuri, Dalla Fontana, Demaría, Esquivel, Giardino, Giorgetti, González, Grbavac, Mazziotta, Meotto, Paganini, Pochettino, Rébola, Reutemann, Schachner, Sellares, Ugalde, Venesia y la señora presidenta.

-
Votan por la negativa los señores diputados: Alvarez (Jorge), Basaldella, Baudin, Bullrich, Cardelli, Cecchi, D’Ambrosio, Di Pollina, Favario, Galaretto, Giacosa, Ibaldi, Miret, Molinas, Pezz, Ritter, Schpeir, Tate, Villalba y Zogbi.

SR. SECRETARIO (Lago).- Informo, señora presidenta, que han votado 23 señores diputados por la afirmativa y 20 por la negativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consecuencia, queda aceptado el veto del Poder Ejecutivo.
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REFORMA Y DESARROLLO DE MUNICIPIOS ARGENTINOS

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Corresponde considerar como tercera preferencia el proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que suscriba con la Nación el convenio de garantía para acceder al Programa de Reformas y Desarrollo de Municipios Argentinos.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee:

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado en forma conjunta los Proyectos de Comunicación: - Expte. 6818 BRA - presentado por el Diputado Oscar Ritter, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, se proceda a suscribir con la Nación, el convenio de garantía que permita acceder al programa de reformas y desarrollo de Municipios Argentinos; y el  - Expte. 6803 UCR - presentado por los Diputados MIRET, PEZZ, MIGNO, BECKER, GIACOSA, MOLINAS, ÁLVAREZ Y GALARETTO, SOLICITANDO al Poder Ejecutivo preste la autorización previa a los convenios subsidiarios de préstamo que hayan suscripto las Municipalidades y Comunas; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto.

proyecto de comunicación

 EÍ "cREFORMA Y DESARROLLO DE MUNICIPIOS ARGENTINOS" 

“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial preste la autorización previa a los Convenios Subsidiarios de Préstamo que hayan suscripto las Municipalidades y Comunas, dentro del marco del Programa de Reforma y Desarrollo de los Municipios Argentinos y consecuentemente garantice la atención de los compromisos financieros que hayan asumido o puedan asumir las Municipalidades y Comunas, acorde a las previsiones de la ley provincial 11.700 y su decreto reglamentario 3729/99.”

Sala de la Comisión, 9 de marzo de 2000.


Paganini - Pochettino - Alvarez Jorge - Giardino - Venesia - Cecchi - Bullrich.

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha analizado conjuntamente los Proyectos de Comunicación, Expte. 6818 B.R.A., presentado por el Diputado Oscar Ritter, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, se proceda a suscribir con la Nación, el convenio de garantía que permita acceder al Programa de Reformas y Desarrollo de los Municipios Argentinos; y el Expte. 6803 U.C.R., presentado por los Diputados Miret, Pezz, Migno, Becker, Giacosa, Molinas y Galaretto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo preste la autorización previa a los convenios subsidiarios de préstamo que hayan suscripto las Municipalidades y Comunas, dentro del marco del Programa de Reformas y Desarrollo de los Municipios Argentinos; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, aconseja le prestéis APROBACIÓN al dictamen realizado por la Comisión de Presupuesto y Hacienda. 

Sala de Comisión, 15 de marzo de 2000.


Álvarez Ricardo - Giacosa - González - Schachner - Demaría - Bullrich.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.

SR. PEZZ.- Pido la palabra.


Señora presidenta, el 24 de febrero presenté un proyecto que originó el expediente 6783 solicitando en el mismo sentido del proyecto contenido en el expediente 6118 que la Provincia firmara el convenio de garantía y en este caso para que la Municipalidad de Reconquista acceda al crédito del BIRF. El 1 de marzo la instancia del diputado Miret presentó un proyecto en el mismo sentido para que todas las municipalidades de la Provincia, que tuvieran los trámites concluidos, accedieran a los créditos referidos. Entonces el proyecto contenido en el expediente 6818 presentado por el diputado Ritter, tiene dictamen de ambas comisiones que recogen el espíritu y el sentido de los tres proyectos más allá de la particularidad del primero.


 Además de este proyecto tienen que ver con el pedido para que la Provincia agilice el trámite para que muchas municipalidades accedan al crédito. El mismo será utilizado en algunos casos para la construcción de obras y en otro para el reordenamiento administrativo y financiero, como es el caso de Reconquista que lo necesita, ya que es una municipalidad que no sólo adeuda a proveedores y funcionarios, sino a los empleados municipalidades.


En consecuencia esta solicitud es para no demorar más el tema, aparte creo que no se le otorga un cheque en blanco a los municipios en virtud de la ley 11.700, donde se está garantizando el pago con la coparticipación.


Aclaro que hay dos urgencias, una es la que dije recientemente sobre la situación de esta municipalidad del norte y la otra es la relacionada con la operatoria de estos créditos que tienen un plazo de gracia de cinco años, y que en virtud de esta demora del Poder Ejecutivo provincial han perdido las municipalidades un año de gracia. Así que en este sentido solicito a la Cámara que apuebe este proyecto.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-
Resulta aprobado.

ORDEN DEL DÍA

13

RAMPA PARA INGRESO DE DISCAPACITADOS

SRA PRESIDENTA(Gastaldi) Corresponde considerar el Orden del Día Nº 5


Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 1.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de resolución (Expte. Nº 6746 - P.J.), presentado por la diputada Foresi, disponiendo la construcción de una Rampa para ingreso de discapacitados, en el edificio del Poder Legislativo; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al mismo.

LA CAMARA DE DIPUTADOS

RESUELVE :

 EÍ "rRAMPA PARA INGRESO DE DISCAPACITADOS" 
1º: Dispónese la construcción de una RAMPA para ingreso de discapacitados a este Poder Legislativo.-

2º: Invitar a la Cámara de Senadores a compartir el presente proyecto.

3º: De forma.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Giardino - Basaldella - Alvarez - Demaría - Miret - Paganini - Ritter - Reutemann - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.

SR. UGALDE.- Pido la palabra.


En la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria consideramos el Asunto 1 y acordamos hacer una pequeña modificación en el artículo 1º con el siguiente texto: “Encomendar al señor Presidente del Cuerpo gestione ante la Cámara de Senadores la construcción en común de una o más rampas en el acceso al Poder Legislativo” . Esto es porque no podemos disponer solamente nosotros en un edificio que es compartido. Es lo mismo pero expresado de otra manera.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-
Resulta aprobado.
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RUTA PROVINCIAL Nº 32-S

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 2.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6724 - C.S.F), presentado por el diputado Giorgetti, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, concrete la construcción de la Ruta Provincial Nº 32-S, entre las localidades de Frontera (departamento Castellanos) y San Martín de las Escobas (departamento San Martín), que años anteriores fuera proyectada y cuya concreción no se ha realizado pese a la importancia que la misma tendría; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "cRUTA PROVINCIAL Nº 32-S" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, concrete la pavimentación de la Ruta Provincial Nº 32-S, entre las localidades de Frontera (departamento Castellanos) y Sastre, (departamento San Martín) y la Ruta Provincial Nº 64, en el tramo comprendido entre las localidades de Sastre y San Martín de las Escobas (departamento San Martín), que años anteriores fuera proyectada y cuya concreción no se ha realizado pese a la importancia que la misma tendría”.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Giardino - Basaldella - Alvarez - Demaría - Miret - Paganini - Ritter - Reutemann - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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ACUEDUCTO ENTRE Santa Fe Y ESPERANZA

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 3.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6763 - P.J.), presentado por el diputado Giorgetti, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a realizar los estudios de pre-factibilidad técnica y económica, para la construcción de un acueducto entre las ciudades de Santa Fe y Esperanza. El mismo estará destinado al transporte de agua potable, provista por la concesionaria Aguas Provinciales de Santa Fe S.A., a fin que utilizando el acueducto hoy existente entre Esperanza y Rafaela, pueda ser abastecida esta última ciudad. Dicho estudio deberá prever también la extensión del acueducto desde Rafaela a Sunchales para la provisión a esta localidad del NO. del departamento Castellanos; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "cACUEDUCTO ENTRE Santa Fe Y ESPERANZA" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a realizar los estudios de pre-factibilidad técnica y económica, para la construcción de un acueducto entre las ciudades de Santa Fe y Esperanza. El mismo estará destinado al transporte de agua potable, provista por la concesionaria Aguas Pciales. de Santas Fe S.A., a fin que utilizando el acueducto hoy existente entre Esperanza y Rafaela, pueda ser abastecida esta última ciudad. Dicho estudio deberá prever también la extensión del acueducto desde Rafaela a Sunchales para la provisión a esta localidad del NO. del departamento Castellanos”.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Giardino - Basaldella - Alvarez - Demaría - Miret - Paganini - Ritter - Reutemann - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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BACHEO Y REPAVIMENTACIÓN DEL ACCESO A MACIEL

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 4.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6752 - U.C.R.), presentado por el diputado Ibaldi, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, gestione ante la empresa AUFE (concesionaria de la Autopista Santa Fe-Rosario), a fin que se proceda al bacheo y repavimentación del acceso a la localidad de Maciel, en el tramo comprendido entre la autopista y dicha localidad; departamento San Gerónimo; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe.

 EÍ "cBACHEO Y REPAVIMENTACIÓN DEL ACCESO A MACIEL" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo competente, efectúe gestiones ante la empresa AUFE (concesionaria de la Autopista Santa Fe-Rosario), a fin que se proceda al bacheo y repavimentación del acceso a la localidad de Maciel, en el tramo comprendido entre la autopista y dicha localidad; departamento San Gerónimo, como así también todos los demás accesos que así lo requieran.

En su defecto, que dichas obras sean realizadas por la Dirección Provincial de Vialidad”.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Giardino - Basaldella - Alvarez - Demaría - Miret - Paganini - Ritter - Reutemann - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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RUTA PROVINCIAL Nº 90

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 5.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6777 - U.C.R.), presentado por el diputado Cardelli, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, informe si se ha llamado a licitación pública, para proceder a la reparación integral de la Ruta Provincial Nº 90; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "cRUTA PROVINCIAL Nº 90" 
“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, por intermedio de la repartición pertinente, informe:

1°: Si se ha llamado a licitación pública, en el marco de la ley Provincial Nro. 11.481, al efecto de proceder a la reparación integral de la Ruta Provincial 90, cuyos tramos R.P.A009-R.P. Nro.18 (43,50 Km.), R.P.Nro. 18 - Alcorta (34 Km) y R.P.Nro. 90 - Chapuy, se encuentran incluidos dentro del Programa Caminos Provinciales.- 

2°: Cual es el orden de prioridad otorgado a la reparación de estos tramos de la Ruta Provincial Nro. 90, con respecto al resto de las obras incluidas en el anexo I de dicha ley.- 

3°: Si se conoce o se posee fecha estimativa en la cual comenzarían efectivamente los trabajos de reparación en dichos tramos.-

4°: Si se está en conocimiento del deterioro actual de estos tramos de la Ruta 90, y de la urgencia que merece la reparación de los mismos”.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Giardino - Basaldella - Alvarez - Demaría - Miret - Paganini - Ritter - Reutemann - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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PROVISIÓN DE ELEMENTOS A ESCUELA Nº 292

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 6.

-
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 6158 – C.S.F.), presentado por el diputado Delbianco, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo provea mesas y sillas a la Escuela Nro. 292 “Sebastián Gaboto”, de la localidad de Puerto Gaboto, departamento San Gerónimo; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto: 

 EÍ "cPROVISIÓN DE ELEMENTOS A ESCUELA Nº 292" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, provea mesas y sillas a la Escuela Nro. 292 “Sebastián Gaboto”, de la localidad de Puerto Gaboto, departamento San Gerónimo, para equipar sus aulas”.-

Sala de la Comisión, 1 de Marzo del 2000.-

Rébola - Schachner - Molinas - Favario - Cavigiuri - Baudin - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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ADICCIÓN A LAS DROGAS

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 7.

-
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 6510 – P.P.S.), presentado por el diputado Rébola, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo implemente un curso permanente para la educación contra la adicción a las drogas, alcohol y tabaco; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto: 

 EÍ "cADICCIÓN A LAS DROGAS" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, proceda a:

1) Dictar cursos de carácter permanente a los alumnos de todos los niveles para la educación contra la adicción a las drogas, alcohol y tabaco, en colaboración con el Ministerio de Salud, Medio Ambiente y Acción Social;

2) Organizar cursos del mismo tipo destinados a docentes de todos los niveles dependientes de dicha cartera, estableciendo puntaje por la asistencia a los mismos, así como por la presentación de trabajos referentes al tema;

3) Realizar jornadas especiales en los establecimientos escolares, convocándose a participar a los padres de los alumnos y a las organizaciones intermedias especializadas”.-

Sala de la Comisión, 1 de Marzo del 2000.-

Rébola - Schachner - Molinas - Favario - Cavigiuri - Baudin - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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CESANTÍA DE AGENTE EN LA ESCUELA Nº 27

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 8.

-
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 6767 – P.J.), presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe en relación a la cesantía de un agente en el cargo de celador de comedor interino, en la Escuela Nro. 27 “Dr. José M. Gálvez”, de la ciudad de Santa Fe; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "cCESANTÍA DE AGENTE EN LA ESCUELA Nº 27" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, informe sobre: 

1.- Causales que motivaron la cesantía del Sr. Pablo Santiago Piñero D.N.I. Nº. 24.224.592, argentino, domiciliado en calle Sarmiento 4633 de la Ciudad de Santa Fe; en el cargo de Celador de Comedor Escolar, interino, de la Escuela Nº 27 Dr. José M. Gálvez, ubicada en Santa Fe, departamento La Capital. 

2.- Elaboración y exposición en tiempo y forma de los Escalafones de Aspirantes a Suplencias del personal escolar no docente, según Decreto Acuerdo Nº. 2824/84 y sus modificatorios Decretos Nº. 1528/85 y Nº. 341/ 95 y Resolución Nº 92/96.

3.- Si algún aspirante inscripto impugnó el acto administrativo que decide el orden de mérito de los pretendientes al cargo, en tiempo y forma.

4.- Fecha y forma en que fue notificado el agente Pablo Piñero de su cese.

5.- Si la cobertura del cargo que quedó vacante con el cese de Piñero se encuadró dentro de legítimo acto administrativo.

6.- Si el agente que ocupó el cargo del Sr. Piñero estaba inscripto y escalafonado en otros cargos, consignando cuáles, orden de mérito y si presentó renuncia a alguno de ellos en tiempo y forma. 

7.- Si el Sr. Piñero presentó Recurso de Revocatoria y Apelación en Subsidio en los términos de los Art. 47, ss.cc del Decreto Nº- 10204/58; y si la Dirección de la escuela se encuadró dentro del mencionado Decreto de Trámites Administrativos.

8.- Qué instancias intervinieron en el caso que nos ocupa, y si se emitieron opiniones concretas y fundamentadas a la situación de referencia (Decreto 456/86 art. 3l, inc. a) p. 27 y 30 inc. c) p.2.

 9.- Si la Dirección de la Escuela conformó debidamente Expediente y tramo Administrativo en que se encuentra actualmente”.-

Sala de la Comisión, 1 de Marzo del 2000.-

Rébola - Schachner - Molinas - Favario - Cavigiuri - Baudin - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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PROVISIÓN DE COMPUTADORAS A LA ESCUELA Nº 6060

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 9.

-
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 6748 – U.C.R.), presentado por el diputado Cardelli, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo provea computadoras a la Escuela Nro. 6060 de la localidad de Coronel Domínguez, departamento Rosario; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto: 

 EÍ "cprOVISIÓN DE COMPUTADORAS A LA ESCUELA Nº 6060" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, provea de computadoras a la Escuela Nro. 6060 de la localidad de Coronel Domínguez, departamento Rosario, las que serán destinadas a la formación de su sala de informática”.-

Sala de la Comisión, 1 de Marzo del 2000.-

Rébola - Schachner - Molinas - Favario - Cavigiuri - Baudin - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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INSCRIPCIONES TARDÍAS DE NACIMIENTOS

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 10.

-
Se lee:

Señores diputados :


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6107 - B.J.I), autoría de la diputada Mionis de Galotto (M.C.), por el cual se solicita por intermedio de la Dirección General del Registro Civil se reimplante el trámite previsto en la resolución 14/82 de ese organismo respecto de las inscripciones tardías de nacimientos.Y, atento que la reimplantación del referido trámite sólo sería posible a partir de una nueva reforma del artículo 29 del Decreto Ley 8204, que modificara lo establecido por la ley 23776/90, Esta Comisión aconseja el ARCHIVO del Proyecto.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Esquivel - Becker - Gastaldi - D’Ambrosio - Meotto - Migno - Dalla Fontana - Rébola - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de comisión que aconseja el pase a Archivo.

-
Resulta aprobado.
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inclusión de expediente 6611 en sesiones extraordinarias

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 11.

-
Se lee:

Señores diputados :


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6775 - P.J.), autoría del diputado Giorgetti, por el cual se solicita se incluya al Expte. Nº 6611 - C.S.F. de ley en el temario del actual período extraordinario de sesiones; y visto que el referido proyecto se encuentra radicado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda se ha resuelto no dictaminar y elevar las presentes actuaciones a la Presidencia del Cuerpo, a los fines que por la vía reglamentaria correspondiente sea girado a la Comisión aludida.-

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Esquivel - Becker - Gastaldi - D’Ambrosio - Meotto - Migno - Dalla Fontana - Rébola - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de comisión.

-
Resulta aprobado.
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banco santafesino de inversión y desarrollo

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Por Secretaría se dará lectura al asunto nº 12.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. 6766 - U.C.R.), presentado por el diputado Alvarez, por el que se solicita informe sobre aspectos vinculados al Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo S.A.; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "canco santafesino de inversión y desarrollo" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, informe:

1) ¿Cuál es el porcentaje actual del gobierno provincial en el capital?

2) ¿Cuáles fueron las razones por las que se modificó el Estatuto en Mayo de 1996 para permitir conceder créditos a empresas y/o personas residentes fuera de la Provincia, aunque sea para comprar bienes producidos en Santa Fe? Detallar monto de créditos otorgados a residentes fuera de la provincia, indicando su situación a la fecha.

3) ¿Indicar si el Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo ha sufrido pérdidas en el período 1996 a 1999?. Si así fuera que medidas se implementaron para atacar tal déficit hasta la fecha de sanción de la ley de emergencia económica provincial?

4) ¿Cómo se contabilizaba la compra de cheques y que norma del BCRA autorizó tal operatoria?

5) Existen casos en que el banco no ha podido ejercer sus privilegios ante deudores que se presentaron en concurso o quiebra, por estar mal constituidas las garantías? De resultar afirmativo indicar detalle analítico de los mismos.

6) Adjuntar informes de los órganos de control y del B.C.R.A. de los cuatro últimos ejercicios.

7) Adjuntar balance al 31/12/99.

8) ¿Qué porcentaje de la cartera de créditos se encuentra en legales y cuál en mora?. Adjuntar detalle analítico y situación actual

9) Detalle de deudores en concurso y/o quiebra, discriminando nombre, monto, análisis sobre factibilidad de recupero y porcentaje sobre el total de la cartera de créditos.

10) Detalle de juicios contra el Banco, demandantes, monto y situación a la fecha.

11) ¿Cúal es la situación financiera actual del Banco con la Provincia?

12) Situación actual del Banco Santafesino y de la Corporación Santafesina de Promoción y Desarrollo de la Economía Provincial.”

Sala de la Comisión, 2 de Marzo del 2000.-

Paganini - Alvarez - Giardino - Venesia - Pochettino - Cecchi - Tate - Bullrich - 

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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inasistencias

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- La Cámara debe considerar las inasistencias de los señores diputados Becker, Bermúdez, Foresi, Funes, Gutiérrez y Hammerly a la sesión del día de la fecha.

SR. UGALDE - Pido la palabra.


Mociono en el sentido de que estas inasistencias sean consideradas justificadas con goce de dietas.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado .

-
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Gastaldi).- No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

-
Eran las 17 y 32 .

zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos

